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Reformas, legitimidad y acuerdos 
preelectorales
Marzo 2022

La cifra más reciente de crecimiento económi-
co puede generar la sensación de que el país ya 
pagó los costos económicos de la pandemia y 
la economía está en proceso de recuperación. 
No obstante, la coyuntura actual es crítica en, 
al menos, cuatro dimensiones. En primer lugar, 
la pandemia profundizó problemas estructurales 
relacionados con pobreza y desigualdad. 

En segundo lugar, las respuestas de política  
económica ante la pandemia generaron un  
aumento sustancial en el endeudamiento públi-
co. En tercer lugar, la recuperación económica 
ha venido acompañada de un fuerte incremento 
en el déficit comercial. Por último, en respuesta 
a los problemas de pobreza y desigualdad, se  
presentaron manifestaciones de desconten-
to social y de rechazo a las instituciones que  
reivindican una creciente desconfianza popular 
frente al proceso político y a la capacidad de  
las instituciones y de sus representantes  

de recoger y canalizar las demandas sociales  
urgentes. En estas circunstancias, es  
imperativo un plan de acción que contribuya 
a mitigar los efectos nocivos de la pandemia,  
corregir problemas estructurales y construir  
legitimidad institucional. Sin esta legitimidad  
cualquier plan o programa carecerá de la  
aceptación necesaria para ser efectivo y  
lograr los resultados esperados. 

El creciente ambiente de escepticismo y  
frustración se refleja, por ejemplo, en los datos de 
Latinobarómetro del 2020: el 85 % de la pobla-
ción en Colombia considera que la distribución 
del ingreso es injusta, el 69 % que la igualdad 
de oportunidades no está garantizada y el 81 % 
cree que el país está gobernado en beneficio de 
los intereses de pocos (PNUD 2021, pp. 114, 
118, 127). Estos datos permiten ver cómo, a  
pesar de mejoras en buena parte de indicadores 
como acceso y condiciones de salud, educación 

Frente a la crítica situación actual, marcada por retos económicos coyunturales y  
estructurales, atravesada por el creciente malestar social, el rechazo a las instituciones  
y la falta de confianza en el proceso político resulta indispensable oír y discutir propues-
tas concretas sobre las reformas necesarias en este periodo electoral. Como base para 
esta discusión, recordamos los diagnósticos y recomendaciones de las múltiples Misio-
nes que se han ido acumulando durante el siglo XXI. No hay que partir de cero. Tenemos 
insumos para discutir temas prioritarios como la equidad de oportunidades, el enfoque 
territorial participativo, el mejoramiento en la eficiencia y eficacia del gasto público, el 
sistema tributario y en su administración, la descentralización, el cierre de la brecha 
tecnológica, la apertura a la migración de fuerza laboral, la formación profesional, la  
regulación y la protección laboral, así como la sostenibilidad ambiental y la productivi-
dad. Diagnósticos claros, con propuestas concretas e informadas pueden ser el primer 
paso hacia la recuperación de la confianza en las instituciones y la legitimidad necesaria 
para lograr las reformas.
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y vivienda, las expectativas de buena parte de 
la población están insatisfechas y cómo buena  
parte de las personas no confían en las institucio-
nes democráticas existentes para responder a  
estas expectativas. En efecto, según esta  
misma fuente, al 50 % de la población  
colombiana no le importaría tener un gobierno  
no democrático con tal de que fuera eficaz, lo 
cual se enmarca en el contexto de la región  
donde el 46% de la gente percibe que la demo-
cracia no funciona bien (PNUD 2021, p.141). 

En el ámbito económico hay varios problemas 
apremiantes: desigualdad, asignación ineficiente 
de recursos, baja productividad, déficit comer-
cial persistente, problemas de sostenibilidad 
fiscal, entre otros. Algunos de estos problemas 
tienen causas comunes y todos están relacio-
nados con problemas de diseño institucional.  
El mercado laboral es una clara ilustración de 
estos problemas. En Colombia tenemos un 
mercado laboral dual en el cual alrededor de 
la mitad de quienes trabajan hacen parte del  
mercado formal con salarios relativamente  
altos, mayor productividad, pago de impues-
tos y contribución al sistema de seguridad  
social y, por ende, condiciones más estables en  
el presente y en el futuro. Aproximadamen-
te la otra mitad de quienes trabajan en el país 
se encuentran en la informalidad con baja  
productividad, bajos salarios y, prácticamen-
te, sin pagar impuestos ni contribuir a salud y  
pensiones.  

Para afrontar estos problemas se requie-
ren reformas profundas. Su aprobación  
necesita consensos amplios, difíciles de  
conseguir. Aun si la aprobación de las reformas es  
posible, estas no serán legítimas a menos 
que haya un proceso de discusión abierta  
que incluya a diferentes sectores, comunidades 
y asociaciones.  

Por estas razones, en esta nota invitamos a 
las diferentes coaliciones políticas a construir 
un consenso mínimo en cuatro direcciones:  
(i) la identificación de las reformas que el país  

requiere, (ii) el espíritu y el diseño general de dichas  
reformas, (iii) la importancia de socializar las refor-
mas y de tener en cuenta las observaciones de 
los diferentes grupos sociales, (iv) el compromiso 
de apoyar al gobierno elegido en la aprobación 
e implementación de las reformas que hayan  
surgido de acuerdos pre electorales.  

Creemos que existe una relación de doble vía  
entre la legitimidad y la confianza que la  
ciudadanía deposita en las instituciones y  
la eficacia con que ellas le sirven a la gente  
y cumplen con sus expectativas. En estas  
circunstancias, la forma en que se construyen 
y se presentan los cambios institucionales es  
fundamental. 

¿Qué reformas se requieren?

En los últimos años diferentes estudios  
expertos han analizado el diseño institucional del 
país y han planteado principios generales para las  
reformas requeridas y, en muchos casos,  
propuestas específicas. Contamos entonces con 
diagnósticos y recomendaciones que se debe-
rían utilizar como punto de partida para empezar 
a transitar este camino de reformas. 

Son numerosas las misiones con temas  
específicos, además de la Misión de Sabios 
de 2019, que ofrecen insumos bien docu-
mentados para alimentar la formulación y el  
debate público sobre las reformas necesarias.  
Recordamos aquí las principales conclusiones 
de estos estudios para recoger y avanzar sobre lo  
construido.

La Misión de equidad y movilidad social del año 
2012 planteó un diagnóstico y una serie de reco-
mendaciones que permiten una mirada integral 
enfocada hacia la equidad de oportunidades. 
Entre sus recomendaciones aparecen accio-
nes concretas encaminadas a fortalecer la po-
lítica pública en siete frentes: primera infancia,  
calidad de la educación básica y media, forma-
ción para el trabajo, evaluación y planeación 
del gasto público social, equidad y diversidad,  
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inequidad regional, y, finalmente, acceso y uso de 
la tierra rural. En cada uno de esos siete frentes la  
Misión proponía acciones que van desde licencias 
compartidas y horarios flexibles para personas  
gestantes, pasando por formación para quie-
nes son fuente primaria de cuidado y docentes,  
hasta la formalización y titularización de predios.  

En el 2015 la Misión para la transformación 
del campo hizo entrega de su informe final  
diagnosticando y proponiendo acciones  
concretas para tratar otro de los problemas  
estructurales del país. La Misión construye su 
análisis sobre tres pilares fundamentales: el enfo-
que territorial participativo, un proceso integral de  
desarrollo rural y la provisión de bienes públicos. 
A través de estos pilares la Misión analizó los 
problemas de conflicto persistente en el uso de 
la tierra, la alta concentración e informalidad de 
la misma, su frecuente uso inapropiado y la baja  
protección y regulación de recursos naturales.  
Este diagnóstico permitió tener un panorama 
claro sobre la desigualdad entre el campo y la 
ciudad y al interior de la zona rural, con bajo  
impulso a la productividad. 

Contamos con diagnósticos rigurosos acer-
ca de los problemas asociados con los ingre-
sos y los gastos del gobierno central y de los  
gobiernos locales. Los informes por diferentes  
comisiones señalan problemas y presentan  
posibilidades de acción1. Sus recomendacio-
nes comparten la preocupación por mejorar  
la eficacia y la eficiencia del gasto público,  
identificando tanto posibilidades de ahorro 
como alternativas de ingresos. La Comisión del  
gasto y la inversión pública de 2017 se ocupó 
del proceso presupuestal, el empleo público, el 
sistema de compras y tributación pública, los  
litigios contra el Estado, el gasto público en  
salud, en pensiones y apoyo económico a la 
vejez, en educación, en subsidios a personas,  
hogares, empresas y productores y en defensa y 
seguridad. En la misma dirección, varios centros 
de investigación han presentado propuestas de 
reforma. 

En 2020 la Comisión de estudio del sistema  
tributario territorial recomendó continuar con 
el proceso de descentralización, aumentar el  
recaudo con mejor administración tributaria  
local y avanzar en impuestos pigouvianos. Esta  
comisión analizó cada uno de los impuestos  
locales y regionales y formuló recomendaciones 
para fortalecerlos, reformarlos o incluso eliminar 
impuestos de bajo recaudo. Esto implica, entre 
otras cosas, actualizar el catastro, reducir la dis-
persión de tasas del impuesto predial, simplificar 
y volver más equitativo el impuesto de indus-
tria y comercio, y aumentar los impuestos a los  
vehículos, al consumo de cerveza, licores,  
cigarrillos y tabaco. 

En 2021 la Comisión de expertos en beneficios 
tributarios identificó en su informe la compleji-
dad del sistema tributario que resulta en desin-
centivos a las iniciativas empresariales y a la 
inversión, así como a la evasión y elusión fiscal 
frenando el desarrollo económico y los recur-
sos necesarios para tratar las desigualdades de  
ingresos y riqueza. La Comisión, repitiendo una  
recomendación de marras, concluye sobre la  
necesidad de una reforma tributaria estructural 
que incluye reformas institucionales para lograr 
“un sistema tributario más simple, eficiente y 
equitativo; uno que financie un fortalecimiento de 
la red de protección social, así como una mayor 
inversión en infraestructura, educación y salud” 
(Comisión de expertos en beneficios tributarios, 
2021, p. 5). 

En agosto de 2021 se divulgaron los resultados 
de la Misión de internacionalización convoca-
da por el gobierno nacional el año anterior. De  
acuerdo con su informe, la Misión consideró como 
el principal desafío de Colombia cerrar la bre-
cha tecnológica y aprovechar las oportunidades  
claras de interacción con la economía mun-
dial dada la baja adopción de tecnología en las  

1 Comisión del gasto y la inversión pública (2017), Comisión de  
Expertos en Beneficios Tributarios (2021), Comisión  
de Estudio del Sistema Tributario Territorial (2020), entre 
otras.
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empresas industriales, la nula participación  
en las cadenas globales de valor, la crecien-
te demanda mundial de alimentos e insumos 
agrícolas, la extensión de tierras subutilizadas  
y el agua abundante, y una matriz energética 
en la cual predominen las energías renovables.  
Con base en este diagnóstico, la Misión pre-
sentó una serie de recomendaciones para  
acelerar la adopción y adaptación de tecnologías,  
aumentar la presencia de empresas extranjeras 
para traer tecnología, ampliar la sofisticación, 
diversificación y agregación de valor del apa-
rato productivo, así como promover la genera-
ción de empleo. La Misión también recomendó 
abrir el país a la inmigración para contar con 
talento humano mediante la reforma integral de 
la política con impacto migratorio y, finalmen-
te, alinear el marco institucional existente para  
fomentar y apoyar la internacionalización. 

La Misión de Empleo publicó este año un  
diagnóstico completo que sirve de punto  
de partida para discutir recomendaciones  
de formación profesional, regulación y  
protección laboral. Esta misión enfatiza la  
necesidad de llevar a cabo una reforma  
estructural en la forma en que se definen los 
derechos de acceso a la seguridad social, 
en particular de las pensiones de manera a  
aumentar la cobertura, reducir las inequidades 
y evitar que las reglas de acceso a estos  
componentes de la seguridad social se  
conviertan en obstáculos a la formalización  
laboral. La Misión de empleo señala además la 
importancia de replantear la estrategia de forma-
ción para el empleo y la creación de un verda-
dero sistema de aseguramiento contra la pérdi-
da del empleo. Todo lo anterior buscando una  
mayor coherencia entre las realidades del  
mercado laboral colombiano y las instituciones 
del sistema integral de seguridad social.

También existen diagnósticos y propuestas con 
respecto a la rama judicial, la policía, el sistema 
electoral, entre otros. Nos concentramos aquí en 
las misiones y comisiones económicas pues las 

encuestas de opinión recientes muestran que las 
condiciones económicas son la principal fuente 
de preocupación actual. 

Por último, pero no menos importante, está 
el informe de la Misión de sabios (2019) que  
incluye recomendaciones en diversas áreas  
fundamentales para el desarrollo; el medio  
ambiente, la tecnología, la educación como 
motor de sinergias entre investigación,  
productividad, competitividad, oportunidades,  
y de manera central, equidad, aparecen  
como puntos clave de la agenda nacional  
de cara a los retos de la desigualdad, el cambio 
climático y la desilusión ciudadana.

Los informes mencionados son el producto 
del análisis riguroso de diferentes grupos de  
personas expertas en cada tema. Los diagnós-
ticos elaborados por estas diferentes misiones y  
comisiones permiten entender no solo los  
problemas sino también los logros alcanzados 
por el país hasta el momento en los diferentes 
frentes. Reconocer estos logros también es un 
elemento fundamental en la reconstrucción de 
la confianza en la capacidad de acción de las 
instituciones públicas, privadas y comunitarias. 
Para que estas propuestas se materialicen en 
una nueva institucionalidad, mejor y con mayor 
legitimidad, se requiere de un consenso amplio 
con respecto a la conveniencia del cambio insti-
tucional sin que esto implique un borrón y cuenta 
nueva, sino más bien una construcción sobre lo 
alcanzado y un reconocimiento claro de las fallas 
de intentos anteriores.

Legitimidad y dificultades para aprobar  
reformas

Al menos dos elementos dificultan la aprobación 
de reformas. Primero, existen grupos de interés 
con el poder de afectar decisiones de política  
pública. Sin duda, el debate público se enri-
quece al confrontar posiciones, interpretacio-
nes y recomendaciones. El reto reside en que el  
debate, en primer lugar, sea público basado en 



información veraz y verificable, en el cual quienes 
participan sean responsables por su participa-
ción, y, en segundo término, ese debate debe 
llevar a la acción de los poderes públicos y a 
la organización y veeduría de la sociedad civil.  
El segundo elemento de dificultad corresponde a 
las frágiles condiciones económicas en las que nos  
encontramos que acrecienta la crisis de confianza  
entre grupos políticos, organizaciones sociales, 
y la ciudadanía en general que reduce la disposi-
ción para aceptar propuestas del gobierno. 

La crisis de confianza está relacionada con el 
problema de legitimidad institucional. El arreglo 
institucional es legítimo si existe un consenso 
amplio y sólido acerca de la conveniencia de 
acatar el orden, las leyes y la autoridad ema-
nada de las instituciones. Así, es esencial que 
el proceso de discusión de las reformas sea 
abierto e inclusivo para que las propuestas que  
surjan sean legítimas y políticamente viables. Más 
que buscar consensos entre representantes,  
parecería indispensable recoger las conclusio-
nes de varias iniciativas de la sociedad civil que 
han buscado aproximarse y entender las dife-
rentes voces de grupos poblacionales tradicio-
nalmente marginados o marginales del proceso 
político tradicional y que han encontrado otros 
mecanismos de expresión en las protestas calle-
jeras y las movilizaciones sociales, en ocasiones 
violentas, que hemos vivido desde 2019. Los  
resultados de iniciativas como “Tenemos que 
hablar Colombia”, pero también los informes de 
ONGs trabajando con comunidades tradicional-
mente discriminadas o excluidas resultan fuentes 
valiosas para identificar agentes de interlocución 
en un contexto social que parece cada vez más 
disperso y disímil. 

Más que apatía, parecemos estar sumidos en la 
crispación, la descalificación y la cancelación de 
quienes tienen posiciones y visiones diferentes, 
alternativas o contestarias. La imposibilidad en la 
comunicación y la creciente amenaza violenta a 
las vidas y las manifestaciones de estos actores 
políticos sólo incrementa la crisis de confianza. 

Crisis que redunda en la frustración y desinterés 
de la ciudadanía para quienes la salida, incluso 
violenta, de los acuerdos sociales empieza a te-
ner mayor atractivo que la participación política 
democrática. 

Una luz de esperanza parece provenir del  
incremento en el activismo político de las  
personas jóvenes en diferentes frentes y por  
diferentes causas. Este activismo ha permitido la 
visibilización de prácticas violentas y contrarias al 
orden constitucional que van en detrimento de la  
inclusión, la diversidad, el pluralismo y promue-
ven la estigmatización y la discriminación de 
grupos poblacionales que buscan reivindicar un  
espacio en el debate nacional. 

La propuesta

En el panorama político actual las coaliciones  
parecen dominar el escenario y, a pesar de la 
aparente coincidencia ideológica al interior de 
cada coalición, las coincidencias programáticas 
entre quienes aspiran a la presidencia no han sido 
explícitas. Por esta razón, la primera invitación 
que hacemos es que cada una de las coaliciones 
llegue a acuerdos con respecto a las reformas 
que el país requiere y al diseño general de dichas 
reformas. Una vez conseguidos estos acuerdos 
se establece el compromiso de apoyar a quien 
logre las mayorías en las diferentes consultas y 
comienza el proceso de socialización y revisión 
de las reformas. Los acuerdos deberían trascen-
der la mecánica electoral y traer a la discusión 
los aspectos fundamentales de las reformas  
necesarias que han sido opacados por la válida 
preocupación por la corrupción. La corrupción 
domina en estos momentos el debate público 
sin consideración por sus causas estructurales 
que, sugerimos, pueden estar asociadas con  
elementos transversales de los diagnósticos  
realizados por las diferentes misiones y  
comisiones a las que nos referimos en la sección 
anterior. 
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La segunda invitación es a identificar coinciden-
cias con respecto a las reformas planteadas 
desde las diferentes coaliciones. En la medida 
en que estas coincidencias existan y se hagan 
explícitas es posible construir un apoyo amplio, 
al menos para algunas de las propuestas esen-
ciales. De nuevo, los documentos con los que ya 
contamos deberían ser la base de este proceso. 
Si bien este llamado a establecer consensos y 
acuerdos sobre “lo fundamental” parece ya un 
lugar común, en realidad requiere superar el  
momento actual dominado más por los cálculos 
electorales sobre las discusiones y compromi-
sos políticos. Este es un llamado a recuperar la  
política entendida como el espacio de deba-
te público abierto sobre un proyecto social  
compartido. Muchas de las reivindicaciones so-
ciales y las voces de protesta ponen sobre la mesa  
problemas acerca de los cuales personas  
expertas han dedicado esfuerzos importantes 
para entenderlos y ofrecer soluciones. Estos  
análisis de las diferentes misiones deben  
enriquecerse con el debate público donde las 
voces de la ciudadanía sean escuchadas. Esta 
nota propone entonces que las fuerzas políticas 
que participan hoy del proceso electoral tiendan 
un puente entre la ciudadanía, el conocimiento 
experto y las instituciones responsables de la  
acción pública y privada.
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El sistema tributario colombiano: opciones 
de reforma.

El sistema tributario colombiano tiene problemas 
ampliamente diagnosticados. Los recursos que 
recauda el gobierno central son insuficientes. Lo 
que recauda, además, lo recauda mal, violando 
principios deseables. Las mediciones internacio-
nales indican que Colombia tiene uno de los es-
tatutos más complejos del mundo, recargado en 
las utilidades empresariales y que recauda muy 
poco de la renta de las personas. Hay gruesas 
inequidades horizontales: dos personas o em-
presas distintas con ingresos similares pueden 
tener tasas de tributación muy diferentes. 

A lo largo del tiempo, se han ido acumulando 
tratamientos especiales en renta empresarial, en 
IVA y en impuestos a personas. Esas exencio-
nes, en parte, explican la complejidad del siste-
ma, la heterogeneidad de las tasas efectivas de 
tributación, que las tasas nominales promedio de 
renta empresarial sean tan altas (compensando 
las tasas efectivas bajas de tantas empresas que 
gozan de exenciones) y el bajo recaudo. Unien-
do todo lo anterior a la endémica baja capacidad 

estatal, las reglas vigentes son caldo de cultivo 
para la evasión. 

Además, la aplicación del principio deseable de 
la progresividad es muy baja en Colombia. Con 
el bajo recaudo en cabeza de personas naturales 
y la reducida base sobre la que se cobran esos 
impuestos, la tributación cumple un rol muy mar-
ginal de mitigar la mala distribución de ingresos. 
Finalmente, al país le queda mucho camino por 
recorrer en materia de impuestos ambientales y 
saludables. 

En fin, es claro que la tributación debe mejorarse, 
pero también que este propósito no se ha alcan-
zado en los últimos años. En esta nota discuti-
mos los obstáculos de reforma, y opciones para 
adoptar cambios que mejoren el pacto fiscal co-
lombiano y tengan mayor probabilidad de éxito.

1. Obstáculos y viabilidad de las reformas

Las dificultades para tramitar reformas tributa-
rias ambiciosas en Colombia son palpables. Las 
iniciativas más ambiciosas no han logrado el  
apoyo democrático e incluso desde antes de en-
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trar al congreso muchas propuestas han tenido 
un alcance limitado, al menos comparadas con 
las recomendaciones de expertos (incluyendo 
las de comisiones establecidas por los gobier-
nos para guiarlos, como la Comisión de Expertos 
para la Equidad y Competitividad Tributaria del 
gobierno Santos y la Comisión de Expertos en 
Beneficios Tributarios del gobierno Duque). Todo 
esto no es sino la otra cara de la moneda de 
las reformas frecuentes, pero apenas parciales, 
fragmentadas y no siempre coherentes.

La dificultad de llevar a cabo reformas ambicio-
sas y definitivas obedece a muchos factores. 
Primero, cualquier cambio tributario genera ga-
nadores y perdedores, y cuando estos últimos 
tienen poder político pueden bloquear o reorien-
tar las reformas, erosionando su alcance. Segun-
do, la fragmentación de partidos dentro del con-
greso, influencia poderosa de grupos de interés, 
y prevalencia de intercambios clientelistas, exa-
cerban la dificultad de llegar a acuerdos y tomar 
medidas con beneficios sociales agregados pero 
perdedores particulares. Tercero, la baja cultura 
tributaria y falta de legitimidad de las reglas del 
juego produce una resistencia ciudadana general 
a reformas más ambiciosas. Este tercer motivo 
conduce a una paradoja: se requieren cambios 
que aumenten la legitimidad, pero la falta de legi-
timidad limita la posibilidad de adoptar cambios 
(incluso si son deseables y justos). 

Cualquier propuesta realista debe contemplar 
estas dificultades políticas. A continuación, dis-
cutimos algunas circunstancias y estrategias que 
pueden aumentar la probabilidad de llegar a un 
acuerdo para una reforma tributaria estructural 
más permanente.

Crisis

La crisis actual, que tiene causas estructura-
les agravadas por la pandemia y el golpe eco-
nómico asociado, puede ser una oportunidad 
para adoptar ajustes fiscales difíciles (Alesina y 
Drazen, 1991) pues los costos de la inacción se 
incrementan y quienes se habrían resistido po-

drían estar dispuestos a contribuir. En la historia 
fiscal colombiana algunas de las medidas más 
difíciles se han tomado durante, o poco después 
de, choques económicos significativos (Jungui-
to y Rincón, 2004).  En consecuencia, la crítica 
coyuntura histórica que atravesamos podría ser 
propicia para adoptar reformas que han fallado 
o se han evitado en el pasado. Por supuesto, 
esto no sucede automáticamente: el fracaso del 
actual gobierno en sacar adelante una reforma 
tributaria estructural durante la crisis del Covid 
así lo refleja. 

Gradualidad 

Evitando ajustes bruscos para los agentes eco-
nómicos, la viabilidad de algunos cambios tribu-
tarios se puede incrementar. Por ejemplo, si se 
introducen impuestos a las pensiones más altas, 
pero no a una tasa plena de inmediato sino cre-
ciendo poco a poco a lo largo de varios años 
hasta llegar a la tasa deseada, los pensionados 
tendrán un tiempo para ajustar sus patrones de 
gastos; si se eliminan las exenciones al impuesto 
de renta de algunos sectores económicos pero 
con un marchitamiento paulatino de estos be-
neficios, los empresarios pueden ajustarse sin 
afectar en el corto plazo sus inversiones y el em-
pleo que generan. 

Otra ventaja de periodos de transición hacia un 
esquema tributario nuevo es que en muchas 
decisiones económicas las personas tienen un 
sesgo hacia el presente o present bias (O’Dono-
ghue y Rabin, 2015). Los sacrificios futuros lucen 
menos dolorosos que los presentes, lo que au-
menta la disposición a acogerse a la máxima del 
“todos ponen” de los acuerdos tributarios.

Un posible costo de la gradualidad es que puede 
darle tiempo a los grupos afectados a reaccio-
nar, proponiendo e implementando cambios que 
restablecen sus beneficios. Por esto es impor-
tante que la senda de cambio adoptada goce 
de una buena aceptación política. Para ello es 
crucial el principio de legitimidad, que tratamos 
a continuación.
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medidas fiscales inicie con los más privilegiados 
y se extienda paulatinamente hacia abajo. Por 
ejemplo, si se trata de aumentar la base grava-
ble para declaración de impuesto a la renta de 
personas naturales, conviene iniciar por las per-
sonas relativamente más ricas e ir descendiendo 
en la distribución del ingreso.

Quizás ninguna de las reformas tributarias re-
cientemente planteadas ha fracasado más estre-
pitosamente que la presentada a comienzos de 
2021. A primera vista esto es paradójico pues, 
contrario a algunas anteriores (como las dos que 
la precedieron), la propuesta incluía muchas de 
las recomendaciones más ambiciosas de misio-
nes de expertos y habría aumentado sustancial-
mente la progresividad del sistema tributario. Sin 
embargo, fue tan ausente su legitimidad y apo-
yo, que tras el descontento político y en las calles 
no solamente se cayó la reforma sino el ministro. 

A la luz de algunas de las consideraciones ante-
riores, el desenlace es menos paradójico de lo 
que parece a primera vista. Es cierto que la pro-
puesta tenía medidas que habrían contribuido 
a un sistema tributario más progresivo como la 
compensación del IVA, el incremento en la po-
blación obligada a declarar impuesto de la renta 
personal y el aumento en las tasas marginales de 
esta tributación. Pero este ímpetu contrastó con 
la timidez comparativa en pedir la solidaridad de 
los sectores más privilegiados de los privilegiados 
de la sociedad (por ejemplo, en renta personal a 
los centiles más ricos de la población y en renta 
corporativa a algunos sectores muy beneficiados 
que conservaban sus incentivos tributarios). Así, 
violó la condición para la legitimidad de “todos 
ponen, pero empezando desde arriba”. 

Esa legitimidad estaba en entredicho por más 
razones. El propio gobierno había empujado 
dos reformas previas que incluían generosas 
exenciones a grupos económicos. Finalmen-
te, el Ministro de Hacienda había sido señalado 
de haber participado en esquemas financieros 
en el exterior que muchos asociaban a estrate-
gias para evadir obligaciones tributarias (como lo  

Legitimidad

La paradoja de la ausencia de legitimidad del 
pacto fiscal colombiano actual, que requiere a 
la vez que dificulta los cambios, debe enfrentar-
se a través de propuestas que inicien por pedir 
aportes de las capas más privilegiadas entre los 
privilegiados de la sociedad. Por un lado, esto es 
consistente con teorías de la justicia tan disími-
les como la perspectiva utilitarista (que reconoce 
que el beneficio social de un mayor ingreso para 
los más ricos es inferior que el de los más po-
bres) o la rawlsiana (que tiene como uno de sus 
principios de justicia no introducir iniquidades en 
contra de las personas menos aventajadas de la 
sociedad). Por otro lado, esta aproximación resta 
peso al argumento (criticable pero que pesa en el 
debate) que pregunta “¿por qué debo aportar yo 
cuando aquel, más privilegiado que yo, no pone 
su parte?”. 

Al diseñar una reforma tributaria legítima tampo-
co puede olvidarse que la “tributación no solo es 
una manera de recaudar dinero; también es un 
modo de expresar los valores sociales” (Sandel, 
2020). Por ejemplo, un impuesto verde puede 
recaer nominalmente sobre la empresa que con-
tamina o sobre el consumo de los bienes que 
produce. Si bien el efecto de esas alternativas en 
el precio y la demanda del bien gravado puede 
ser idéntico, la aceptación social de establecer 
el impuesto en cabeza de la empresa puede ser 
mayor al transmitir la idea de que estas tienen la 
obligación social de pagar por los eventuales da-
ños que produzcan. Otros ejemplos de medidas 
fiscales con un papel expresivo son los impues-
tos a las megapensiones en Colombia (aunque 
sean pocas) o reducciones de los gastos asocia-
dos a beneficios de los funcionarios públicos (au-
xilios para gasolina, vehículos, protección super-
flua). Ninguno de estos impacta al déficit fiscal 
de manera relevante, pero sí pueden mejorar las 
percepciones sobre la justicia del sistema y dotar 
de legitimidad al gobierno que las promueve. 

Enlazando este principio con el de gradualidad, 
es conveniente que la entrada en vigor de las 
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sería posteriormente el Director de la Dian). 

Adicionalmente, no se tuvo en cuenta el rol ex-
presivo, ya no de los impuestos, sino de los 
mensajes políticos. Esta iniciativa fue más discu-
tida con los gremios económicos, asociados al 
establecimiento y grupos de interés, que con la 
sociedad misma y sus representantes políticos. 
Baste decir que ni el propio presidente ni su par-
tido apoyaron la propuesta de reforma. 

Aún con una estrategia que priorice (en el tiempo 
y en los montos) los aportes de los más privi-
legiados, el éxito no está garantizado. Primero, 
precisamente y a la par con su privilegio, estos 
sectores pueden tener el peso político de opo-
nerse a reformas que los afectan. Segundo, uno 
de esos grupos privilegiados, son los legislado-
res mismos. Tercero, en Colombia las capas más 
ricas de la sociedad no son usuarias asiduas de 
algunos componentes del gasto público como 
en otras sociedades. En educación, seguridad, 
recreación y deporte, suelen acudir a soluciones 
privadas en lugar de usar la oferta pública (ver 
Cárdenas, Fergusson y García Villegas, 2021, 
para el caso de la educación). Esto reduce los 
beneficios que perciben de sus aportes al era-
rio público y en consecuencia su disponibili-
dad a pagar impuestos (Giaccobasso, Nathan,  
Perez-Truglia, Zentner, 2022).

Caminos de menor resistencia o “low hanging 
fruits” 

Hay una ventaja de que el sistema tributario co-
lombiano tenga problemas tan serios: hay cam-
bios en donde los dilemas que se enfrentarían 
en un sistema más perfeccionado no son tan la-
tentes. Por ejemplo, es común en las medidas 
tributarias enfrentarse a un dilema entre eficien-
cia y equidad o justicia: si redistribuyo cargas en 
favor de los menos favorecidos, puedo hacerlo 
pero a costa de la eficiencia de la economía (por 
ejemplo, porque implica gravar a sectores espe-
cialmente dinámicos). Sin embargo, en el caso 
colombiano hay fallas en el código tributario de 
tal magnitud que es posible tomar medidas que 

sean simultáneamente justas y eficientes. Es el 
caso de la eliminación (gradual) de exenciones 
empresariales: nivelan la cancha restituyendo 
tanto la equidad y justicia horizontal como los in-
centivos apropiados para el florecimiento de las 
actividades económicas, y podrían venir acom-
pañadas con una reducción de la tasa general de 
tributación para las empresas.

Aunque este tipo de cambios generan en todo 
caso perdedores y por lo tanto enemigos, en-
frentan relativamente menor resistencia pues los 
ganadores potenciales, a quienes es importante 
empoderar en el proceso, son muchos más. La 
conclusión es que, como parte de una estrategia 
para una reforma tributaria exitosa, se les debe 
dar un papel central a este tipo de oportunida-
des en el contenido y en la comunicación de la 
reforma.

2. Direcciones de reforma

Impuestos sobre las empresas
 
La reducción de los beneficios tributarios en 
los impuestos sobre las empresas debe priori-
zarse, por varias razones: (i) desnivelan la cancha 
desmotivando el emprendimiento en sectores 
perjudicados y protegiendo rentas de los favore-
cidos, (ii) erosionan el recaudo, (iii) crean un siste-
ma tributario complejo, difícil de administrar, que 
favorece la evasión y elusión, (iv) la complejidad y 
el hecho de que estos ingresos ni siquiera entren 
al fisco dificultan su vigilancia y se convierten en 
formas opacas y muy persistentes de beneficiar a 
algunos a costa de los demás, (v) los faltantes en 
ingresos que generan esos beneficios terminan 
compensándose con mayores tarifas impositi-
vas para el grueso de los sectores, (vi) reducirlos 
coincide con la máxima de iniciar reformas con 
los más privilegiados pues se trata de sectores 
empresariales que reciben generosos descuen-
tos que pagan los demás contribuyentes.

Aplicando el principio de gradualidad, propone-
mos un marchitamiento de toda renta exenta, 
descuento, o tasa diferencial. Con un horizon-



te de aplicación de 6 años, en el año de apro-
bación de la reforma, año 1, los contribuyentes 
continuarían conservando el 100 % del beneficio 
de las normas vigentes. Para el año 2, este por-
centaje caería al 80 %, en el año 3 al 60 % y así  
sucesivamente hasta quedar eliminado el benefi-
cio del año 6 en adelante. 

Simultáneo a esta eliminación, debe haber un 
procedimiento más exigente para establecer 
cualquier nuevo beneficio que reconozca que 
hay algunos beneficios tributarios que pueden 
ser importantes pero destaque que deben ser 
la excepción más que la regla. La Comisión de  
expertos habla de crear una comisión indepen-
diente que evalúe los costos y beneficios de las 
exenciones. El Banco Mundial (2022) propone 
crear un Consejo de Ministros para realizar un  
Informe de Gastos, donde podrían entrar las 
exenciones (apoyados técnicamente en el  
Consejo Superior de Política Fiscal--Confis-- y 
un Comité Técnico). Cualquiera sea el diseño, 
será crucial garantizar tanto la verdadera inde-
pendencia de quienes analicen los méritos y  
costos de los beneficios, como la publicidad  
suficiente de los resultados al informar el debate 
público y legislativo. 

Los cálculos de Fedesarrollo (2021) sugieren que 
eliminar exenciones empresariales aumentaría 
el recaudo en cerca 0,3 % del PIB. Incorporar 
además el 20 % de los ingresos no constituti-
vos de renta para gravarlos a la tasa estatutaria 
genera un recaudo adicional del 0,25 % del PIB. 
En consecuencia, teniendo presente que la opa-
cidad de la información pública de la Dian puede 
conducir a subestimaciones del recaudo perdi-
do y que el ejercicio contempla solo el 20 % de  
ingresos no constitutivos de renta, parece 
conservador suponer un ingreso adicional de  
0,55 % del PIB (0,3+0,25) como resultado de la 
propuesta. 

Paralelo a esta reducción de exenciones pro-
ponemos la reducción gradual, en un mis-
mo número de años, de la tarifa general de 
renta corporativa hasta un 30 %: 35 % como  

actualmente en el año 1, 34 % en el año 2, y 
así hasta 30 % del año 6 en adelante. Usando 
estimativos del propio gobierno reportados en la 
exposición de motivos de la Ley de Crecimiento 
y de la posterior Ley de Inversión Social, una re-
ducción del 35 al 30 % tendría un costo de entre 
un 0,75 % y un 1 % del PIB. 

Los impuestos territoriales sobre las empresas 
son tratados en la Nota Macroeconómica No. 
41. Coincidimos con la necesidad de refor-
mar el Impuesto de Industria y Comercio (ICA) 
para convertirlo en un impuesto de renta em-
presarial local. Actualmente, el excesivo costo 
del ICA para algunas empresas se compensa, al 
costo de crear un choque en el recaudo nacional  
versus local, permitiendo un descuento del  
50 % de su valor al liquidar el impuesto de renta 
empresarial. Paralelo entonces a esa reforma, 
debería eliminarse el descuento de ICA, lo 
que implicaría un aumento en el recaudo aproxi-
mado de 0,5 % del PIB, según Fedesarrollo (Lora 
y Mejía, 2021). 

Finalmente, para avanzar en la tributación sobre 
las plataformas digitales acogemos la propuesta 
implementada en otros países de un impuesto 
sobre sus ingresos brutos del 3 % que no solo 
ayuda a corregir la inequidad horizontal dado 
que no les aplica el impuesto de renta, sino que 
podría recoger cerca de 0,1 % del PIB según  
cálculos de Fedesarrollo (Lora y Mejía, 2021).

Impuestos sobre las personas
 
La medida fundamental consiste en reducir las 
deducciones y los ingresos no constitutivos 
de renta que amplían la diferencia entre la tasa 
estatutaria y la tasa efectiva. Esas reglas actua-
les son regresivas por partida doble: primero, 
son los hogares más ricos los que pueden ac-
ceder a estos descuentos y, segundo, hay exclu-
siones y deducciones definidas o limitadas a un  
porcentaje del ingreso del contribuyente, favo-
reciendo más a aquellos con mayores ingresos.  
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Las pensiones en Colombia no están sujetas al 
pago de impuestos a las rentas personales. Eso 
debe reformarse: los ingresos por pensiones 
deben entrar en la declaración de renta como 
cualquier otro ingreso laboral de manera que 
la progresividad y los puntos a partir de los cua-
les se tributa, sean aplicados también a ese ru-
bro. (Para una discusión sobre reforma pensional 
en Colombia, ver Nota Macroeconómica No. 35).

A pesar de que sería una minoría privilegiada–no 
solo por tener pensión sino una suficientemente 
alta como para pagar impuestos de renta–este 
impuesto en el debate público tiene una enor-
me oposición. Hay un frente en que esa oposi-
ción tiene justificación: un impuesto que de un 
día para el otro rompa esa senda implica ajustes 
financieros en algunos hogares. 

Nuestra sugerencia, es que todas las 
pensiones terminen siendo parte de los  
ingresos personales sujetos a pago de im-
puestos de las personas naturales pero con 
una transición paulatina en la que en un  
periodo de diez años se van incorporando los 
ingresos sujetos al impuesto: en el primer año, el 
diez por ciento del valor de la pensión entra a la 
base tributaria susceptible de pagar ese impues-
to, en el segundo el veinte y así sucesivamente 
hasta completar el total una década más tarde. 

Hacerlo de esta forma logra que en los primeros 
años solo aquellos que reciben pensiones real-
mente altas empiecen a pagar (sobre una frac-
ción de su pensión) pues solo ellos superarán los 
umbrales que los hacen sujetos del impuesto. 
De nuevo, esto aborda el punto sobre la legiti-
midad de la reforma. Los que están en la parte 
inferior de la distribución de pensiones pero que 
en todo caso son suficientemente altas como 
para ser sujetos del impuesto, solo empezarán a 
pagar varios años más tarde cuando el porcen-
taje sujeto al pago los empuje por encima de ese 
umbral. Si las pensiones entran a pagar renta de 
la misma manera que los ingresos laborales, el 
recaudo estimado por Fedesarrollo (2021) sería 
cercano a 0,5 % del PIB. 

Los dividendos recibidos por las personas 
naturales también deberían entrar a tributar 
como cualquier otro ingreso. En Colombia  
pagan una tasa plana de 10 % si superan un  
umbral, haciendo que no haya ninguna progresi-
vidad en las obligaciones tributarias asociadas a 
esos ingresos. Esta propuesta suele ser rebatida 
con el argumento de que como la empresa ya 
pagó impuesto sobre la renta, cobrar sobre los 
dividendos a las personas es “doble tributación”. 
Sin embargo, cobrar en ambos lados del espectro 
no solo es estándar en muchos países sino que 
en Colombia, de nuevo, las cargas en este frente 
están mal balanceadas: muy cargadas en la ren-
ta a las empresas y poco (y sin progresividad) en 
la renta a las personas. Además, como ya des-
cribimos, estamos proponiendo una reducción 
en la tarifa de la renta empresarial. Los estima-
tivos sobre el recaudo que representaría incluir 
los dividendos en la renta de las personas según  
Fedesarrollo (2021) son cercanos a 0,11 % del 
PIB. Una medida de este estilo requiere, para 
que sea efectiva, cerrar los boquetes por los que 
se puedan tramitar esos dividendos. Por ejem-
plo, que la posibilidad de cobrarlos con una em-
presa de papel que luego efectúe los gastos de 
la persona dueña sin pasar por su declaración de 
ingresos quede proscrita y/o investigada. 

Otra característica indeseable del estatuto en 
el impuesto a personas es que el nivel desde el 
que se declara renta es muy alto comparado con 
el ingreso medio del país y los recursos que se 
pueden descontar son proporcionales al ingreso 
en lugar de ser de suma fija como lo son en bue-
na parte del mundo. Aumentar la base gravable, 
incorporando a nuevos contribuyentes que 
hoy no deben declarar y pagar el impuesto 
de renta personal es una reforma deseable por 
varios motivos: (i)  fomenta la cultura tributaria; 
(ii) porque aún cuando estos hogares necesa-
riamente deberán pagar montos modestos o in-
cluso tendrán saldos a favor del contribuyente, 
establecerán una relación con la Dian y quedarán 
bajo sus registros cuando sus ingresos aumen-
ten y, en proporción, sus obligaciones tributarias; 
(iii) pese a que no se trate de hogares que cuen-

https://repositorio.uniandes.edu.co/bitstream/handle/1992/56381/nota-macroeconomica-35.pdf?sequence=1&isAllowed=y


ten con holgados recursos económicos, sí son 
relativamente privilegiados en Colombia. 

Nuestra propuesta en este frente se acoge a la 
reciente sugerencia del Banco Mundial (2022). 
La meta en ampliación de la base que tributa 
debería llegar en el corto plazo al 20 % más 
rico. El Banco Mundial calcula que eso se puede 
alcanzar eliminando todas las deducciones a un 
solo máximo monto fijo de 900 UVT anuales (cer-
ca de 35 millones de pesos). De esa manera, solo 
personas con ingresos de más de 3 millones al 
mes empezarían a tributar, y solo sobre el monto 
por encima de esa cifra. Si la tasa marginal de 
ese primer escalón fuera de 5 %, individuos con 
ingresos de hasta cinco millones al mes pagarían 
tasas efectivas cercanas a 2 % de su ingreso. 
Para las personas con ingresos por encima de 
ese nivel la tasa efectiva subiría y quedaría más 
cercana a la marginal, otro cambio deseable.

Estos cambios, de acuerdo al Banco Mundial, 
reportarían un incremento en el recaudo de  
1,2 % del PIB; tendrían, al quitar deducciones tan 
generosas en la renta personal, efectos positivos 
en la progresividad del impuesto y acortarían la 
distancia que hay entre impuestos de renta em-
presarial y personal. Así, habría mayores incenti-
vos a que muchos trabajadores independientes 
formalicen sus negocios en forma de empresas 
constituidas. 

De nuevo, esta reforma requiere gradualidad y 
que su aplicación comience por los más privile-
giados. Proponemos calcular la renta líquida gra-
vable con y sin la reforma (llamemos a esos dos 
escenarios renta B y renta A, respectivamente). 
Luego, en el año 1 tras la aprobación de la re-
forma, la renta personal líquida pertinente sería  
100 % la renta A (no habría cambio), en el año 
2 sería el promedio ponderado tomando en un  
80 % la renta A y en un 20% la renta B, en el año 
3 el promedio ponderado tomando en un 60 % 
la renta A y en un 40 % la renta B, y así sucesi-
vamente hasta tomar en un 100% la renta B del 
año 6 en adelante.
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Otro de los impuestos que puede generar un 
recaudo importante y aumenta la progresivi-
dad del sistema es el impuesto al patrimonio. 
Nuestra propuesta es comenzar a cobrar por  
patrimonios por encima de 1.000 millones, sin  
derecho a descuentos adicionales. La tari-
fa debe ser marginal, es decir, se tributa por el 
monto por encima de ese límite. La tasa que  
proponemos es progresiva y arranca en 0,5 %, 
sube de 1 % para patrimonios mayores a 3.000 
millones y a 2 % para el tramo del patrimonio 
mayor a 5.000 millones. Con estos datos, ba-
sados en cálculos hechos por el Banco Mun-
dial (2022), estimamos un recaudo cercano a 
1 % del PIB.

IVA
 
El potencial de recaudo de unificar por lo alto 
las tarifas de IVA dispersas que en la actualidad 
tiene Colombia es significativo y hace ver pe-
queños los esfuerzos en otras áreas. A pesar de 
esto, nuestra sugerencia es que los cambios 
al IVA se hagan en una reforma posterior de 
los ajustes y sin mezclarlos con los demás 
tributos. La evidencia reciente de los intentos 
de reforma muestra que los grupos interesados 
utilizan exitosamente la oposición popular al IVA, 
para frenar no solo esos cambios sino entorpe-
cer otras reformas. 

Hay un solo aspecto del IVA que proponemos  
reformar en la primera fase: los tres días sin 
IVA, creados por este gobierno. Hay varias  
razones para proponer su desmonte: (i) un 
enorme esfuerzo del gobierno por armar las listas 
de bienes y montos que son sujetos de la rebaja 
y su posterior verificación que ciertamente ten-
dría mejores usos; (ii) una pérdida de legitimidad 
tributaria: normaliza días en que no cumplimos 
con nuestros compromisos para financiar los 
bienes públicos; (iii) quienes más se benefician 
de esos descuentos son los de más ingreso, in-
troduciendo otro capítulo regresivo al estatuto; 
(iv) erosiona el recaudo; (v) desata estrategias de 
los comercios para facturar los bienes el día del 
descuento ahondando esa erosión; (vi) las fechas 
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de los tres días las decide discrecionalmente el 
gobierno lo que abrió otro frente de manipulación 
política de la política fiscal: en 2022, dos de los 
tres días coinciden con los fines de semana en 
que hay elecciones generales. 

Impuestos Verdes 

Colombia cobra pocos impuestos verdes: hay 
espacio amplio de mejora para que los precios 
señalen mejor los costos ambientales del con-
sumo de los combustibles fósiles. Hay al menos 
cuatro rutas de avance en este frente. 

(i) el carbón, el combustible cuyo consumo tie-
ne mayores consecuencias sobre el cambio 
climático, está de manera insólita por fuera de 
la lista de los que pagan impuesto al carbono.  
Tiene que ser incluido con la misma tarifa por  
tonelada de carbono equivalente. Incluir al 
carbón en la lista duplicaría los fondos recogidos 
por impuesto al carbono. 

(ii) las tarifas cobradas en Colombia por emisio-
nes de carbono son muy bajas comparadas con 
el contexto internacional. Una transición paulati-
na hacia tarifas significativamente más altas sería 
coherente con los compromisos colombianos al-
rededor del cambio climático. Para alcanzar ta-
rifas por tonelada emitida de países con tarifas 
como las de Canadá o el Reino Unido (tarifas de 
mitad de tabla entre los países que las tienen), 
Colombia tiene espacio para cuadruplicarlas 
en esa transición. 

(iii) los impuestos verdes requieren coherencia: 
gastar más de 30 billones del recaudo nacional 
subsidiando el consumo de combustibles como 
ocurrirá este año (CARF, 2022) es un exabrupto. 
El problema del fondo de estabilización de los 
precios del combustible, fuente de ese gasto, es 
la discrecionalidad del gobierno para aplicar o no 
la fórmula para esos precios y los usos electora-
les y políticos que terminan primando. La solu-
ción de fondo pasa por impedir la discrecio-
nalidad que actualmente tiene el gobierno en el 
diseño y aplicación de la fórmula de cálculo. Pro-

ponemos dos alternativas que llevan a un desti-
no similar: hay estabilización del precio pero solo 
la establecida en la fórmula. La primera pasa por 
registrar en la ley misma la fórmula que acorde-
mos para determinar estos precios. Escrita en la 
ley la fórmula la discrecionalidad desaparece. La 
segunda alternativa es mantener en el gobier-
no el diseño de la regla de estabilización pero 
con dos características: (i), un límite a los ajustes 
de esa fórmula (por ej. que la ley solo permita 
actualizarla cada 5 años); (ii) que si el gobierno 
determina un precio de los combustibles por 
debajo de lo establecido por la regla, entra 
en acción un “impuesto complementario de 
carbono” cuyo monto se ajusta para compensar 
ese faltante en el precio por galón. Así, no habría 
razón para no aplicar la fórmula. La implementa-
ción total de esta propuesta requiere de un pe-
riodo de transición prudente.

(iv) El país haría bien en retomar la discusión 
sobre impuestos a los productos plásticos de 
un solo uso con una base gravable basada en 
el peso del empaque.  

Impuestos saludables

Cerca de cincuenta países ya cuentan con im-
puestos saludables que buscan encarecer el 
consumo de alimentos con altos contenidos 
de azúcar o sodio o que sean ultraprocesados. 
Colombia debe abordar de nuevo ese debate.   
Proponemos que, siguiendo la práctica de 
muchos países y la experiencia acumulada, 
el impuesto sea creciente en las cantidades 
de azúcar (sodio, etc.) pero que el pago no 
esté en manos del comercio sino de la indus-
tria productora. Eso puede hacer más directos 
los incentivos a producir alternativas saludables; 
facilita los retos logísticos de hacer el cobro so-
bre la base de contenidos insalubres y no sobre 
precios del bien y tiene una ventaja en el debate 
público: los ciudadanos perciben que ese im-
puesto está a cargo del productor, no del con-
sumidor y eso puede limar la oposición al cobro.
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Resumiendo:

En la tabla reportada a continuación listamos las principales reformas discutidas junto con los esti-
mativos de su impacto en el recaudo, en los casos en que los datos disponibles nos permitieron ese 
cálculo. Un estatuto como el propuesto corregiría varias de las características indeseables de nuestro 
estatuto y recaudaría, una vez terminado el horizonte de aplicación, más de 3 % del PIB adicional al 
año. 

Resumen de propuestas, horizonte de aplicación y recaudo aproximado esperado 

Propuesta de reforma
Horizonte de  
aplicación

Recaudo o costo fiscal 
estimado, como porcentaje 
del PIB

Marchitamiento gradual de toda renta exenta, descuento, o tasa 
diferencial en el Impuesto de Renta a las Personas Jurídicas.

6 años 0.55 %

Establecer un nuevo procedimiento más exigente para establecer 
cualquier beneficio.

Inmediato -n.d.

Reducción de la tarifa general de renta corporativa hasta un 30 % 6 años -0.875 %

Convertir el Impuesto de Industria y Comercio (ICA) en un  
impuesto de renta empresarial local.

Inmediato +n.d.

Eliminar el descuento de ICA. Inmediato 0.50 %

Incorporar las pensiones a los ingresos personales sujetos a 
pago de impuestos de las personas naturales

10 años 0.50 %

Dividendos recibidos por las personas naturales entran a tributar 
como cualquier otro ingreso.

Inmediato 0.11 %

Eliminar todas las deducciones de la renta personal a un solo 
máximo monto fijo de 900 UVT anuales.

6 años 1.20 %

Tasa marginal progresiva sobre patrimonios por encima de 1000 
millones sin derecho a descuentos adicionales.

Inmediato 1 %

Eliminar los días sin IVA. Inmediato 0.05 %

Gravar al carbón con la misma tarifa por tonelada de carbono 
equivalente que a los demás combustibles fósiles y cuadruplicar 
las tarifa sobre tonelada de CO2 emitida.

Paulatino 0.12 %

Impuestos a los productos plásticos de un solo uso con una base 
gravable basada en el peso del empaque.

Inmediato +n.d.

Impuesto a las industrias productoras de alimentos  
ultraprocesados, creciente en las cantidades de azúcar, sodio, 
etc.

Inmediato 0.08 %

Total 3.23 %

Crear un impuesto complementario al carbono / eliminar el  
subsidio sistemático a los combustibles

Paulatino 2 %*

+n.d.: no hay cálculos disponibles, pero se espera que la política aumente el recaudo. -n.d.: no hay cálculos disponibles, pero 
se espera que la política reduzca el recaudo o represente un gasto. *En 2022, con los precios observados del petróleo y del 
combustible, el subsidio bordeará el 3 % del PIB. Una parte de eso, si el incremento en el precio internacional observado es 
transitorio, seguiría siendo parte del subsidio aún si aplicamos las sugerencias del texto. Dejamos tentativamente en 2 % del 
PIB el ahorro en un año como el actual, pero debe ser claro que ese monto fluctuará en función de la fórmula que usemos para 
estabilizar el precio y del precio internacional. El 2 % no debe ser interpretado como un recaudo que ocurriría año tras año con 
esa reforma sino como el que habría podido haber en un año con las características de 2022. Por esa razón lo dejamos por 
fuera del Total.  
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Al momento de escribir esta nota la inflación en 
Colombia supera el 8 % y podría, por primera vez 
en el siglo XXI, alcanzar registros de dos dígitos.  
El incremento y su velocidad han sorprendido: en 
marzo de 2021, la inflación anual era de 1,5 %; 
en abril de 2021, en su informe al Congreso, la 
Junta del Banco de la República afirmaba que la 
“persistencia de amplios excesos de capacidad 
productiva y una indexación de precios a tasas 
bajas deberían mantener la inflación al consumi-
dor por debajo de la meta del 3,0 % a lo largo de 
2021. Las expectativas de inflación apuntan en 
la misma dirección”.  

su análogo colombiano (panel inferior derecho,  
gráfica 1). Cabe decir, sin embargo, que si bien en  
Colombia el sector de alimentos es el que repor-
ta mayor inflación, los incrementos de precios se 
han generalizado. El último dato disponible de la 
inflación colombiana excluyendo de su cálculo al 
sector de alimentos es de más de 5 %, con una 
aceleración sin precedente en las últimas dos 
décadas (panel inferior izquierdo, gráfica 1).

La creciente inflación ha golpeado con fuerza a buena parte del hemisferio occidental 
y a Europa. En Colombia, aunque ha permeado el costo de toda la canasta familiar, el 
incremento se ha visto especialmente en el sector de alimentos, que afecta de manera 
más fuerte a la población pobre y vulnerable. La acción del gobierno se debe enfocar 
en ayudas sociales a esos sectores y en un recorte del déficit fiscal. El Banco de la  
República debe seguir normalizando su política monetaria con cautela y usar su capital 
reputacional para contrarrestar las expectativas de inflación, sin descartar medidas más 
agresivas en caso de que la inflación se demore en tocar techo. 

Nota Macroeconómica No.42 | Edición Especial Debate Electoral

El regreso de la inflación

Mayo 2022

El actual problema inflacionario de  
Colombia tiene en el sector de alimentos 
uno de sus principales motores. Como lo 
muestra el gráfico 1 (panel superior dere-
cho), a marzo de 2022, la inflación anual 
de alimentos en Colombia supera el  
25 %, máximo pico del siglo. Pero ese, 
el de la inflación alimentaria, no es un fe-
nómeno colombiano sino global: la infla-
ción mundial de alimentos completa doce 
meses con incrementos anuales por en-
cima de 20 % y el último dato, de 34 % 
en marzo de 2022, supera con creces 

Gráfica 1. Inflación total, con alimentos y sin 
alimentos de Colombia; Inflación mundial de 
alimentos. 

Elaboración de los autores con información del DANE, Banco de la 
República y FAO.
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En Colombia, los incrementos en precios han 
sido particularmente duros para los sectores 
más pobres de la sociedad, donde el rubro de 
alimentos tiene una ponderación en la canasta 
de consumo más acentuado. Así, mientras la  
inflación de la población de ingresos altos en 
los doce meses más recientes llega a 6,7 %, 
la de los segmentos pobres alcanza 10,5 % 
(Gráfica 2).

porción mayor de los ingresos. (iv) La creciente 
inflación afecta con fuerza a buena parte del  
Hemisferio Occidental y a Europa.

¿Qué medidas ha tomado Colombia?

Para contrarrestar la inflación alta, Colombia ha 
(i) incrementado la tasa de interés de política mo-
netaria; (ii) reducido aranceles a insumos de pro-
ducción de alimentos (iii) reprimido los precios de 
los combustibles. 

Política monetaria

El Banco del República ha venido subiendo la 
tasa de interés de política en un esfuerzo para 
contener las presiones inflacionarias y las expec-
tativas de inflación. En el gráfico 4, reportamos 
los incrementos en inflación contra aquellos de 
la tasa de interés desde el momento en que la  
respectiva tasa de inflación (de Colombia y 

Gráfica 2. Inflación anual Colombia 
Marzo 2022, niveles de ingreso
 

Elaboración de los autores con información del DANE, 
Banco de la República y FAO.

Los altos registros inflacionarios han permea-
do a buena parte del Hemisferio Occidental y  
Europa. Como lo muestra la gráfica 3, los cuatro 
países grandes de América Latina que utilizan un 
esquema monetario de objetivos inflacionarios 
como Colombia, comparten una subida veloz, 
que aún no se revierte. Lo mismo ocurre con los 
registros de la zona Euro–con récords inflacio-
narios desde la creación de la moneda común–y 
Estados Unidos, donde los recientes registros 
son los más elevados desde comienzos de los 
años 80 del siglo pasado y tampoco han tocado 
techo.

En resumen, hay cuatro hechos concretos.  
(i) Colombia tiene una creciente inflación ge-
neral, pero (ii) especialmente dura en el sec-
tor de alimentos. Esa combinación hace que (iii) 
los efectos se sientan con más fuerza en los 
sectores pobres y vulnerables de la población 
donde el consumo de alimentos acapara una 

Gráfica 3. Inflación anual de Chile, México, 
Brasil, Perú, Eurozona y Estados Unidos. 

Elaboración propia con datos publicados en los respectivos 
Bancos Centrales.
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países llevan entre 19 y 23 meses con la inflación 
en subida, Colombia apenas completa un año. 
El panel de la Gráfica 4b muestra cómo lucen 
los respectivos incrementos en su velocidad pro-
medio desde el punto de inflexión de la inflación. 
Vista de esa manera, la reacción de política mo-
netaria colombiana es intermedia–a razón de un 
poco más de 25 puntos básicos de incremento 
por mes–pero en cambio la velocidad de la infla-
ción es considerablemente más alta que en los 
pares regionales. Los ajustes en tasa de interés 
en relación a su propio incremento de inflación 
han sido significativamente menores que en Bra-
sil, Chile y Perú. El punto lo enfatizamos en el 
siguiente gráfico. Brasil y Chile han perseguido 
la inflación con incrementos casi proporcionales 
en sus tasas de política. Colombia y México, al 
otro lado del espectro, tienen incrementos en la 
inflación que doblan los de sus tasas de interés:

de cuatro países grandes de la región con es-
quemas monetarios similares) empezó a subir  
durante la pandemia. 

Gráfica 4a. Incremento total de inflación y de 
tasa de interés, desde que inflación empezó 
a crecer

Gráfico 5. Incremento relativo de la tasa de 
interés respecto al de la inflación

Elaboración propia con datos publicados en los respectivos 
Bancos Centrales.

El panel de la Gráfica 4a muestra que Colom-
bia tiene, con un incremento total de 7 puntos  
porcentuales, el segundo mayor aumento total 
de la inflación a la par del chileno, por debajo de 
Brasil y por encima de México y Perú. En el fren-
te de incrementos de tasa de interés desde ese 
punto de inflexión, Colombia es el segundo que 
menos la ha ajustado.

Hay otro factor que distingue a Colombia de 
sus pares: su incremento en la inflación empe-
zó varios meses más tarde–mientras los otros 4  
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Gráfica 4b. Incremento mensual promedio 
de inflación y  tasa de interés, desde que la 
respectiva inflación empezó a crecer
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Reducciones arancelarias

El gobierno ha venido reduciendo los aran-
celes a insumos de producción de alimentos.  
Corficolombiana estima que el impacto de esta 
medida ayudará a bajar poco la inflación, debido 
a que varios de los insumos que más han au-
mentado de precio recientemente ya estaban a 
niveles bajos. Además, el decreto baja los aran-

https://investigaciones.corficolombiana.com/documents/38211/0/Perspectiva Sectorial Agroindustria VF.pdf/98da1bf7-a057-d32f-671e-0668555af739
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celes de manera temporal, y eso puede evitar 
que haya incentivos para que productores dismi-
nuyan su precio de venta.

Represión en precios de los combustibles

Colombia tiene un fondo de estabilización de 
precios de los combustibles (FEPC) diseñado 
para evitar que la volatilidad en los precios in-
ternacionales de esos mercados se trasladen a 
los precios de los combustibles al consumidor. 
En la práctica, el fondo se ha convertido en una 
fuente de subsidios a los combustibles. Cálculos  
recientes indican que en 2021 esos subsidios 
fueron de más de diez billones de pesos—cerca 
de 1 % del PIB. En ese año claramente no había 
razones relacionadas con inflación para mantener 
el subsidio. Para 2022, en medio de una contien-
da electoral, luce poco probable que el gobierno 
dé pasos serios para sincerar esos precios. Ese 
hecho, sumado a que los precios del petróleo–
tras el estallido de la guerra en Ucrania–están en 
niveles muy superiores a los de 2021, hacen pre-
ver que en 2022 los montos subsidiados serán 
aún mayores y se tripliquen a cifras cercanas a 
3 % del PIB. Si bien mantener los combustibles 
subsidiados tiene consecuencias fiscales y am-
bientales de hondo calado y es cierto que esos 
recursos con certeza tendrían mejores destinos 
en otros frentes de la política pública, para efec-
tos de la inflación, esa represión ha evitado en 
esta coyuntura prender otro motor que habría 
empujado los incrementos de precios. Cálculos 
de Rincón (2010) cuya extrapolación hay que in-
terpretar con cautela porque fueron hechos hace 
más de una década, sugieren que por cada 10% 
de incremento en el precio de los combustibles, 
la inflación sube en 0,85 %. Como la represión 
de precios de combustibles vía no haber seguido 
la fórmula implica a hoy un desfase en los precios 
finales cercanos a 20 %, la inflación total podría 
estar ya superando los dos dígitos si el subsidio 
a la gasolina no existiera. (La Nota Macroeco-
nómica #43, presenta una propuesta concreta 
de política pública relacionada con precios de  
combustibles).

Malas ideas: ¿qué NO hacer para combatir la 
inflación? 

Aumentar aranceles a los alimentos

Algunos sectores políticos han propuesto au-
mentar los aranceles a los alimentos. Argumentan 
que restringir la competencia externa aumentaría 
la producción local y los precios caerían. Eso es 
falso: por un lado, la oferta de alimentos importa-
da sigue siendo pequeña en relación al consumo 
total y, por tanto, aún si los precios de esos bie-
nes cayeran, su impacto sobre la inflación sería 
imperceptible. Por otro lado, subir aranceles re-
duciría la competencia y la oferta total disponible 
localmente. Eso empujará los precios de esos 
bienes hacia arriba, no hacia abajo.

Control de precios

No hay ninguna evidencia que permita concluir 
que el actual escenario de inflación sea la con-
secuencia de un brote anticompetitivo que justi-
fique una intervención de precios. Los controles 
de precios pueden tener efectos perversos: pue-
den empujar al sector comercial y empresarial a 
repensar sus productos para hacerle el quite a 
los listados burocráticos; en otros casos, la ofer-
ta de bienes y servicios–contrario a lo que se 
querría– puede colapsar y la reducida produc-
ción termina nutriendo un mercado negro a pre-
cios aún más altos. En casos menos dramáticos, 
lo que hace la medida es reprimir temporalmente 
los incrementos, pero una vez estas restricciones 
se levantan, también lo hace la inflación.

Dolarizar

La inflación de un país que dolariza se aseme-
jará a la de Estados Unidos. Pero dolarizar tiene 
muchas más implicaciones: se incrementaría el 
intercambio comercial con los países que com-
parten esa moneda; el país renuncia a usar el 
instrumental monetario propio para lidiar con 
los vaivenes económicos locales lo cual puede  
resultar muy costoso si en alguna coyuntura las 

https://www.irc.gov.co/webcenter/ShowProperty?nodeId=%2FConexionContent%2FWCC_CLUSTER-193461%2F%2FidcPrimaryFile&revision=latestreleased
https://www.banrep.gov.co/sites/default/files/publicaciones/pdfs/borra581.pdf
https://www.irc.gov.co/webcenter/ShowProperty?nodeId=%2FConexionContent%2FWCC_CLUSTER-193433%2F%2FidcPrimaryFile&revision=latestreleased
https://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=3456105
https://www.nytimes.com/2019/05/17/world/americas/venezuela-economy.html
https://www.nber.org/papers/w0279
https://www.nber.org/papers/w0279


necesidades monetarias locales no calzan con 
las del Emisor de Estados Unidos; también sa-
crificamos las utilidades presentes y futuras del 
Banco Central que se quedaría sin las reservas 
internacionales que las alimentan. Aún sin me-
ter en la ecuación las consideraciones políticas y 
culturales de la moneda propia, sería una ligereza 
tomar una decisión con tantas implicaciones de 
hondo calado, motivados únicamente por el ca-
lor de una fogata inflacionaria temporal que, en 
este caso, además, comparte Estados Unidos.

Restringir exportaciones

Argumentan quienes lo proponen que, al no ex-
portar algunos productos, aumentará su oferta 
local y sus precios disminuirán. Para que esta 
política funcione, las empresas que exportan 
deberían seguir produciendo lo mismo tras la 
prohibición. Esto no necesariamente va a ocu-
rrir. En Argentina, donde se ha implementado 
esta política, la producción ha disminuido. Final-
mente, el reto que tiene el Estado es abrir mer-
cados a nuestras empresas, no cerrarlos. Con 
las enormes dificultades que entraña abrir esos 
mercados, una vez cerrados serán copados por 
otros y habremos dejado secuelas imborrables 
sobre nuestra capacidad de generar ingresos y  
empleo.

¿Qué hacer?

Banco de la República

El proceso de normalización de la política  
monetaria habrá de continuar. Si el crecimien-
to de la actividad sigue la senda proyectada–por 
ejemplo, el FMI la estima en 5,8 % al final de 
2022–la actividad se habrá acercado a su po-
tencial y no será necesario mantener impulsos 
monetarios que se pusieron en marcha durante 
la pandemia y que aún no terminamos de reti-
rar. La aproximación cauta de ese proceso que 
ha seguido el Banco debería mantenerse: debe 
ser cauta porque la inflación no es consecuencia 
de excesos de demanda, sino de desbarajustes 
de oferta, principalmente externos. Es cierto que 

esa inflación, aún con esas causas, se puede 
trasladar a otros bienes y servicios y terminar in-
dexada en precios futuros, en las expectativas 
de inflación e incrementos de salarios. Por eso la 
normalización debe continuar para dejar la muni-
ción del Banco alistada en caso de que requiera 
entrar a apagar esa espiral. 

El Banco ha acumulado un buen capital  
reputacional desde su independencia. En lo 
que va corrido de siglo la inflación ha estado en 
un dígito, en contraste con varias décadas segui-
das en dos dígitos al final del siglo pasado. Esa 
reputación, utilizada activamente, puede ayudar 
a contener las expectativas de inflación y  
facilitar una desinflación menos dolorosa que 
la conseguida sólo con ascensores para la 
tasa de interés. En esta coyuntura, el Banco 
debe desplegar una estrategia de comunica-
ción a gran escala, con niveles de comple-
jidad ajustados a diferentes públicos, para 
contener esas expectativas. Aquí no están solo 
en juego las expectativas de inflación del sector 
financiero–que está atento siempre al actuar del 
Banco Central–sino las de los consumidores y 
negocios. Llegar a estos es un reto: ninguno lee-
rá las minutas de la junta o los informes de infla-
ción, ni se conectará a las ruedas de prensa del 
Gerente. Pero atenuar sus expectativas de infla-
ción, por ejemplo, haciéndoles notar el récord in-
flacionario de los últimos 20 años o enfatizando 
la meta de inflación que muchos desconocen, 
tendría grandes réditos en minimizar los costos 
del proceso desinflacionario.  

La coyuntura externa no apunta a que las presio-
nes que impulsaron la inflación se vayan a evapo-
rar pronto. De hecho, algunas pueden empeorar 
con la guerra en Ucrania y los confinamientos en 
China. Por eso lucen optimistas las proyecciones 
que muchos hacen, incluyendo el propio Ban-
co, que indican que entre abril y mayo habre-
mos tocado el techo en inflación y que dentro 
de doce meses estaremos de regreso a terrenos 
cercanos al rango meta del Banco. Si en efecto 
empiezan a pasar meses sin que la inflación 
toque el techo, las aproximaciones menos dolo-
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rosas a la desinflación (normalización progresiva 
de la política y uso de las comunicaciones para 
afincar las expectativas) habrán llegado a su fin. 
Si llegamos a ese punto, procederá seguir con 
subidas fuertes en un corto periodo de tiem-
po en las tasas de interés: la evidencia pasada 
es clara en señalar que los costos sobre la acti-
vidad de bajar la inflación de manera rápida son 
menores que hacerlo de manera lenta. En ese  
escenario, la cautela que aplaudimos en la coyun-
tura actual dejará de ser la estrategia ganadora.  
 
Por último, si en ese momento se observa un re-
calentamiento del crédito, que por ahora no es 
evidente, el Banco podría desempolvar medidas 
como las adoptadas hace 15 años encaminadas 
a frenar el crédito con encajes más estrictos o 
provisiones en los tipos de crédito recalentados. 

Gobierno 

Mantener el ritmo de los subsidios a los com-
bustibles es totalmente inapropiado: un gobier-
no que con dificultad recauda el 15 % del PIB 
no puede gastar la quinta parte de eso subsi-
diando ese consumo. De a poco, y en contra del 
objetivo inflacionario, debemos como sociedad 
asumir el sinceramiento de esos precios. Tam-
bién es necesario que el gobierno reduzca de 
manera significativa su déficit: con el retorno a 
la actividad económica potencial, mantener ese 
grifo tan abierto es inoportuno y contribuye a las 
fuerzas que nos llevan a la dirección de un re-
calentamiento. En la nota macroeconómica #43 
(Fergusson y Hofstetter, 2022) analizamos las  
alternativas de cara a futuras reformas  
tributarias.
 
El gobierno también debe evitar la tentación 
de contribuir a la espiral de la inflación de precios 
y salarios, vía sobre-ajustes de los salarios re-
gulados (como el salario mínimo y los salarios 
públicos). Con el salario mínimo, por ejemplo, es 
equivocada la visión de que su ajuste generoso 
es una forma de velar por los más necesitados: 
aquellos que tienen salarios formales y por tanto 
acceso al mínimo, hacen parte de la mitad más 

privilegiada del país. En cambio, los más pobres 
y vulnerables, son quienes están en la informali-
dad, donde no ganan salarios mínimos y a don-
de previsiblemente caerán más colombianos si el 
trabajo formal continúa encareciéndose. Donde 
sí se requiere acción decidida para compen-
sar por la inflación es en las ayudas sociales,  
como los programas de adulto mayor o de familias 
en acción. Como ya señalamos, la inflación ha sido 
particularmente dura con las familias más pobres 
por el fuerte incremento en precios de alimentos. 
Allí, en las familias más pobres, es donde se  
requiere el foco de la acción del gobierno.	
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El mercado laboral en Colombia: diagnóstico y 
recomendaciones para un funcionamiento más 
equitativo y eficiente 

Marzo 2022

Los síntomas del problema 

Hay cuatro síntomas que reflejan el mal funcio-
namiento del mercado laboral en Colombia. En 
primer lugar, están las altas tasas de desem-
pleo, que miden la proporción de personas en 
edad, condiciones, y disposición de trabajar que 
no encuentran un puesto de trabajo. Para tener 
una comparación, la Figura 1 muestra la tasa de 
desempleo promedio entre los años 2000 y 2019 

de las principales economías latinoamericanas 
y algunas regiones seleccionadas. La tasa de 
desempleo promedio en Colombia durante este  
periodo fue de 11.5 %, el nivel más alto de la 
muestra. Este es un resultado preocupante 
porque el desempleo limita la capacidad de las 
personas para generar un ingreso que permita 
financiar su consumo y generar ahorro, al tiempo 
que frena la acumulación de experiencia laboral,  
reduciendo el potencial de ingreso futuro.  

El mercado laboral en Colombia funciona mal. Tiene alto desempleo e informalidad, 
lo que deja a muchos trabajadores colombianos sin adecuada seguridad social. La altísi-
ma fracción de trabajadores que trabajan por cuenta propia o en microempresas somete 
a muchos a inestabilidad laboral y alimenta la baja productividad al desaprovechar las 
ventajas del capital organizacional. Y los sesgos contra los jóvenes y las mujeres son 
mayores que en otras economías. Esto se explica por dos problemas de fondo: (i.) una 
estructura regulatoria del mercado laboral desconectada de la capacidad productiva 
de la economía, para todos los trabajadores, pero sobre todo para los jóvenes; y (ii.) 
un esquema de financiación del sistema de seguridad social que recae principalmente 
sobre el costo del trabajo. El país no puede seguir aplazando las reformas necesarias 
para que este mercado, en el que se generan los ingresos de los hogares colombianos, 
sea menos inequitativo e ineficiente. Esas reformas deben hacernos transitar hacia una 
financiación de la seguridad social menos dependiente del costo del trabajo formal. Para 
ello es necesario: 1) trasladar progresivamente la carga de la financiación de la seguridad 
social a la tributación general de personas naturales, en lugar de continuar financián-
dola con impuestos al trabajo formal; 2) ajustar las contribuciones a pensiones de los  
trabajadores formales de acuerdo con lo propuesto en la Nota Macroeconómica 35, 
con la adición de un rediseño progresivo de las contribuciones al Fondo de Garantías 
de Pensión Mínima; 3) reformular el salario mínimo por días u horas en lugar de en una 
escala mensual; 4) focalizar reducciones de los costos laboral formales en trabajado-
res de baja empleabilidad, incluyendo los jóvenes. También es necesario transitar de 
una política social meramente asistencialista a una que apalanque proyectos de vida  
autosostenibles para las personas que en algún momento requieren de esas ayudas.

https://bit.ly/3waGLKX
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Figura 1. Tasa de desempleo promedio 2000-2019, países 
latinoamericanos y regiones seleccionadas 

También suele venir acompañado de costos  
psicológicos y estigmas sociales. 

Una tasa de desempleo alta indica que el 
mercado laboral no está siendo capaz de 
integrar a un grupo significativo de la pobla-
ción al sistema productivo. Las altísimas tasas 
de desempleo en este periodo son el resultado 
de que nos tomó más de una década regresar 
a niveles de un dígito luego de la trepada del 
desempleo en la crisis de 1998. En 2022, con la 
economía emergiendo de la crisis por COVID-19, 
volvemos a ver signos de que el desempleo va 
a ser persistente. Así lo hemos mostrado en las 
Notas Macroeconómicas de seguimiento al mer-
cado laboral y en el Observatorio de Coyuntura 
Económica y Social: a diciembre de 2021, el nú-
mero de ocupados presentaba un déficit de casi 
1.1 millones de personas con respecto a su nivel 
de diciembre de 2019. La lenta recuperación del 
empleo luego de ambas crisis señaliza claramen-
te que el mercado laboral colombiano tiene ca-
racterísticas por las cuales los empleadores son 
extremadamente cautos a la hora de contratar. 

Un segundo síntoma es la prevalencia de 
la informalidad laboral, entendida como el  

trabajo remunerado que no 
cumple plenamente con las re-
gulaciones laborales, especial-
mente las relacionadas con el 
pago de aportes a seguridad so-
cial, contribuciones parafiscales, 
y niveles mínimos de remunera-
ción. La informalidad preocupa 
porque esas regulaciones están 
concebidas para proteger a los 
trabajadores: garantizarles un 
mínimo de ingreso, una pensión 
en su vejez, acceso a un ahorro 
de cesantías si pierden su em-
pleo, derecho a vacaciones, pri-
mas para periodos especiales, y 
cobertura frente a riesgos en su 
trabajo. La informalidad significa 
que las intenciones de proteger 
a los trabajadores mediante es-

Fuente: Cálculos propios con base en WDI del Banco Mundial 

tos mecanismos se quedan, en buena parte, 
en el papel. En el caso colombiano, la mayoría 
de los trabajadores simplemente no disfrutan 
de esas protecciones. El ejemplo más dramáti-
co de las consecuencias de la alta informalidad 
es la bajísima cobertura del sistema pensional, 
un tema que discutimos en detalle en la Nota  
Macroeconómica 35. 

Los niveles de informalidad laboral en  
Colombia son elevadísimos. A comienzos de la  
década pasada, siete de cada diez trabajadores 
se encontraban en condición de informalidad (Fi-
gura 2). Aunque esta proporción disminuyó tras 
la implementación de la Ley 1607 de 2012, que 
redujo los impuestos a la nómina en 13.5 pun-
tos porcentuales, siguió siendo alta, y ha crecido 
nuevamente a causa de la crisis generada por la 
pandemia. 

Desde la perspectiva de los gobiernos, la alta 
incidencia del trabajo informal limita la  
efectividad de la política pública, especial-
mente en momentos de crisis. Por ejemplo, los 
dos programas bandera para mitigar el desplo-
me del mercado laboral al inicio de la pandemia, 
el Programa de Apoyo al Empleo Formal (PAEF) 

https://repositorio.uniandes.edu.co/handle/1992/31926?locale-attribute=es
https://economia.uniandes.edu.co/cede/observatorio-de-coyuntura-economica-y-social
https://economia.uniandes.edu.co/cede/observatorio-de-coyuntura-economica-y-social
https://bit.ly/3waGLKX
https://bit.ly/3waGLKX
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y el Programa de Apoyo al Pago de la Prima de 
Servicios (PAP), en los que se han invertido más 
de 7 billones de pesos, únicamente cubren em-
pleos formales; dado que el segmento informal 
está por fuera de la estructura regulatoria, los 
instrumentos para proteger estos empleos en si-
tuaciones de crisis son casi inexistentes, se limi-
tan a asistencias sociales para que las personas 
afectadas reemplacen parte de sus ingresos por 
transferencias, pero no protegen el proyecto de 
vida que un empleo representa. 

El tercer síntoma, muy relacionado con la  
informalidad laboral, es la concentración des-
proporcionada del empleo en microempresas 
y en trabajadores por cuenta propia. El panel 
izquierdo de la Figura 3 muestra que, a diciem-
bre de 2021, el 46.6 % de los trabajadores en  
Colombia eran independientes, y un 21.0 % adi-
cional trabajaban en microempresas con máximo  
5 empleados. Estos números son comparables 
con otras economías latinoamericanas, pero 
son significativamente mayores a lo que se ob-
serva en economías más avanzadas (en muchos  
casos más que lo triplican). 

El trabajo independiente y las pequeñas em-
presas no son un problema en sí mismo, 
pero la evidencia muestra que estas unida-
des tienen, en promedio, niveles de produc-
tividad muy bajos, lo que a su vez se traduce 
en bajos ingresos para sus trabajadores. De 
hecho, la proporción de trabajadores en uni-
dades productivas mínimas o cuentapropis-
mo, ya alta para el conjunto de trabajadores 
colombianos, se dispara por encima del 90 
% en el grupo de trabajadores en el quintil 
inferior de ingreso. Para ilustrar este punto, 
el panel derecho de la Figura 3 muestra el in-
greso laboral promedio mensual de las per-
sonas según el tamaño de la empresa donde 
trabajan, expresado en número de salarios 
mínimos legales vigentes (SMLV). Los traba-
jadores por cuenta propia ganan en prome-
dio 0.84 SMLV. Esta cifra aumenta con el ta-
maño de las empresas, llegando 2.63 SMLV 
para personas en empresas con más de 50 
empleados. 

Figura 2. Porcentaje de trabajadores  
informales

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH. Una persona se  
clasifica como informal si está ocupada en un empleo  
remunerado, pero no está cotizando a pensión o a salud, es decir, 
no hace parte del sistema de seguridad social contributivo.  

Finalmente, el cuarto síntoma está relaciona-
do con los resultados desiguales entre diferen-
tes grupos demográficos en el mercado laboral, 
especialmente las mujeres y la población más  
joven. Los jóvenes entre 18 y 28 años tienen ta-
sas de desempleo promedio que son más del 
doble de las de la población mayor. Las cosas se 
ven aún peor si separamos estos números por 
sexo. El panel izquierdo de la Figura 4 muestra 
que una mujer joven tiene una probabilidad de 
estar desempleada que es más de 4 veces su-
perior a la de un hombre entre 29 y 62 años. 
En el comparativo internacional, la brecha de 
desempleo entre mujeres y hombres es la más 
alta entre las principales economías latinoame-
ricanas (panel derecho). Como mostramos en la 
Nota Macroeconómica 28, estas diferencias se 
ampliaron durante la pandemia.

https://paef.ugpp.gov.co/ver20/dfV3Paef
https://repositorio.uniandes.edu.co/bitstream/handle/1992/47881/nota-macroeconomica-28.pdf
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El problema de fondo

Los síntomas que acabamos de describir son 
en parte resultado de dos problemas de fon-
do: (i.) una estructura regulatoria del mercado  
laboral desconectada de la capacidad producti-

va de la economía; y (ii.) un esquema de financia-
ción del sistema de seguridad social que recae 
principalmente sobre el costo del trabajo. Estos 
dos problemas están conectados y se retroali-
mentan. 

Figura 3. Porcentaje de trabajadores e ingreso promedio según tamaño de la empresa

Fuente: Cálculos propios con base en GEIH. 

Figura 4. Tasa de desempleo por sexo y grupos de edad y brecha de desempleo entre  
hombres y mujeres 

Fuente. Panel izquierdo: cálculos propios con base en GEIH. Panel derecho: cálculos propios con base en ILOSTAT de la  
Organización Internacional del Trabajo.

Porcentaje de trabajadores en  
microempresas y como cuenta propia 

Ingreso promedio de los trabajadores según  
tamaño de la empresa, valores relativos a 1 
SMLV

Tasa de desempleo por edad y sexo
promedio 2010-2019

Brecha de desempleo: hombres-mujeres,  
promedio 2000-2019



Cuando un potencial empleador decide  
sobre una posible contratación, trata de prever el  
aporte que ese nuevo trabajador haría a la activi-
dad de la empresa y asegurarse de que ese apor-
te cubre y justifica los costos en los que se com-
promete al contratarlo. Si este análisis no arroja 
un balance positivo, es poco probable que se  
genere el vínculo laboral. Es por esta razón  
básica que el costo del trabajo es un determi-
nante central de la demanda laboral.
 
La estructura regulatoria en Colombia  
impone unos costos mínimos al trabajo  
formal que son prohibitivos para muchas 
empresas: aun ofreciendo la remuneración  
mínima posible, el vínculo laboral genera cos-
tos que pueden rebasar ampliamente el ingreso  
generado. Por ejemplo, entre los trabajadores  
independientes o cuenta propia, es claro que una 
alta fracción tiene un potencial de generación de 
ingresos productivos muy inferior al salario míni-
mo. Más aun, la distribución de ingresos (Figura 
4) muestra que un 42.7 % de los trabajadores 
tienen ingresos laborales que son inferiores a  
1 SMLV, y un 21 % tiene ingresos que son inferio-
res a 1/2 SMLV. El valor del salario mínimo, aún 

sin contar las demás contribuciones de ley a que 
estaría obligado un empleador para enganchar 
una persona con ese nivel de salario, es solo  
8 % menor que el ingreso laboral mediano y  
30 % menor que el ingreso laboral promedio. No 
hay ningún otro caso entre los países de la OCDE 
en que el salario mínimo se encuentre tan arriba 
en la distribución de ingresos; el país también es 
un caso atípico entre las economías emergentes. 

Es importante resaltar que el problema no es que 
los costos laborales sean altos per se, sino que 
la capacidad de buena parte del sector producti-
vo no es lo suficientemente buena para que sea 
viable sostener o expandir la operación de las 
firmas contratando formalmente o contribuyen-
do a la seguridad social como cuentapropista. 
La alternativa a la que muchos productores 
se ven abocados en estos casos es man-
tener una nómina reducida, y/o establecer 
vínculos laborales informales. En el caso de 
los trabajadores, el cuentapropismo es la ruta 
a la que muchos acuden para generar ingre-
sos en ausencia de oportunidades de empleo 
atractivas, la mayoría sin contribuir a la segu-
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Figura 5. Porcentaje de los trabajadores según 
rangos de ingreso, valores relativos a 1 SMLV

ridad social y por tanto sin gozar de su 
protección. La prevalencia de la infor-
malidad laboral y la concentración del  
empleo en microempresas y en  
trabajadores cuenta propia responde 
principalmente a esta situación.

La desconexión entre la capacidad pro-
ductividad de muchas empresas y traba-
jadores independientes y la remuneración 
mínima que deben pagar se incrementa 
por los costos extrasalariales que acom-
pañan a la contratación formal. La Tabla 
1 presenta un resumen de estos costos 
adicionales que asumen las empresas 
para diferentes rangos salariales expresa-
dos en número de salarios mínimos. Hoy 
en día, un empleador que quiere contratar 
a un trabajador por tiempo completo de 
manera formal debe asumir un costo que 
asciende, como mínimo, a 1.52 SMLV. Fuente: Cálculos propios con base en GEIH.

https://stats.oecd.org/Index.aspx?DataSetCode=MIN2AVE
https://www.ilo.org/global/publications/books/WCMS_762534/lang--en/index.htm


Los beneficios y protecciones que cubren 
los costos extrasalariales son derechos ad-
quiridos que se debe proteger, pero mientras 
que el origen de su financiación siga impli-
cando un encarecimiento del trabajo formal, 
sólo unos pocos privilegiados van a poder 
acceder a un empleo formal que les permita  
disfrutarlos. Es en este margen donde los próxi-
mos gobiernos pueden tener una capacidad de 
acción. La reforma tributaria introducida por la 
Ley 1607 de 2012 da un camino a seguir, con 
ajustes en virtud de las lecciones aprendidas en 
esa oportunidad. En esa reforma se eliminaron 
las contribuciones parafiscales dirigidas al SENA 
y al ICBF, así como las cotizaciones al Régimen 
Contributivo de salud, para las empresas priva-
das con más de dos trabajadores y personas 
ganando menos de 10 SMLV. Esto generó una 
reducción de 13.5 puntos porcentuales de los 
costos extrasalariales, es decir alrededor de una 
quinta parte de su nivel inicial. El monto que se 
dejó de recaudar paso a ser financiado en un pri-
mer momento a través del CREE, un impuesto 
de destinación específica que es independien-
te del tamaño de la nómina, y posteriormente 
con un incremento en la tarifa general del im-
puesto de renta corporativo. Cuatro evaluacio-
nes de impacto diferentes, Bernal et al. (2017),  
Fernandez et al. (2017), Kugler et al. (2017) y  
Morales et al. (2017), mostraron que la reducción 
de los costos extrasalariales que trajo la reforma 
llevó a una caída en la tasa de informalidad, y a 
un aumento en la probabilidad de tener un em-
pleo permanente, si bien el incremento total de 
empleo se vio moderado por el desincentivo al 
crecimiento que los mayores impuestos de renta 
representaron para las empresas, especialmente 
las más grandes. 

La población más joven y con menor nivel 
educativo se ve particularmente afectada por 
esta estructura regulatoria: el mercado laboral 
descuenta la falta de experiencia, incrementando 
la brecha entre los salarios que las empresas es-
tán dispuestas a pagar y lo que se requiere para 
una contratación formal. Esto va acompañado 
de la dificultad adicional que tiene la población 

Nota Macroeconómica No.36 | Facultad de Economía - Universidad de los Andes

joven para encontrar empleo ya que no ha teni-
do el tiempo de construir las redes laborales que 
tienen sus pares de mayor edad. Aun cuando lo-
gran engancharse en un trabajo, generalmente 
son los primeros en salir si la empresa decide re-
ducir su nómina, esto debido a que los costos de 
despido crecen con el tiempo acumulado por el 
trabajador en la empresa: para un trabajador con 
contrato a término indefinido que gana menos de  
10 salarios mínimos, la indemnización es cerca-
na al 5.5 % del salario anual por año trabajado  
(8.2 % si la terminación se da en el primer año). 
Su condición laboral es entonces menos estable, 
algo que se vio retratado durante la pandemia: la 
caída en el número de ocupados jóvenes en abril 
de 2020, el peor momento de la crisis, fue de  
37.2 %, un número significativamente más alto 
que la caída de 21.9 % que tuvieron los trabaja-
dores de mayor edad. Lo que es aún más preo-
cupante es que la recuperación del empleo entre 
los jóvenes se encuentra mucho más rezagada: a 
diciembre de 2021, el empleo está 8.4 % debajo 
de su nivel dos años atrás. La recuperación del 
empleo para las mujeres también está rezagada en 
comparación a los hombres, pero esto se explica 
mayoritariamente por la salida masiva de muje-
res del mercado laboral durante la pandemia, en 
buena medida porque incrementaron despropor-
cionadamente el tiempo dedicado a labores no 
remuneradas en el hogar, como el cuidado de los 
niños y de la población de tercera edad. Ver Nota 
Macroeconómica 28.

Recomendaciones de política

1. Reducir o eliminar la dependencia de la finan-
ciación de la seguridad social con respecto al 
costo del trabajo formal.
 
La misma lógica de la Ley 1607 de 2012 se debe 
ir extendiendo al financiamiento de los beneficios 
que no son inherentes a la relación de depen-
dencia entre empresa y trabajador, pero que en 
la actualidad se cubren con sobrecostos al em-
pleo. Esto incluye el aseguramiento de riesgos 
laborales, en particular el riesgo de quedar des-
empleado, así como a la financiación de los sub-

https://repositorio.uniandes.edu.co/bitstream/handle/1992/47881/nota-macroeconomica-28.pdf
https://repositorio.uniandes.edu.co/bitstream/handle/1992/47881/nota-macroeconomica-28.pdf
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Tabla 1. Costos laborales no salariales de trabajadores dependientes

Nota: Los porcentajes se calculan con respecto al salario mensual devengado. La metodología para el cálculo se basa en  
Farné (2018), de acuerdo con la legislación vigente. *Personas con dedicación parcial que podrán acceder al piso de  
protección social. 

sidios y algunos servicios que prestan las cajas 
de compensación familiar. Es necesario trasladar 
estos costos para que sean cubiertos por la tribu-
tación general, y así reducir las distorsiones que 
generan en el mercado laboral. El caso de los 
aportes a salud de los trabajadores independien-
tes merece especial atención. Personas en este  
grupo deben asumir la totalidad de la contribu-
ción, que asciende a un 12.5 % del ingreso base 
de cotización, pero dado que el sistema de salud 
tiene una cobertura universal, y que los regíme-
nes subsidiado y contributivo tienen los mismos 
beneficios, hay incentivos perversos para eva-
dir el pago y mantenerse en la informalidad: no 
es viable incentivar la formalización si viene con  
garrote, pero sin zanahoria.

Por supuesto, una gran preocupación es la car-
ga que impuestos adicionales implican para 
otras actividades. Si los beneficios hoy financia-
dos por los mecanismos incluidos en la Tabla 1, 

excluyendo la parte pensional, pero incluyendo 
las contribuciones a salud de los independien-
tes, se financiaran desde la tributación general, 
el costo se acercaría a 2 % del PIB, lo que repre-
senta un 9.6 % del recaudo tributario actual. Y si 
esto se cubre con mayor tributación general que 
recayese de nuevo sobre la renta corporativa, el 
efecto positivo sobre el empleo se vería fuerte-
mente moderado (como ya sucedió en la refor-
ma de 2012). Estas dificultades implican la nece-
sidad de pensar en incrementos a la tributación 
general que: 1) permitan transiciones pausadas; 
y 2) descansen en un mejor diseño del sistema 
tributario, que a la vez permita mayor eficiencia 
y sea más justo. Esto implica mayor tributación 
por parte de las personas, pero de una manera 
mucho más progresiva. 



2. Salario mínimo  
 
Como mencionamos, una de las razones—tal 
vez la principal—detrás de las dificultades de 
enganche de trabajadores en empleos formales, 
especialmente para trabajadores de baja cua-
lificación, es la amplia brecha entre el nivel del  
salario mínimo y la productividad de muchos  
trabajadores en ese segmento. Esta brecha es 
mayor para labores cuyo requerimiento de tiem-
po es una fracción del mes, por cuanto en Co-
lombia el salario mínimo está expresado en térmi-
nos mensuales (no por día u hora como en otros 
países) y los pagos de cotizaciones de seguridad 
social y otras obligaciones no salariales del em-
pleador deben hacerse por un ingreso base de 
cotización igual o mayor al salario mínimo. Las 
normas de piso de protección social y trabajo por 
días han abierto la posibilidad de generar cotiza-
ciones por fracciones de ese nivel mínimo de in-
greso para trabajadores independientes y aque-
llos que trabajan por días. No así para quienes 
trabajan o podrían trabajan en cargos de tiempo 
parcial. Es necesario ampliar estos espacios de 
flexibilidad para cubrir jornadas parciales, típicas 
en algunos sectores de producción, así como 
flexibilizar también el nivel de salario mínimo para 
grupos poblacionales de difícil empleabilidad. No 
sobra reiterar aquí que, en la medida en que las 
personas que no han conseguido un empleo for-
mal son un numerosísimo grupo, la intención de 
estas propuestas no es desmejorar las condicio-
nes de los trabajadores. Por el contrario, se trata 
de buscar cómo garantizar mejores condiciones 
a quienes hoy no gozan hoy de unos derechos 
que, aunque mandados por la ley, no se com-
padecen con las realidades de las capacidades 
productivas del país.  

3. Contribución a pensiones

En la Nota Macroeconómica 35 se propone 
que todas las pensiones, excepto las mínimas, 
se calculen usando como base las contribu-
ciones acumuladas por las personas durante 
su vida laboral. Para aquellos que se pensio-
nan y no alcanzan a ahorrar lo suficiente para la  

pensión mínima, el sistema complementa el 
monto ahorrado hasta alcanzar la pensión mí-
nima. En el régimen de ahorro individual, este  
subsidio se financia con 1.5 puntos porcentuales 
de las contribuciones de todos los afiliados que 
actualmente van al Fondo de Garantías de Pensión  
Mínima (FGPM). Sin embargo, es posible mejorar 
la progresividad de este componente solidario y 
reducir al tiempo los costos extrasalariales para 
un grupo amplio de la población. La propues-
ta es eliminar los puntos de las contribuciones 
que van al FGPM para las personas que ganan 1 
SMLV, e imponer una tasa creciente en el nivel de 
ingresos definida de tal forma que se mantengan 
los niveles que recauda el fondo en la actualidad.

4. Incentivar la contratación formal de la pobla-
ción más joven

Para la población joven, se debe implementar 
políticas dirigidas a incentivar su contratación 
reduciendo los costos laborales. Algunas de es-
tas medidas ya se están implementando a tra-
vés de deducciones tributarias al primer empleo 
(Ley 2010 de 2019), exoneración del aporte a 
las cajas de compensación familiar para nue-
vos empleados (Ley 1780 de 2016), o medidas 
temporales como el Decreto 688 de 2021, que 
establecen un subsidio por cada trabajador adi-
cional contratado entre 18 y 28 años hasta por 
doce meses. Estas políticas van en la dirección 
correcta, pero han sido insuficientes. El alcance 
temporal de los incentivos debe ampliarse, de tal 
forma que cubran los primeros años de la rela-
ción laboral, y deben llevar a una reducción más 
significativa del costo laboral, mayor por ejem-
plo a la exoneración del aporte a las cajas de 
compensación familiar que asciende a 4 % del 
salario. Los incentivos también pueden ser di-
ferenciados por sexo. El mecanismo puede ser 
a través de reducciones de los impuestos a la 
nómina, u otorgando créditos tributarios. Para 
evitar generar incentivos perversos, el incentivo 
se debe condicionar a un incremento neto del 
empleo en la empresa, o se debe demostrar que 
no se había despedido a ningún trabajador en el 
mismo puesto durante un periodo anterior a la 
contratación.
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5. Integración de la política social con la política 
de empleo

El país ha consolidado un robusto conjunto 
de programas de asistencia social que busca  
combatir la pobreza. Estos programas  
juegan un papel fundamental para amortiguar 
los choques económicos negativos, pero no  
están diseñados para apalancar a los bene-
ficiarios para que mejoren su situación labo-
ral o para que se integren al sistema producti-
vo. Es más, hoy en día pueden constituir un  
desincentivo para transitar a empleos formales, 
pues para los beneficiarios de transferencias  
sociales—típicamente desempleados, indepen-
dientes o empleados informales—un eventual 
tránsito a un empleo formal representa la pérdida 
de los subsidios que vienen recibiendo, además 
de ser intrínsecamente difícil por los altos costos 
que engancharles representa para los emplea-
dores. La propuesta es que, en el evento de ese 
tránsito, al beneficiario se le permita mantener 
por un tiempo una parte del beneficio que venían 
recibiendo, pero transformándolo en un subsidio 
al empleo formal. Al transitar a ese nuevo esta-
tus el beneficio se mantendría, con una fracción 
dedicada a subsidiar los costos regulatorios  
extrasalariales al empleador y otra, menor, dedi-

cada a complementar el ingreso del trabajador. 
La transferencia que constituía una asistencia 
social con potenciales efectos negativos sobre 
los incentivos a engancharse en la formalidad, se 
convierte así en un incentivo para generar una 
nueva relación laboral formal.
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Regresivo, excluyente e ineficiente  
¿qué hacer con el sistema de pensiones?1

Marzo 2022

La discusión de la necesidad de reformar el  
sistema pensional colombiano es un lugar co-
mún. Sin embargo, la reforma se sigue poster-
gando. Mientras tanto, cada año de inacción 
implica que miles de adultos mayores continúan 
en vulnerabilidad a la pobreza: cerca de 26% 
de los adultos mayores de 60 años viven en la 
pobreza en Colombia, por encima de países 
como Perú (21 %), Ecuador (23 %), Chile (5 %), y  
Brasil (5 %).i 

En esta Nota Macro, discutimos varios elemen-
tos que consideramos que deberían incluirse en 
el debate y en las reformas futuras al sistema 
de protección económica para la vejez en Co-
lombia, y proponemos unas mejoras al sistema 
actual, por medio de una reorganización de los 
programas existentes y cambios en el entorno 
institucional del sistema.

¿Para qué necesitamos un sistema de 
pensiones?  

Antes de explicar los problemas del sistema y 
considerar propuestas de reforma, vale la pena 
discutir cuál es la razón de ser de un sistema 
de pensiones o, en un espectro más amplio, un 
sistema de protección económica a la vejez. 
Esta parte de la política social de un país busca  
cumplir con dos objetivos: (i) ayudar a las perso-
nas a evitar que su consumo caiga de manera 
abrupta al jubilarse y (ii) reducir la vulnerabilidad a 
la pobreza entre los adultos mayores.ii  

El sistema pensional colombiano no cumple los objetivos básicos que debería  
cumplir: cubre a muy pocos, a un costo elevado, y beneficia desproporcionalmente 
a personas de ingresos relativamente altos. En esta Nota Macroeconómica propone-
mos que el sistema de protección económica a la vejez transite progresivamente a un  
sistema en el que: (i) los sistemas de asistencia social se integran en un  
pilar semi contributivo, donde los no pensionados reciben un subsidio complemen-
tado con las devoluciones de contribuciones para quienes contribuyeron pero no se  
lograron pensionar (incluyendo intereses); (ii) Colpensiones y las administradoras de  
fondos de pensiones coexistan en un pilar contributivo en el que todas las pensiones,  
excepto las mínimas, se calculan usando como base las contribuciones acumu-
ladas de las personas (con intereses), de tal manera que estas contribuciones  
financien la pensión durante la jubilación (incluyendo un mecanismo de ajuste progresi-
vo de la edad mínima de retiro para tener en cuenta el envejecimiento de la población); 
(iii) las estrategias de inversión de los fondos de pensiones maximizan el ahorro de las
personas a la edad del retiro; (iv) existan instrumentos financieros para garantizar
mejores pensiones en el sistema de ahorro individual.

1 Esta nota toma elementos relevantes del documento es-
crito por Oscar Becerra, Manuel García-Huitrón y Carolina  
González-Velosa “Protección económica a la vejez en  
Colombia: Avenidas de reforma” 
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Los estados se apoyan en dos tipos de pro-
gramas para cumplir con estos dos objetivos. 
Para combatir la vulnerabilidad a la pobreza, se  
utilizan programas de pensiones solidarias o 
no contributivas que entregan transferencias  
monetarias a las personas más vulnerables. Para  
suavizar las pérdidas abruptas de ingreso des-
pués del retiro, se utilizan programas de contri-
bución obligatoria para los trabajadores, usando 
esas contribuciones para el pago de pensiones. 
Si lo que contribuyen los trabajadores es menos 
que el valor de las pensiones pagadas, parte 
de las pensiones son financiadas por el presu-
puesto nacional. En Colombia, el presupuesto 
nacional destinado a la protección económica 
del adulto mayor se enfoca en cubrir el pago de 
pensiones de regímenes especiales, el déficit de  
Colpensiones, Colombia Mayor, y a futuro, el 
déficit que se generará del Fondo de Garan-
tía de Pensión Mínima del Régimen de Ahorro  
Individual.

Ya tenemos elementos de este sistema ¿por 
qué reformarlo?

Son muchas las razones que justifican los llama-
dos constantes a la reforma del sistema. Algunas 
de las más importantes son:

• La baja cobertura del sistema contributivo.
La informalidad del mercado laboral hace que
muy pocas personas alcancen los requisitos mí-
nimos para pensionarse. La mayoría de los tra-
bajadores colombianos que contribuyeron al sis-
tema terminan recibiendo una devolución de sus
contribuciones, ya sea con intereses en el
régimen de ahorro individual (RAIS) o sin inte-
reses en el régimen de prima media (RPM). A
mediados de 2020, el número de pensionados
por vejez (incluyendo pensiones de superviven-
cia) del RAIS y RPM sumaron 1,5 millones de
personas. Esta cifra a duras penas represen-
ta el 23% de los adultos mayores de 60 años.2

A futuro, las proyecciones varían, pero sugieren 
que la cobertura tenderá a encontrarse entre  
20 % y  30 % de la población mayor.iii 

• El sistema carece de una forma efectiva de
cobertura de riesgos económicos para los
adultos mayores no pensionados. Para 1,6
millones de personas con alta vulnerabilidad a
la pobreza existe el sistema de transferencias
Colombia Mayor, que a la fecha ofrece un sub-
sidio monetario de 80 mil pesos al mes, un valor
insuficiente si se compara con la línea de pobreza
extrema (145 mil pesos al mes). Las demás per-
sonas que no se pensionan (2,9 millones, 45 %
de la población mayor de 60 años) deben gestio-
nar por sí mismas los riesgos económicos a los
que se enfrentan para mantener su estándar de
vida durante la etapa de retiro, ya sea trabajan-
do, buscando una fuente de renta, o dependien-
do de la solidaridad de sus familias.

• Las opciones de mercado para cubrir
los riesgos de longevidad de los adultos
mayores (incluyendo a los pensionados del
RAIS) son pocas. Los mercados de rentas
vitalicias en Colombia tienen un alcance muy
limitado. Factores como inseguridad jurídica,
falta de instrumentos de inversión de largo pla-
zo e insuficiencia regulatoria hacen que las com-
pañías aseguradoras no tengan interés en el
mercado de rentas vitalicias.iv Como resultado,
las aseguradoras que ofrecen rentas vitalicias
lo hacen cobrando primas altas. lo que implica
pensiones bajas para los pensionados del RAIS
que escogen esta opción de retiro. En la prác-
tica, 1 de cada 10 pensionados por vejez en el
RAIS han optado por la renta vitalicia como me-
canismo para el pago de sus pensiones. Los de-
más se pensionan con un instrumento conocido
como Retiro Programado, en el que las pensio-
nes varían año a año de acuerdo con los cam-
bios en las condiciones de mercado. Entre los no
pensionados, el sistema debería procurar in-
gresos mensuales durante toda la vida del
jubilado y no un pago único al momento del
retiro (incluso si incluye intereses). Si bien el
gobierno ha intentado ofrecer rentas vitalicias

2 Hay otro grupo de 300 mil pensionados (5 % del total de 
adultos de 60 años y más) que se encuentran a cargo del 
Consorcio FOPEP (Fondo de Pensiones Públicas).
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para los no pensionados a través del programa 
de Beneficios Económicos Periódicos (BEPS), 
este programa continúa siendo incipiente. Quie-
nes llegan a la edad mínima de retiro prefieren 
un pago único por el valor de las contribuciones 
a una renta vitalicia de un BEPS (reflejando un 
sesgo por el presente). 

• El sistema es deficitario y regresivo
(beneficia desproporcionalmente a personas
de ingresos relativamente altos). Aunque el
sistema no pensiona a mucha gente, buena
parte del presupuesto de la nación se desti-
na al pago de pensiones. El gasto público en
la nómina de pensionados representa aproxima-
damente el 4 % del PIB por año, o el 30 % del
recaudo tributario anual. La mayoría de este
gasto financia las pensiones de los regímenes
especiales, una figura en marchitamiento desde
2005, pero que seguirá afectando a las finan-
zas públicas durante las próximas décadas. El
déficit lo financiamos todos, pero se dedica a
financiar las pensiones de unos pocos. Las
cifras del presupuesto general de la nación en
2020 reflejan la inequidad del sistema de pro-
tección económica a la vejez en Colombia: por
cada peso que el presupuesto destina a Co-
lombia Mayor, se destinan 9,5 pesos para un
pensionado de Colpensiones y 30 pesos para
un pensionado de los Fondos de Pensiones Pú-
blicas (FOPEP). Al interior de Colpensiones, los
subsidios son más altos para personas de ma-
yores ingresos, aumentando la inequidad en el
sistema. Colombia ocupa los últimos lugares
en gasto de asistencia a los adultos mayores
más vulnerables en el continente (menos de
0,2 % del PIB). De hecho, el sistema pensio-
nal contribuye a incrementar la desigualdad
en Colombia.v

• La edad mínima de retiro es baja com-
parada con la expectativa de vida de los
colombianos. Para garantizar una pensión
por ese periodo prolongado de tiempo, las
pensiones son bajas en el RAIS y los
subsidios son altos en Colpensiones y en el
Fondo de Garantía de Pensión Mínima.

La edad mínima para acceder a una pensión en 
Colombia es 57 años para mujeres y 62 años 
para hombres. Si se mantienen de esta manera, 
los aumentos de expectativa de vida llevarán a 
pensiones más bajas para los pensionados del 
RAIS (porque el mismo capital acumulado ten-
drá que durar más años) y los subsidios paga-
dos en Colpensiones subirán (porque se tendrán 
que pagar por más años). Además, el enveje-
cimiento poblacional presionará los gastos del 
Fondo de Garantía de Pensión Mínima, ya que 
los pensionados del RAIS recibirán una pensión 
igual al salario mínimo por más tiempo que el que 
su capital alcanza a financiar.vi Finalmente, como 
las mujeres tienen una expectativa de vida ma-
yor y tienen una edad de retiro menor que los 
hombres, la diferencia en edad de retiro gene-
ra desigualdades de beneficios entre hombres y  
mujeres que se pensionan.vii 

• El marco regulatorio actual implica alta
desigualdad: personas con historias labo-
rales similares reciben compensaciones
drásticamente diferentes entre RAIS y RPM.
Por un lado, las personas que contribuyeron al
sistema y no se logran pensionar reciben la de-
volución de sus contribuciones. En el RAIS los no
pensionados reciben estas contribuciones con
los intereses acumulados, mientras que en el
RPM reciben el valor de sus contribuciones sin
intereses, lo que hace que los no pensionados
del RPM reciban mucho menos que los no pen-
sionados del RAIS. Por otro lado, los pensiona-
dos del RAIS que reciben una pensión superior
a la mínima obtienen pensiones sustancialmente
más bajas que las que recibirían si se pensio-
naran en el RPM, lo que típicamente implica un
subsidio que se destina a los más ricos entre los
adultos mayores a cargo de Colpensiones. Esa
ventaja en la pensión del RPM produce un alto
número de traslados de las AFP a Colpensiones
entre los trabajadores de altos ingresos. En el
corto plazo estos traslados alivian la presión fis-
cal del gobierno, pues parte del déficit anual de
Colpensiones se financia con el ahorro pensio-
nal de aquellos que se trasladan (cerca de 1 %
del PIB por año entre 2015-2019). Sin embargo,
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el compromiso de pagar la pensión en el futuro 
a los trasladados representa una mayor deuda 
pensional.3  

Pero entonces ¿cuál es la reforma? 

Para enfrentar los problemas mencionados  
anteriormente, se necesitan varios cambios al  
sistema de protección económica a la vejez. 
Existen varias propuestas que se encuentran  
encaminadas a responder a estos problemas.viii  
A nuestro juicio, una reforma estructural debería 
lograr al menos cinco objetivos: (i) aumentar la 
cobertura del sistema (contributivo y no contri-
butivo); (ii) reducir las desigualdades existentes 
entre el RPM y el RAIS, (iii) reducir los subsidios a 
las pensiones más altas del RPM; (iv) asegurar la 
sostenibilidad financiera del sistema; y (v) otorgar 
pensiones vitalicias y suficientes. Para esto, pro-
ponemos transitar progresivamente a un sistema 
que incluya los siguientes elementos.

(i) Un pilar solidario semi contributivo que inte-
gre los programas Colombia Mayor y BEPS,
entregando a los no pensionados un subsi-
dio complementado con las devoluciones de
contribuciones de aquellos que contribuyeron
pero no se lograron pensionar (incluyendo
intereses).

(ii) Un pilar contributivo en el que Colpensiones
y los fondos de pensiones continúan exis-
tiendo y en los que se eliminan varias de las
inequidades entre afiliados con el mismo histo-
rial de contribución. Excepto para las pensiones
mínimas, las pensiones en el RPM se deben
calcular usando como base las contribu-
ciones acumuladas de las personas (con
intereses), de tal manera que estas contribucio-
nes financien la pensión durante la jubilación.
Para aquellos que no se logran pensionar en
RPM, se deben pagar intereses.

(iii) La articulación de las estrategias de
inversión de las AFP para maximizar el ahorro
de las personas a la edad del retiro.

(iv) El desarrollo de instrumentos financieros para
garantizar mejores pensiones en el RAIS.

Cabe aclarar que la legislación protege los 
derechos adquiridos de quienes han venido  
construyendo su ahorro pensional bajo las reglas  
actuales y se encuentran cerca de la edad de 
retiro. Estas propuestas sólo modifican las  
condiciones para quienes empiecen a construir 
ese ahorro al futuro, y aquellos que llevan me-
nos tiempo en ese ejercicio. Por ello, la transición 
a este sistema sería de mediano plazo. Al final 
de la Nota proponemos un mecanismo de tran-
sición que respete los derechos adquiridos en 
proporción a cómo y cuándo fueron adquiridos. 

A continuación, describimos en mayor detalle los 
elementos de esta propuesta.

(1) Mejorando la protección económica de los no
pensionados: creación del pilar semi contributi-
vo.

Aumentar la protección económica a la  
vejez debe ser la prioridad de la reforma. In-
crementar la cobertura del sistema contributivo 
requiere cambios en el mercado laboral (más  
contribución) y de capitales (más rendimientos). 
No obstante, incluso si se realizan mejoras en 
estos frentes y más personas acceden a una 
pensión contributiva en el futuro, esas mejoras 
no beneficiarán a las personas mayores que en 
la actualidad no reciben una pensión y se en-
cuentran en situación de vulnerabilidad econó-
mica. Si se quiere proveer protección económica 
a los adultos mayores que actualmente no están  
pensionados es necesario expandir los progra-
mas de asistencia social a través de un pilar 
solidario, primero aumentando la cobertura del 
sistema a más población vulnerable y luego au-
mentando el monto de las transferencias para 
esta población.

3 Rincón (2021) calcula que por cada peso que el gobierno 
recibe por traslados, la deuda pensional de Colpensiones se 
incrementa en dos pesos.



Para este pilar solidario, proponemos construir 
un pilar semi contributivo para las personas 
que no alcancen una pensión contributiva. 
Este pilar, a implementar de manera inmediata, 
combinaría un esquema de transferencias para 
aquellos sin ahorro pensional (Colombia Mayor), 
con un esquema de subsidios parciales para 
aquellos con derechos a devolución de contri-
buciones (BEPS). En este pilar, la devolución de 
contribuciones se convertiría a BEPS de forma 
obligatoria. Así, si un adulto mayor nunca tuvo 
un empleo formal recibiría una transferencia de 
Colombia Mayor. Mientras tanto, para quienes 
contribuyeron al sistema en algún momento pero 
no lograron obtener una pensión, esta transfe-
rencia se complementaría con una renta vitalicia 
de un BEPS financiada con su ahorro pensional 
más los subsidios BEPS que otorga el gobierno 
(20 % del monto destinado al BEPS).

El hecho de que sólo se complemente el  
ahorro pensional de los no pensionados mejo-
ra la sostenibilidad fiscal y la progresividad de la  
propuesta. Al mismo tiempo, el diseño de las 
transferencias y subsidios debería garantizar que 
se mantengan los incentivos a contribuir al siste-
ma. En particular, proponemos que la transferen-
cia de Colombia Mayor para los adultos mayores 
que en la actualidad no tienen un ahorro pensio-
nal sea de 412 mil pesos por mes y ese monto 
se complemente con un BEPS para aquellos que 
tienen ahorro pensional (cuyas devoluciones se 
convierten a BEPS). Por cada peso que la perso-
na tenga en BEPS, la transferencia de Colombia 
Mayor se va reduciendo en 50 centavos, has-
ta llegar al monto máximo que se puede pagar 
en BEPS (850 mil pesos en la actualidad). Este  
esquema garantiza que (i) el beneficio total (Co-
lombia Mayor más BEPS) que reciben las per-
sonas crezca en función de su ahorro, (ii) los 
subsidios a cargo del estado sean menores para 
aquellos con mayor capacidad de ahorro y (iii) el 
beneficio no sea mayor que la pensión contributi-
va. Comparado con propuestas que han plan-
teado esquemas de pensión básica universal 
para aumentar la cobertura, el pilar solidario 

semi contributivo: es más progresivo pues, al 
no ser universal, los subsidios se concentran 
en los más vulnerables entre los no pensio-
nados; mantiene los incentivos a contribuir al 
sistema por parte de los trabajadores; y pro-
vee unos beneficios totales que se encuen-
tran más alineados con los ingresos pasados 
de las personas (garantiza un nivel de ingreso 
más alto en la jubilación). Adicionalmente, al 
destinar las devoluciones para que las personas 
ayuden a financiar parte de su beneficio duran-
te la etapa de retiro, es más sostenible fiscal-
mente. Estimamos que el pilar solidario gene-
raría un incremento inicial del gasto público de 
1,6 % del PIB, ya que en las primeras fases de  
implementación la expansión a la totalidad de no 
pensionados se haría principalmente a través del  
subsidio de Colombia Mayor. Entre 2022-2100, 
el promedio del gasto adicional del pilar solidario 
sería 1,4% del PIB. Si el pilar solidario se comple-
menta con un pilar contributivo como el descrito 
en la siguiente sección, el costo promedio de la 
implementación se reduce a 1,0 % del PIB por 
año. Las fuentes de financiación para este pilar 
se discutirán en una próxima Nota Macroeconó-
mica sobre el frente fiscal. 

La creación del pilar solidario requiere que se im-
plementen algunos cambios institucionales que 
garanticen su correcto funcionamiento. En par-
ticular, el pilar solidario debe (i) estar integrado 
administrativamente con el sistema contributivo, 
de tal manera que se conozca la información de 
las personas y se tengan los mismos parámetros  
relevantes.4 En particular, las edades mínimas 
para acceder a beneficios deben estar alinea-
das en el pilar solidario y contributivo; (ii) tener 
fuentes claras de financiación; y (iii) definir sus  
parámetros de forma transparente, evitando 
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4 En la actualidad ese no es el caso, el programa Colombia 
Mayor es administrado por Prosperidad Social, el programa 
BEPS es administrado por Colpensiones, y el sistema con-
tributivo se encuentra administrado por Colpensiones y las  
Administradoras de Fondos de Pensiones. Estos tres  
elementos no necesariamente siguen los mismos lineamien-
tos ni comparten la misma información.



que el programa se vuelva presa de intereses  
políticos.

(2) Eliminando las desigualdades entre pensiona-
dos y garantizando la estabilidad fiscal.

Para eliminar las desigualdades menciona-
das entre los beneficios otorgados por el RPM 
y el RAIS y mejorar la sostenibilidad financiera 
del sistema, proponemos que el RPM tran-
site gradualmente hacia un sistema de re-
parto en que los contribuyentes tienen una  
‘cuenta nocional’ que registra su historial de 
contribuciones y reconoce un interés nocional  
(virtual) sobre ellos. Al igual que en el RAIS, 
el valor de la cuenta nocional al momento del  
retiro sirve como base para calcular el valor de la 
pensión, de tal manera que estas contribuciones 
financien la pensión durante la jubilación. Para 
los que no se pensionan, el valor de la cuen-
ta nocional se convierte en una devolución de 
aportes con intereses. De esta manera se ob-
tiene un sistema de reparto basado en solidari-
dad intergeneracional más sostenible (al eliminar 
los subsidios a las pensiones altas) y equitativo, 
en el que se eliminan las desigualdades existen-
tes entre los beneficios que perciben los afilia-
dos al RPM y al RAIS en el momento del retiro.  
Además, al reconocer intereses sobre las devo-
luciones de contribuciones en RPM, el sistema 
también ayuda a dar beneficios más altos en el 
pilar semi contributivo.

(3) Garantizando que el sistema perdure en el
largo plazo.

Las reformas pensionales son costosas políti-
camente y tienen implicaciones de largo plazo. 
Es importante que la reforma este diseñada para 
durar en el tiempo. Sin embargo, las reformas 
anteriores han dejado parámetros fijos que si 
bien pueden tener sentido en el momento en que 
se redactan las normas, son insuficientes ante 
los cambios demográficos. 
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El mejor ejemplo de parámetros que no se 
compadecen con la realidad demográfica en  
Colombia es la edad mínima de pensión, que  
en este momento se encuentra en 57 años para 
las mujeres y 62 años para los hombres. Estas 
edades mínimas se encuentran entre las más 
bajas de Latinoamérica, donde regularmente 
oscilan entre 60 y 65 años.ix Hacia adelante, la 
expectativa de vida de la población en general 
seguirá aumentando: de acuerdo con el DANE, 
en 2021, se espera que las mujeres de 57 años 
y los hombres de 62 años vivan en promedio 
26.85 y 19.64 años más; para 2050, la expecta-
tiva de vida a los 57 y 62 aumentarán a 28.09 y 
20.58, respectivamente. 

En un escenario de inacción, mantener la edad 
mínima de pensión fija con una mayor expecta-
tiva de vida implica que los gastos del sistema 
de pensiones tenderán a aumentar en el RPM y 
el Fondo de Garantía de Pensión Mínima, mien-
tras que representará pensiones autofinanciadas 
cada vez más bajas en RAIS. Para evitar estos 
problemas, países como Barbados, Canadá, 
Estados Unidos, Dinamarca, Finlandia, Francia, 
Italia, Suecia, y Países Bajos, entre otros, han 
incorporado en sus sistemas pensionales reglas 
de ajuste para garantizar la estabilidad del sis-
tema, ya sea ajustando la edad mínima de re-
tiro, la forma de indexación de las pensiones, 
las tasas de contribución, o el monto de la pen-
sión. Estas reglas de ajuste pueden seguir reglas  
automáticas de ajuste (como es el caso de  
Suecia o Países Bajos) o usarse como mecanis-
mos de alerta para que el legislativo actúe y haga 
las correcciones necesarias (como en Barbados 
y Estados Unidos).x 

En el contexto colombiano, donde aumen-
tos en la tasa de contribución pueden afectar 
la generación de empleo formal, una forma 
de mantener un nivel de pensiones adecua-
do y garantizar sostenibilidad fiscal es au-
mentando la edad mínima de pensión. Para 
su implementación, se debería considerar un  
aumento inicial de la edad mínima de pensión a 
60 años para mujeres y 65 para hombres para  
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garantizar mejores pensiones y mayor estabili-
dad fiscal, para luego implementar una regla de 
ajuste que siga la tendencia de la dinámica po-
blacional. Estos cambios deben implementarse 
gradualmente, de tal manera que no generen 
cambios abruptos y tengan una mayor acepta-
ción social.

Cómo transitar al nuevo sistema

Los cambios en el cálculo de la pensión contri-
butiva aplican para quienes comienzan a cons-
truir su ahorro pensional luego de la reforma. 
Para los demás, la reforma debería garanti-
zan algún nivel de protección de sus derechos  
adquiridos. La fórmula que se ha usado anterior-
mente es que los cambios aplican para todas las 
personas, con excepción de aquellos a quienes 
les falten menos de 20 años para llegar a la edad  
mínima de pensión. Esto genera desigualdad 
porque personas nacidas con días de diferen-
cia (aquel a quien le faltaban 20 años vs. aquel 
a quien le faltaban 20 años y un día) enfrentan  
pensiones significativamente diferentes. Cam-
bios abruptos en las pensiones que reciben indivi-
duos similares, además de entrañar tratamientos  
desiguales, han llevado en el pasado a desin-
centivos a contribuir.xi Para evitar cambios drás-
ticos en la pensión de personas similares, pro-
ponemos extender la transición a un período 
largo, en el que la pensión en Colpensiones se  
calcule a partir del beneficio que recibiría la  
persona con las reglas antiguas y nuevas,  
ponderado por el tiempo que contribuyó a cada 
sistema. Esto hace que quien empieza a con-
tribuir luego de la reforma reciba una pensión 
calculada por completo con las nuevas reglas, 
aquel a quien le falta un día para la edad de pen-
sión esté por completo sujeto al régimen ante-
rior, y alguien que lleva apenas 10 años contri-
buyendo y le faltan otros 30 calcule su pensión 
en un 75 % con las reglas nuevas y en un 25 % 
con las antiguas. Este tipo de fórmulas requiere 
un seguimiento estricto a la evolución de ambos 
sistemas en el largo plazo, pero respeta los de-
rechos adquiridos de las personas y reduce las 
desigualdades entre los futuros pensionados.

(4) Procurando pensiones adecuadas y vitalicias.

La transición que vive el sistema pensional en 
Colombia destaca la importancia de la creación 
de un mercado financiero que brinde pensiones 
adecuadas. En la medida que haya cada vez 
más pensionados en el RAIS y el RPM migre a 
un sistema en que las pensiones se basen en 
el historial de contribuciones, el desarrollo de un 
mercado de rentas vitalicias u otros instrumentos 
financieros que ofrezcan productos de retiro a un 
precio razonable (lo que implica pensiones más 
altas), se convierte en un elemento central del di-
seño del sistema de protección económica a la 
vejez. Es importante considerar la suficiencia 
de las pensiones, ya que esta es una de las 
facetas que más afecta a las clases medias 
latinoamericanas. Por ejemplo, Chile es un país 
que tiene un sistema de ahorro individual com-
plementado con un pilar solidario focalizado y no 
adolece los problemas del sistema colombiano. 
El sistema contributivo cubre a cerca de 70 % de 
los adultos mayores y al incluir el pilar solidario se 
extiende a casi toda la población mayor. Además, 
el diseño del sistema garantiza la sostenibilidad 
fiscal, es progresivo y no tiene fuentes impor-
tantes de desigualdad. No obstante, los bajos 
montos de pensión (relativo a los ingresos 
antes del retiro) han generado inconformismo  
social y hacen que el sistema se encuentre en 
la discusión de las reformas económicas del 
nuevo gobierno.

Para mejorar la suficiencia de las pensiones  
autofinanciadas, es necesario desarrollar  
opciones de productos de retiro. En la  
actualidad, la falta de un mercado funcional  
limita el alcance de la oferta de rentas vitalicias 
para los pensionados del RAIS, por lo que la  
mayoría de los pensionados cuya pensión de-
pende de su capital acumulado terminan usando 
el Retiro Programado, donde ellos deben asu-
mir el riesgo de cambios en la tasa de interés. 
Sin embargo, existen otras alternativas de  
mutualizar los fondos de los nuevos pensiona-
dos (por ejemplo, las tontinas) de tal manera 
que se distribuyen los riesgos de longevidad, 



al igual que una renta vitalicia, y se pueden  
tener pensiones más altas.xii  

Un factor elemental en la búsqueda de pen-
siones más altas es una mejor alineación de 
los objetivos de inversión de las AFP con los 
objetivos de los afiliados, para lograr que más 
personas se pensionen. El proyecto de ley 
de mercado de capitales contiene algunos  
elementos en esta dirección, pero estos  
esfuerzos deben articularse en el contexto de un  
sistema de protección económica a la vejez.
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La educación en Colombia no promueve la  
movilidad social, pues no ofrece mayores y  
mejores oportunidades para jóvenes ni contribu-
ye a disminuir la alta desigualdad de ingresos, 
riqueza y oportunidades (Cárdenas, Fergusson y 
García, 2021). El sistema educativo en Colombia 
replica y refuerza la segregación al concentrar la 
oferta de educación de calidad en instituciones 
privadas, costosas y fuera del alcance de la ma-
yoría. Así, la mayor parte de niñas, niños y jóvenes  
desarrolla deficientes competencias cognitivas, 
ciudadanas y socioemocionales y bajo capital 
humano y social. Las consecuencias involucran 
no solamente las posibilidades, expectativas y 
proyectos de vida de jóvenes sino también la  
productividad y el potencial de desarrollo del país. 

La equidad en el acceso a educación de  
calidad puede aumentar la productividad media  
y mejorar la distribución de ingresos y riqueza, 
facilitando el acceso a otros bienes y servicios 
(Misión Internacional de Sabios 2019). Sin em-

bargo, esto no será posible mientras el sistema 
educativo en Colombia siga estando altamente 
segregado y no se pongan en práctica accio-
nes concretas para que estudiantes de menores 
ingresos y grupos vulnerables puedan contra-
rrestar y superar las consecuencias de las pri-
vaciones asociadas con sus características so-
ciodemográficas y lograr mejores desempeños 
académicos. 

Escuchar a jóvenes, empoderarles y hacerles 
parte activa de la formulación y evaluación de 
políticas públicas de educación permitirá contar 
con mejor y mayor información sobre sus aspi-
raciones y expectativas. De esta manera será  
posible potenciar su voz y convertirla en una 
fuerza constructiva y no en una expresión de 
frustración y desesperanza. 

Si bien la política pública ha sido activa y los  
recursos destinados a la educación en todos los 
niveles – particularmente en educación básica y 

Aunque en Colombia ha aumentado la inversión pública en educación ello no se ha 
traducido en mayor acceso a educación de calidad ni en mejores oportunidades para 
jóvenes. El sistema educativo reproduce las brechas, la discriminación y la segregación 
propias de un país altamente desigual. La educación pública deficiente ha llevado a la 
provisión privada de educación de calidad costosa fuera del alcance de la mayoría de 
la población. 

El mayor reto que enfrenta el país es alcanzar acceso equitativo a educación de calidad. 
Para lograr esta meta se requiere un conjunto amplio de políticas y programas de corto 
y largo plazo cuya puesta en marcha debe incluir las acciones de distintos estamentos 
y grupos sociales, particularmente jóvenes, quienes serán interlocutores y partícipes 
principales de un proyecto educativo nacional que apunte al mejoramiento de la calidad 
de la educación pública. 
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media- en Colombia ha aumentado, el carácter 
altamente segregado del sistema educativo se 
mantiene. Diferentes gobiernos han implementa-
do políticas y programas para aumentar la co-
bertura de educación, unos enfocados en am-
pliar la oferta y otros en estimular la demanda. 
En contraste con la tendencia mundial, el gasto 
público en educación ha tenido una leve ten-
dencia creciente durante el siglo XXI ubicándose  
alrededor de 4,5 % del PIB. Los resultados no 
han sido los esperados. 

El porcentaje de personas matriculadas en  
educación formal en Colombia ha decrecido  
entre 2010 y 2020, con un único aumento de  
1,2 % entre 2018 y 2019 (DANE 2021a). Esta 
tendencia se explica principalmente por el 
cambio demográfico (DANE 2021a). Si bien la  
cobertura en educación ha aumentado desde 
2005 (10 p.p. en educación media y 18 p.p. en 
educación superior entre 2005 y 2018 (ANIF 
2020)), aún queda bastante camino por recorrer, 
particularmente en términos de deserción escolar 
pues, según la OCDE (2018), el 25 % de las muje-
res y el 35 % de los hombres de 25 a 34 años no  
completaron la educación media. 

Según datos del DANE (2021b) la tasa de  
desempleo de las personas entre 14 y 28 años se 
ubicó en 23,6 %. Esta cifra es aún más alta para 
las mujeres de este rango de edad alcanzan-
do 30,6 % incluso cuando las mujeres jóvenes 
son más educadas que los hombres jóvenes. La  
brecha entre hombres y mujeres jóvenes tam-
bién se refleja en la tasa de ocupación que llega 
a 51,1 % para los hombres y apenas a 32,4 % 
para las mujeres. A esto se suma que para 2020 
la tasa de informalidad de jóvenes fue de 44,3 %, 
lo cual implica que casi la mitad de esta pobla-
ción se encuentra por fuera del sistema de se-
guridad social y, en particular, no están aportan-
do para asegurar su vejez. A su vez, 28 % de la  
población joven en Colombia en 2020 no estu-
diaba ni estaba empleada, con dos mujeres por 
cada hombre fuera tanto del sistema educativo 
como del mercado laboral (DANE 2021b), lo que 
aumenta su vulnerabilidad y pobreza. Los exiguos 

indicadores del mercado laboral de los jóvenes 
reflejan la relativamente baja calidad de la edu-
cación que reciben, que les impide tomar ventaja 
de las oportunidades de trabajo existentes, a las 
cuales tienen mayor acceso aquel grupo de jóve-
nes que estudiaron en colegios privados de alta 
calidad y accedieron a universidades también de 
alta calidad tanto públicas como privadas.

La baja participación en el mercado laboral y la 
alta vulnerabilidad de jóvenes es altamente preo-
cupante.  Esta situación se traduce en menores 
oportunidades económicas, sociales, políticas 
y culturales para jóvenes, lo cual obstaculiza su 
desarrollo y limita el papel que pueden llegar a 
tener en la sociedad. 

Las manifestaciones, movilizaciones y paros en 
el país desde finales de 2019 y, en particular, en 
2021 mostraron un alto protagonismo de jóve-
nes con despliegues de frustración y desespe-
ranza, algunos de ellos violentos. La pandemia 
por Covid-19 exacerbó la vulnerabilidad de esta 
población que encontró otras formas de expre-
sión fuera del canal democrático tradicional de 
las elecciones. La respuesta de las autoridades 
mostró no sólo su incomprensión e intolerancia 
sino, en especial, su desconexión e incapacidad 
de comunicación con esta población. Las movi-
lizaciones de jóvenes también mostraron su alta 
interconexión y uso de medios digitales. En 2020 
los grupos entre 12 y 28 años reportaron el ma-
yor uso de internet y más del 85 % entre 12 y 
17 y 95 % entre 18 y 28 reportaron haber usado 
celular (DANE 2021b). Las formas de conexión 
e interacción de jóvenes requieren reformu-
lar los canales y lenguajes de comunicación 
institucionales para construir conexiones y  
construir nexos de confianza y legitimidad. 

El mayor gasto en educación tampoco se ha re-
flejado en mejoras en calidad. La calidad de la 
educación puede ser medida con dos pruebas 
estandarizadas: PISA y Saber 11. Las primeras 
permiten comparar a Colombia con otros países 
que también las presentan y las segundas dan 
herramientas para conocer la situación al interior 
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del país y realizar comparaciones entre colegios, 
calendarios A y B y estratos socioeconómicos. 
En las pruebas PISA, Colombia ha tenido un 
desempeño menor en comparación con países 
como México o Chile. En 2018, el país alcanzó 
un puntaje promedio de 406 sobre 600 mien-
tras que sus pares de la región obtuvieron 416 y 
438, respectivamente. Frente al resto de países 
miembros de la OCDE esta brecha es aún más 
amplia, pues aquellos para el mismo año obtu-
vieron un puntaje 488. En particular, el informe 
de la OCDE indica que más del 70 % de jóvenes 
de 15 años logran al menos un nivel básico en 
la competencia de matemáticas en los países 
miembros de la OCDE -que tienen un nivel de  
ingreso per cápita alto. En contraste, para  
Colombia esta cifra es, aproximadamente,  
de 30 %. 

La desigualdad en el acceso a la educación 
de calidad también se refleja en los resultados 
de estas pruebas. Los resultados entre 2006 y 
2018 muestran la creciente y persistente dife-
rencia en resultados de estudiantes de colegios 
públicos y privados, con resultados significati-
vamente mejores para estudiantes de colegios 
privados. Es de esperarse que quienes asisten 
a colegios privados cuenten con una educación 
de mayor calidad y en consecuencia más capital 
humano que se refleje en mayores ingresos en 
su vida laboral que quienes asisten a colegios 
públicos, perpetuando la brecha de desigual-
dad. En adición, en Colombia las instituciones 
educativas privadas de alta calidad, por lo ge-
neral, son altamente costosas, lo que genera 
una barrera de entrada para familias y personas 
de ingresos medios y bajos. De igual manera, el 
nivel de ingresos de las familias está correlacio-
nado con el acceso a libros y a capital humano, 
social y cultural. En otras palabras, estudiantes 
provenientes de entornos con mayores ingre-
sos tienen mayor probabilidad de desarrollar y 
acumular capital humano precisamente porque 
cuentan con recursos que facilitan el ingreso a 
instituciones educativas de alta calidad.

Los resultados de las pruebas estandarizadas 
que administra el Estado -Saber 11- muestran 
enormes diferencias entre los puntajes obteni-
dos por los estudiantes de calendario A -en su 
gran mayoría colegios públicos y B -en su gran 
mayoría colegios privados. Los primeros alcan-
zaron un puntaje global de 252 en 2020 mien-
tras que los segundos llegaron a 311 (ICFES, 
2020). Según el Informe Nacional de Resultados  
Saber 11, el 80 % de estudiantes que presen-
taron esta prueba en Calendario A provenían de 
instituciones educativas oficiales mientras que 
para calendario B el 100 % eran de instituciones 
no oficiales. Es importante destacar que del total 
de estudiantes en calendario B que realizaron el 
Saber 11, el 97 % pertenecen a niveles socioe-
conómicos 3 y 4 mientras que para calendario 
A esta proporción es de tan solo 18 % (ICFES, 
2020). En 2018, estudiantes de colegios oficia-
les y privados con menores ingresos obtuvieron 
puntajes globales entre 32 y 72 puntos menos en 
las pruebas Saber 11 que estudiantes ubicados 
en la parte superior de la distribución del ingreso 
(ICFES, 2019). Lo mismo sucede con los resulta-
dos en las pruebas PISA, donde hay una diferen-
cia en lectura de 86 puntos (OCDE, 2019). Todo 
lo anterior aporta evidencia a que la oferta 
de educación de calidad se concentra en  
instituciones privadas, costosas y fuera del 
alcance de la mayoría. 

Lo expuesto hasta ahora indica que el sistema 
educativo público debe mejorar ostensiblemente 
la calidad de la educación, pues es vehículo para 
generar mayores oportunidades de desarrollo  
laboral y personal de jóvenes y para el cierre de 
las brechas de distributivas de ingreso, de rique-
za y de movilidad social. Las políticas y progra-
mas deben pues enfocarse tanto en los retos de 
corto plazo como en los de largo plazo. A conti-
nuación, se explican algunas políticas y progra-
mas que pueden contribuir al cierre de las bre-
chas educativas. 
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El fortalecimiento del sistema educativo públi-
co colombiano pasa por ampliar, actualizar y  
mejorar la infraestructura escolar. La virtualidad  
forzada por la pandemia de Covid-19 develó 
claramente las brechas en acceso a tecnología 
y conectividad entre las diferentes regiones del 
país y entre estudiantes. Se confirmó, una vez 
más, que estudiantes en instituciones educati-
vas privadas de alto costo contaron con mejor 
acceso a tecnología y conectividad que les per-
mitió, al menos, continuar recibiendo clases y te-
niendo contacto con docentes. La pandemia por  
Covid-19 fue, sin duda, una tragedia para la 
educación nacional. El cierre de instituciones 
educativas, así como la virtualidad forzada de-
jaron rezagos importantes y aumentaron las bre-
chas académicas regionales y por calidad. La 
pandemia por Covid-19 impactó las tasas de  
deserción y repitencia en educación básica y 
media y profundizó la tendencia decreciente de 
personas matriculadas en educación superior  
(Melo-Becerra, et al. 2021). 

El cierre prolongado de colegios y la reapertura 
gradual hizo que un amplio número de estudian-
tes estuvieran prácticamente fuera del sistema 
escolar o con mínima actividad académica du-
rante buena parte del 2020 y del primer semestre 
del 2021. Por múltiples razones incluyendo las 
de dotación de tecnología de escuelas y hoga-
res, buena parte de estudiantes tuvieron poco 
acceso a docentes, a actividades escolares y a 
personas en su grupo de edad o nivel acadé-
mico. Los efectos no solo se verán reflejados 
en su desarrollo cognitivo sino también en sus 
competencias socioemocionales, salud mental 
y bienestar emocional. La previsible caída en la 
motivación de estudiantes tiene un impacto di-
recto sobre su capacidad de aprendizaje y de 
proyección a futuro y ya muestra consecuencias 
pues, en las zonas urbanas, 37,5 % del total 
de jóvenes y 40,7 % de jóvenes fuera del siste-
ma educativo y del mercado laboral reportaron  
sentimientos de preocupación y nerviosismo 
(DANE 2021b). 

En el largo plazo es fundamental profundizar y 
atacar los factores que impactan la resiliencia 
académica (Bayona-Rodríguez y López Vera, 
2021). Concentrarse en el éxito estudiantil a tra-
vés de acciones específicas ayudará a cerrar las 
brechas. La alta segregación entre estudiantes 
con condiciones socioeconómicas desiguales 
afecta de manera directa su desempeño aca-
démico. Bayona-Rodríguez y López Vera (2021, 
p.5) encuentran que estudiantes con una imagen
positiva de sí y de sus capacidades, altas expec-
tativas y entusiasmo frente a sus procesos de
aprendizaje, así como el sentirse parte de la ins-
titución a la que asisten elevan significativamente
los resultados académicos. Si las instituciones
educativas tienen un buen ambiente de apren-
dizaje, buenos programas de manejo de abuso
y acoso escolar, docentes presentes que guían y
acompañan los procesos de enseñanza-apren-
dizaje, ajustándolos a diferentes niveles de habi-
lidad, y una cultura institucional volcada hacia la
calidad, aumentará  la probabilidad de tener un
buen desempeño académico contrarrestando
los efectos negativos asociados con situaciones
socio-económicas adversas (Bayona-Rodríguez
y López Vera, 2021).

La situación es aún más apremiante para  
jóvenes en zonas de conflicto, donde se  
presenta mayor deserción, menor asistencia 
escolar, limitado acceso a educación supe-
rior, mayor incidencia de embarazo adolescen-
te e integración al mercado laboral, casi en su 
totalidad informal, a edades más tempranas  
(Bedoya Ospina et al. 2019). Todas estas circuns-
tancias afectan sus aspiraciones y proyectos de 
vida, incidiendo en su salud mental y bienestar  
emocional. Este efecto es aún mayor para mujeres  
jóvenes en zonas rurales y jóvenes pertenecientes 
a grupos étnicos (Bedoya et al, 2019). Quienes 
se encuentran en esta situación requieren, ade-
más de mayor acceso a mejor educación, otros 
programas de apoyo y cuidado que les permitan 
enfrentar la maternidad y paternidad tempranas, 
tener educación sexual y reproductiva y aten-
ción para su salud mental y bienestar emocional  
(Bedoya et al. 2019, p.37-40). 



En la mejoría de la calidad de la educación bá-
sica y media también influye en forma impor-
tante la calidad de docentes que se vinculan 
a las escuelas públicas. Brutti y Sanchez (2021) 
muestran como los maestros que se sitúan en 
los deciles 6 a 10 del examen para ingresar a 
la carrera docente impactan positivamente el 
aprendizaje de los estudiantes medido a través 
de las pruebas Saber 11. Esto implica que el Es-
tado debe promover e incentivar el ingreso a la 
carrera docente de maestros y maestras de las 
más altas capacidades académicas y pedagógi-
cas, fortalecer el sistema de evaluación docente 
y asegurar su actualización permanente.  

La vulnerabilidad se puede contrarrestar con 
mejoras en el acceso a educación superior 
de calidad. El acceso a educación superior de 
calidad, pública y privada, tiene un efecto positi-
vo y significativo sobre la probabilidad de vincu-
lación laboral y, por lo tanto, sobre el potencial 
de movilidad social de estudiantes. Sin duda la 
pregunta sobre la financiación está en el centro 
del debate. Bayona et al (2021) encuentran efec-
tos positivos al analizar el impacto de educación 
superior pública de alta calidad sobre el acceso 
a la universidad, la permanencia en educación 
superior y el ingreso al mercado laboral. De igual 
manera, Londoño-Vélez et al. (2020) encuentran 
resultados similares para programas de subsidio 
a la demanda que transfieren recursos públicos a 
universidades privadas como fue el caso de Ser 
Pilo Paga. 

La acreditación de alta calidad es una manera 
de controlar el mercado de la educación superior 
garantizando mejoras tanto en infraestructura 
como en la calidad de estudiantes y profesores. 
En Colombia alrededor del 30 % de las institu-
ciones de educación superior públicas y 1 7% de 
las privadas cuentan con acreditación. En conse-
cuencia, no solo son muy pocas las personas en 
el país que acceden a educación superior, sino 
que son aún menos quienes ingresan a institu-
ciones de educación superior con acreditación 
de alta calidad. 

Finalmente, más allá de las políticas y progra-
mas educativos dirigidos a mejorar la calidad 
de la educación pública, particularmente bási-
ca y media, se deben diseñar estrategias que  
fomenten la integración de estudiantes de 
los distintos estratos socioeconómicos y orí-
genes sociales y así empezar a eliminar la alta  
segregación que caracteriza el sistema educati-
vo colombiano.
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Durante los últimos cuarenta años, Colombia ha 
profundizado en su modelo de descentraliza-
ción. Son muchos los avances logrados, aunque 
es claro que quedan muchos retos por superar. 
Uno de esos retos es la consolidación de los 
municipios y departamentos, entre los que hay 
fuertes diferencias económicas, sociales e insti-
tucionales. Sin esta consolidación, el mayor de-
sarrollo de las regiones y el cierre de las brechas  
económicas, sociales e institucionales que se pre-
tende alcanzar con la descentralización, en el me-

jor de los casos, seguirá siendo una meta de largo  
plazo.  

Se requiere un esfuerzo de construcción de Es-
tado a nivel local y un impulso al desarrollo de 
sus instituciones. Para lograr este propósito 
es necesario avanzar en, al menos, tres áreas:  
tributación territorial, sistema nacional de gastos 
y participaciones y sistema nacional de rega-
lías. En línea con el informe de la Comisión de  
Estudio del Sistema Tributario Regional, en esta 

En esta nota se discuten propuestas en cinco dimensiones para mejorar el sistema  
tributario regional:

• Es clave actualizar los catastros, hoy muy desactualizados. Proponemos
profundizar el catastro multipropósito y el apoyo institucional del Estado a los catastros
municipales, priorizando municipios que combinan alto potencial de recaudo y dificul-
tades técnicas para el manejo catastral. También proponemos el establecimiento de
incentivos institucionales que permitan usar el Sistema Nacional de Participaciones
para premiar a los municipios que actualicen el catastro y, por esta vía, aumenten el
recaudo del impuesto predial.

• Rediseñar el impuesto de industria y comercio (ICA) para que sea un impuesto de
renta municipal. Así, el ICA debe ser un impuesto, recaudado y administrado por los
municipios, que no se cobra sobre ingresos brutos, sino sobre ingresos netos, esto es,
ingresos susceptibles de producir un incremento neto del patrimonio.

• Eliminar paulatinamente las estampillas y sustituir su recaudo por el recaudo
fortalecido de impuesto predial.

• Profundizar en los impuestos a actividades y comportamientos con efectos nocivos
para el medio ambiente o la salud.

• Implementar estrategias de mejora de la administración de impuestos locales desde lo
colaborativo y unificando los sistemas de información locales y nacionales.
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nota planteamos algunos aspectos claves de 
la tributación territorial y presentamos algunas  
recomendaciones que consideramos priorita-
rias.1

Proponemos estas recomendaciones en tres  
dimensiones principales: aumentar el recaudo a 
nivel local, eliminar y modificar impuestos territo-
riales, y mejorar la administración tributaria.  Estas 
propuestas concretas van en el sentido de revi-
talizar y legitimar el contrato entre la ciudadanía y 
el Estado aportando solidez, eficiencia y eficacia 
a las finanzas locales y regionales y fortalecien-
do los estados subnacionales. La confianza en 
las instituciones va de la mano con la provisión 
de bienes públicos y la adecuada administra-
ción y gestión pública. Estas solo son posibles 
con finanzas locales claras y sólidas. Nuestras  
propuestas permiten eliminar complejidades de 
los sistemas tributarios locales y desincentivos a 
la iniciativa privada y aportar en el fortalecimiento 
de la institucionalidad. 

¿Por qué son importantes los impuestos  
territoriales?

Los impuestos representan un contrato de reci-
procidad entre el Estado y la ciudadanía. El im-
pacto positivo de los impuestos sobre la cons-
trucción y consolidación de instituciones, permite, 
a su vez, fortalecer al Estado como promotor del 
desarrollo económico y social de la población.2  
Varios estudios para Colombia han mostra-
do que mayores recursos propios de las regio-
nes, provenientes en su mayoría de impuestos 
territoriales, van de la mano con su desarrollo 
institucional así como con menores niveles de 
corrupción). Incluso se ha encontrado que, los 
recaudos tributarios territoriales en Colombia, en 
especial el impuesto predial, mejoran la provisión 
de bienes y servicios como educación, salud, 
acueducto y alcantarillado.3 Sin embargo, el pre-
dominio de estas relaciones y efectos positivos 
dependen de que el diseño de los impuestos 
asegure su eficiencia, progresividad, equidad y 
justicia y facilidad de administración.  

¿De qué impuestos hablamos?

Los ingresos de los departamentos y municipios 
del país provienen principalmente del Sistema 
General de Participaciones. Estos ingresos han 
pasado de representar el 18 % en 1985 al 45 % 
en 2019. En 2019 los ingresos tributarios propios 
correspondían al 28 % de los ingresos totales de 
los municipios, con una gran dispersión entre 
municipios más y menos desarrollados, mientras 
el resto de los ingresos provinieron de otras fuen-
tes, incluyendo las regalías. 

Figura 1 | Composición de recaudos 
tributarios municipales

Fuente: datos tomados del Informe final Comisión de Estudio 
del Sistema Tributario Regional 2020.

En Colombia existen 21 impuestos vigentes a 
cargo de los municipios y 14 a cargo de los de-
partamentos.4 A nivel municipal, el 77 % del re-
caudo de impuestos se obtiene principalmente 
a través de tres impuestos: predial (34 %), ICA 
(36 %) y sobretasa a la gasolina (7 %). A nivel 
departamental los impuestos que más aportan al 
recaudo (71 %) son los que gravan el consumo 

1 El Centro de Estudios de Desarrollo Económico de la  
Universidad de los Andes (CEDE) adelantó las labores de  
Secretaría Técnica de la comisión.
2 Ver Levi, (1988)
3 Ver Cortes y Vargas (2012), Álvarez et al, (2019) y Martínez, 
(2014).
4 El establecimiento de los tributos territoriales depende del 
legislador y está expresado en la Ley. La cual autoriza a las 
autoridades territoriales para cobrar tributos. Los municipios 
y departamentos no tienen autonomía para crear impuestos, 
aunque sí pueden establecer tarifas diferentes y exenciones, 
es decir, gozan de cierta autonomía para no usar los impuestos 
vigentes.
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de los predios por la provisión de bienes públi-
cos locales que dan mayor valor a sus propieda-
des. Tercero, este impuesto funciona muy bien 
como señal al electorado acerca de la gestión 
del gobierno local y, en un contexto dinámico, el 
éxito de su recaudo depende de (y tiene efecto 
sobre) la legitimidad y la confianza en las insti-
tuciones. Cuarto, su base gravable permite que 
los ingresos por este tributo sean estables, aún 
en tiempos de fluctuaciones económicas Esto 
permite la financiación de proyectos a mediano y 
largo plazo y facilita el acceso a financiación. Por  
último, aunque el impuesto está relacionado con 
el capital de las personas y no necesariamente 
con sus ingresos, el impuesto es progresivo en 
la medida en que recae primordialmente sobre 
individuos con mayor riqueza.5 

A pesar de estas características deseables, el re-
caudo del predial es inferior a su potencial. Esto 
se debe principalmente a la desactualización 
del catastro; es decir, a la desactualización en 
la información sobre el valor de mercado de los 
predios, sus características, usos y propietarios. 
Según el Departamento Nacional de Planeación 
(2020), a enero de 2020 solo el 2,3 % del territo-
rio nacional (49 municipios) había actualizado el 
catastro en los cinco años más recientes, máxi-
mo período estipulado por la ley para hacerlo. Su 
desactualización genera subvaloración de los in-
muebles y retraso en la incorporación de nuevos 
predios a la base tributaria que a su vez reduce 
el recaudo potencial.  

Existen al menos dos razones para que el castra-
to municipal presente demoras en su actualiza-
ción. Primero, hay restricciones técnicas, relacio-
nadas con los costos y la institucionalidad con 
la que se cuenta para hacerlo. Segundo, existen 
razones políticas para que los gobiernos locales 
prefieran no actualizarlo. 

Para resolver el primer problema se deberían 
identificar los municipios donde existen pro-

Figura 2 | Composición de recaudos 
tributarios departamentales

Fuente: datos tomados del Informe final Comisión de Estudio 
del Sistema Tributario Regional 2020. 

de bienes y servicios que causan algún daño a 
la sociedad en general o a otros actores. Entre 
estos se encuentran los impuestos al consumo 
de cerveza, licores y cigarrillos (que suman el  
58 % de los ingresos), la sobretasa a la gasolina 
y el impuesto a vehículos. El recaudo por Estam-
pillas representa el 13 % del recaudo para los de-
partamentos. Las Figuras 1 y 2 muestran estas 
composiciones.

¿Qué proponemos?

1. FORTALECER EL IMPUESTO PREDIAL

El Impuesto Predial Unificado recae sobre los 
bienes raíces y su base gravable es el avalúo  
catastral. En el 2019 se recaudaron un poco más 
de 8,5 billones de pesos por este impuesto, que  
posee varias características interesantes.  
Primero, es el impuesto local por excelencia 
pues aplica a factores inmóviles (bienes raí-
ces), lo que evita la relocalización del factor que  
genera el impuesto y la imposición del tributo a 
no residentes de un municipio. Segundo, existe 
una clara conexión entre la provisión de bienes 
públicos y el valor de los predios: entre mejores 
carreteras, distritos de riego, escuelas y otros 
bienes públicos locales haya, mayor será el valor 
de estos predios. Se podría entender el impues-
to predial como el precio que pagan los dueños 

5 Ver Oates y Fischel (2016), Bonet, et al (2020) y Sanchez y 
España (2014).
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blemas técnicos, dando prioridad a aquellos 
donde existe un gran potencial de recaudo y 
no se cuenta con una gran actividad económi-
ca para obtener recursos de otros impuestos. 
Un avance en esta dirección es el ya plantea-
do Catastro Multipropósito. Para resolver el se-
gundo problema deberían existir los incentivos 
institucionales adecuados ya sea a través de 
sistema general de participación o del sistema 
de repartición de regalías. En particular, siguien-
do las recomendaciones de la Comisión de  
Estudio del Sistema Tributario Regional, propo-
nemos que, dentro de SGP, se incorporen bonifi-
caciones por actualización predial y aumento del 
recaudo. 

2. REDISEÑAR EL ICA

El impuesto de industria y comercio (ICA) gra-
va las actividades industriales, comerciales y de 
servicios realizadas dentro de un municipio. En 
2019 se recolectaron aproximadamente 9,5 bi-
llones de pesos con este impuesto. A pesar de 
ser una fuente importante de recursos para al-
gunos municipios, principalmente para los más 
grandes—el 63 % del total del recaudo nacional 
del ICA se concentra en cinco ciudades; tan solo 
en Bogotá se concentra el 44 %—el ICA es un 
impuesto complejo y tiene algunas característi-
cas indeseables. 

La principal crítica al ICA es que hoy en día, para 
muchas actividades es difícil definir el territorio 
en el que se realizan. Cada actividad realizada 
por las empresas debe pagarse en la jurisdicción 
municipal; este concepto de tributación empre-
sarial surgió en 1913, cuando la operación de 
las firmas era local. Cuando una empresa o una 
persona realiza la misma actividad en diferentes 
municipios o tiene actividades de su cadena de 
valor en diferentes jurisdicciones, tiene la obliga-
ción de tributar en todos los municipios pues-
to que el hecho generador para cada caso es 
distinto.6 Hoy hay muchas actividades con este 
carácter multi-territorial, lo que hace difícil la co-
rrecta atribución del impuesto. Muchas personas 
y empresas también realizan sus actividades mo-

viéndose continuamente, o desde una residencia 
ubicada en un municipio cuando la empresa se 
ubica en otro. 

El tener que pagar el impuesto de esta forma te-
rritorial, con diferentes tasas y casos especiales 
y exenciones, con diferentes formularios y pro-
cedimientos en cada jurisdicción, y con hetero-
geneidad en el calendario tributario, implica al-
tos costos para las personas y empresas. Estos 
costos hacen que el impuesto resulte ineficiente 
y que probablemente incentive la evasión.

Otro de los problemas más evidentes del ICA 
es la definición de la base gravable: el impuesto 
se cobra sobre los ingresos brutos de las uni-
dades productivas. Así, este impuesto afecta de 
manera desigual y sin ninguna razón a diferen-
tes sectores y diferentes empresas y personas. 
En particular, las empresas con mayor poder de 
mercado y cuya producción es menos intensi-
va en trabajo pagan menos como proporción de 
sus utilidades que las empresas que operan en 
un entorno competitivo y cuya producción es in-
tensiva en trabajo. Esto ocurre porque a mayor 
poder de mercado existen mayores utilidades y 
porque los costos laborales son usualmente más 
altos que los demás costos de una empresa.  
Existe una crítica adicional al impuesto relacio-
nada con su efecto regresivo, pues aumentos en 
este impuesto generan caídas en el consumo, 
afectando principal y desproporcionadamente a 
los deciles 1 y 2 de la distribución del ingreso.7 

Por último, pagar el ICA a la vez que otros im-
puestos nacionales de renta no deja de ser com-
plejo y costoso para las empresas, y de alguna 
manera duplica la tributación de una misma ac-
tividad. A pesar de esfuerzos recientes para que 
las empresas puedan descontar parte del ICA de 
su declaración de renta (lo cual genera una com-
petencia insana entre la tributación regional y na-
cional), una alta carga impositiva puede generar 

6 Ver Parra (2004).
7 Ver Nuñez (2002).

https://economia.uniandes.edu.co/sites/default/files/webproyectos/comisionstt/CESTT-Informe-web.pdf
https://economia.uniandes.edu.co/sites/default/files/webproyectos/comisionstt/CESTT-Informe-web.pdf


desincentivos a una mayor actividad empresarial. 
Para resolver estos problemas se pueden 
considerar varias alternativas. Comisión de  
Estudio del Sistema Tributario Regional planteó 
varias opciones de reforma, todas con un princi-
pio fundamental: el impuesto no debe cobrarse 
sobre sobre ingresos brutos.

La propuesta que apoyamos en esta nota con-
siste en cambiar el ICA actual por un Impuesto 
municipal de renta. Este impuesto sería similar 
al impuesto de renta nacional, pero las entida-
des territoriales mantendrían las competencias 
de administración y control. Así, el ICA debe ser 
un impuesto, recaudado y administrado por los 
municipios, que no se cobra sobre ingresos bru-
tos, sino sobre ingresos netos, esto es, ingresos 
susceptibles de producir un incremento neto del 
patrimonio.

Finalmente, también se debe prescindir del des-
cuento sobre el impuesto a la renta establecido 
en el artículo 115 de la Ley 2010 de 2019 pues 
este descuento constituye una transferencia im-
plícita del gobierno central a los entes territoriales 
y genera incentivos para aumentar las tarifas del 
ICA.

3. MARCHITAMIENTO DE LAS
ESTAMPILLAS

Las estampillas surgen como un medio de ve-
rificación de que contratos oficiales o privados 
cuentan con respaldo de alguna autoridad ofi-
cial. Por este servicio, los gobiernos imponen 
una tarifa ad-valorem de acuerdo con el monto 
del contrato. En Colombia, las estampillas gra-
van mayoritariamente los contratos entre entida-
des públicas y agentes privados.

Tanto municipios (Concejos) como departa-
mentos (Asambleas) poseen un alto nivel de  
autonomía local para crear sus propias estampi-
llas, unos impuestos muy puntuales con destina-
ción específica. Así, no es raro que en Colombia 
exista una proliferación de estampillas territoria-
les. Hay alrededor de 60 estampillas territoriales 

vigentes, 30 de ellas fueron creadas desde el año 
2000. En 2019, los departamentos y municipios 
recaudaron ingresos por $2,8 billones por este 
tributo. Como vimos en la Gráfica 2, los departa-
mentos son los que más usan este tributo.

El problema es que este tributo es ineficiente 
pues incrementa los costos de transacción y 
en el caso de estampillas que gravan contratos 
de entidades públicas (la mayoría) no genera 
recursos nuevos y sí encarece la contratación  
pública.8 En cualquier programa de gasto públi-
co el contratista debe pagar estampilla y, por lo 
tanto, incrementa los costos del contrato. 

Aunque la mayoría de los municipios las usan, 
para más de 400 municipios las estampillas son 
la fuente principal de sus ingresos tributarios y 
para casi 250 municipios es su segundo tribu-
to más importante. Estos municipios son usual-
mente los menos desarrollados, pues no cuen-
tan con una actividad económica grande que les 
permita obtener recursos de otros impuestos. 
No obstante, los valores recaudados son mu-
cho mayores en ciudades grandes, entre ellas  
Bogotá, Barranquilla y Cali.

Para avanzar en eficiencia tributaria, en el largo 
plazo deben desaparecer las estampillas. Sin 
embargo, dada la dependencia de municipios 
pequeños este debe ser un proceso paulatino, 
a medida que se generen recursos con el for-
talecimiento de otros impuestos, especialmente 
el predial, y ganancias en eficiencia en la recau-
dación será posible sustituirlo completamente. 
En este proceso, las primeras estampillas en 
desaparecer deben ser las que recaen sobre la 
contratación pública. En el corto plazo, se de-
ben establecer límites a las tarifas y al número 
de las estampillas. Finalmente, es necesario eva-
luar la duración y la pertinencia de las estampillas  
existentes y de las que se aprueben.
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4. FORTALECER IMPUESTOS A
ACTIVIDADES CON EFECTOS NOCIVOS
SOBRE EL AMBIENTE, LA SALUD Y OTRAS
DIMENSIONES DEL BIENESTAR

Los impuestos departamentales que más apor-
tan al recaudo son los que recaen sobre el  
consumo de alcohol y tabaco. En estos los  
departamentos recaudaron 6 billones de pesos 
en 2019. Aún existe espacio para incrementar 
las tasas sobre estos bienes. Al afectar la sa-
lud, el consumo de tabaco y alcohol encarece la  
prestación de servicios de salud afectando a 
toda la sociedad, y no solamente al consumidor.  
Fortalecer este tipo de impuestos e introdu-
cir otros tributos que puedan tener efectos  
favorables sobre la salud pública, tales como el 
impuesto a las bebidas azucaradas, es esencial 
en el corto y mediano plazo, dado que los entes  
territoriales enfrentan presiones de gasto en este 
rubro. 

Además de aumentar la tarifa del impuesto a  
cigarrillos y tabaco, es recomendable ampliar 
el hecho generador para incluir nuevas formas 
de consumo, como vapeadores y cigarrillos  
eléctricos.

En lo que respecta a los impuestos a vehículos 
de transporte y al consumo de combustibles, 
hay dos tipos de efectos nocivos: la contamina-
ción y la congestión de las vías. Si bien estos  
impuestos generan parte importante del re-
caudo y cumplen el papel de desestimular el  
consumo de combustibles contaminantes, hay 
oportunidades de mejora en cuanto a la incor-
poración rigurosa de criterios ambientales y ga-
rantía de estabilidad del recaudo en un entorno 
de transición energética. Por razones de espa-
cio no señalamos estas oportunidades en deta-
lle. No obstante, suscribimos las propuestas de  
Comisión de Estudio del Sistema Tributario Re-
gional. 

5. ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA

En el área de administración tributaria, en el corto 
plazo, se debe facilitar la administración tributaria 
por colaboración, esto es, que ciudades grandes 
o departamentos puedan prestar servicios y ase-
sorar a municipios más pequeños, ayudando a
aumentar eficiencia y a liberar recursos.

La administración tributaria es una actividad que 
se beneficia de las economías de escala y por 
esto se requiere mayor inversión en sistemas de 
información y mantenimiento de bases de datos, 
y mayor capacidad de atracción y retención de 
talento humano especializado.  Por lo tanto, re-
comendamos centralizar la información tributaria 
relevante para las autoridades nacionales y loca-
les en un solo agente y otorgar acceso parcial de 
la información a cada uno de los entes territoria-
les y acceso pleno a la DIAN.

En el mediano plazo, debe implementarse un 
sistema de pre-liquidación aplicable a grupos 
de municipios similares y fortalecer canales no  
presenciales de declaración y liquidación. 

Finalmente, debe haber un estatuto tributario  
territorial que unifique definiciones, mantenien-
do la competencia de los Concejos municipales 
para establecer tarifas. Este estatuto mejoraría 
los canales de información, facilitaría la labor de 
las autoridades tributarias y el cumplimiento de 
los contribuyentes.
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1. Introducción

Son múltiples los retos y acciones para la agen-
da ambiental del próximo gobierno. A continua-
ción, destacamos aquellos que, en nuestra opi-
nión, son de mayor urgencia y relevancia para el 
país: i) reducir las emisiones de carbono a partir 
de la reducción de la deforestación y la transi-
ción hacia un modelo de desarrollo territorial  
basado en la protección del capital natural actual,  
ii) fortalecer y proteger los liderazgos ambientales
y comunitarios en los territorios de zonas cam-
pesinas, indígenas y afrodescendientes com-
prometidos con la protección ambiental y, a su
vez, consolidar la implementación de sistemas
de pagos por servicios ambientales que sean
eficientes, justos y basados en una evaluación
de impacto rigurosa, iii) producir alimentos su-
ficientes y nutritivos de manera sostenible para
una población creciente, preservando y mejoran-
do, en lo posible, la base de recursos naturales,

iv) incorporar el sector pesquero como parte fun-
damental del modelo económico en donde se
genere un aprovechamiento sostenible y justo
para las comunidades que se podrían beneficiar
de ello en costas y ríos, y v) reducir la contamina-
ción del aire en las principales ciudades a través
de estrategias que incentiven la reconversión ha-
cia un parque automotor e industrias que gene-
ren menos emisiones. En el siguiente apartado
discutimos la importancia de cada uno de los
retos identificados y sugerimos acciones de po-
lítica concretas para enfrentarlos. Cada uno de
estos retos es, a su vez, vinculado con el cum-
plimiento de los Objetivos de Desarrollo Sosteni-
ble (ODS) correspondiente. Destacamos que la
agenda ambiental del nuevo gobierno debe ir ali-
neada con la Agenda 2030 de Desarrollo Soste-
nible, la cual es un llamado universal para poner
fin a la pobreza, proteger el planeta y mejorar las
vidas y las perspectivas de las personas en todo
el mundo promovido por las Naciones Unidas
desde 2015.

Colombia cuenta con un capital natural enorme, derivado de su riqueza en diversidad 
biológica, sobre el cual puede generar nuevas oportunidades de progreso e inclusión 
económica. Al mismo tiempo, el país enfrenta retos ambientales muy importantes aso-
ciados a sus profundas desigualdades, debilidad institucional para cumplir sus compro-
misos internacionales, y para cumplir el mandato de la Constitución de 1991, una de las 
cartas más verdes de tiempos recientes. En esta nota resaltamos los cinco retos más 
urgentes en materia ambiental, sin pretender ser exhaustivos, y sugerimos acciones de 
política concretas que, sustentadas en ciencia, servirían para enfrentar estos retos y 
compromisos de país. Primero, mencionamos la necesidad de desarrollar acciones de 
mitigación y adaptación al cambio climático que involucren a las comunidades y proteja 
ecosistemas estratégicos. Segundo, fomentar la gobernanza ambiental en los territo-
rios. Tercero, impulsar la agricultura sostenible. Cuarto, dinamizar el sector de pesca y 
acuicultura con principios de sostenibilidad y con la participación de las comunidades. 
Y quinto, reducir la contaminación del aire.     
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2. Principales retos y acciones para la
agenda ambiental del nuevo gobierno

2.1. Mitigación y adaptación al cambio  
climático (ODS 13)

Colombia se ha comprometido a través de la 
Contribución Determinada a Nivel Nacional 
(NDC, por sus siglas en inglés) a reducir en un  
51 % sus emisiones de carbono para el año 
2030. Este compromiso puede convertirse en 
una gran oportunidad para cambiar el uso del 
territorio que ha generado deforestación y vio-
lencia. De acuerdo con el Inventario Nacional de 
Gases de Efecto Invernadero y proyecciones en 
el NDC, las emisiones del país en 2015 fueron 
de 233,58 millones de toneladas de dióxido de 
carbono equivalente (Mt CO2eq). De esas emi-
siones, el sector de la agricultura, silvicultura y 
otros usos del suelo (AFOLU) es el mayor emi-
sor (50,5 %), seguido por los sectores de la 
energía (37,1 %) y de residuos (8,4 %). Dentro 
de la categoría AFOLU, cerca del 60 % de las 
emisiones es el resultado de cambios en el uso 
del suelo provocados, en mayor medida, por la 
expansión de la frontera agrícola y ganadera y 
las economías ilícitas (Clerici et al., 2020). Dentro 
del sector de la energía, el transporte represen-
ta aproximadamente el 36 % de las emisiones 
del sector, seguido por el consumo de energía 
residencial e industrial (17 %) y la generación 
de electricidad (15 %). Colombia inició su es-
trategia de mitigación y adaptación al cambio 
climático con el Plan Nacional de Adaptación 
al Cambio Climático (PNACC) en el año 2012,  
continuando con la aprobación de la Política  
Nacional de Cambio Climático en 2017 y con 
la Ley de Cambio Climático en 2018 que bus-
can establecer directrices para la gestión del 
cambio climático en el país. Además, como 
parte del proceso de consolidación del marco 
institucional en 2020, y antes de la Conferen-
cia de Naciones Unidas de Cambio Climático 
(COP26) de 2021, se actualizó el documento 
de la NDC. La NDC articula las acciones, me-
tas e indicadores de monitoreo para Colombia 
en materia de mitigación y adaptación al cambio 

climático, y especifica la reducción de Gases de 
Efecto Invernadero (GEI) para el periodo 2020-
2030 con la aspiración hacia la neutralidad de 
carbono para el 2050. Desde entonces, el país 
viene discutiendo sobre la transición energéti-
ca hacia una reducción en su dependencia de 
energías fósiles y un aumento de energías reno-
vables que garantice estabilidad para atender 
la demanda interna. Sin embargo, y aunque se 
reconoce la incertidumbre de la magnitud de 
los futuros impactos del cambio climático, el  
cumplimiento de la NDC dependerá, además de 
las acciones de mitigación y adaptación, de la 
protección del capital natural actual. El constante 
deterioro y destrucción de ecosistemas y la libe-
ración de gases efecto invernadero producto de 
la deforestación amenazan la resiliencia y posibi-
lidad de cumplir la meta de Colombia. Por ello, 
son varias las acciones que se deben emprender 
como eje central de política pública para cum-
plir con los compromisos internacionales. Estas 
acciones deben sustentarse en un diagnóstico 
adecuado que permita establecer con confianza 
las tendencias del cambio climático y sus posi-
bles efectos. Las acciones propuestas son las 
siguientes:

1. Protección de ecosistemas estratégicos que
cumplen funciones de regulación climática y
potenciar el desarrollo local basado en su
protección.

2. Detener la deforestación amazónica a partir del
ordenamiento ambiental del territorio y la coordi-
nación entre el sector ambiental, agropecuario y
de seguridad. Es necesario detener y revertir el
acaparamiento ilegal de tierras y la construcción
de vías ilegales. Avanzar en el catastro multipro-
pósito y fortalecer la gobernanza en las áreas de
reserva forestal y parques nacionales.

3. Consolidar la alianza entre los nueve paí-
ses amazónicos para conservar uno de los
patrimonios naturales más importantes para la
humanidad.



Nota Macroeconómica No.40 | Facultad de Economía - Universidad de los Andes

4. La actividad extractiva en ecosistemas
estratégicos como los páramos deberá limitarse
para evitar vulnerar su integridad ecológica, y así
mantener sus funciones ecosistémicas como la
producción de agua para las ciudades y la agri-
cultura.

5. Integrar la adaptación al cambio climático
como criterio para el aprovechamiento sosteni-
ble de recursos naturales renovables y la agri-
cultura.

6. Creación de una Cátedra de educación
ambiental en las escuelas y los colegios para
fomentar la educación a niños y jóvenes en va-
lores ambientales y sensibilizar sobre las conse-
cuencias del cambio climático.

2.2. Gobernanza ambiental (ODS 1, 15 y 16)

2.2.1. Territorios colectivos

Actualmente más del 30 % del territorio nacional 
está titulado colectivamente a comunidades ne-
gras e indígenas. El proceso más reciente de titu-
lación a comunidades negras ocurrió entre me-
diados de los 1990s y comienzos de los 2000s. 
Varios estudios muestran que, en ausencia de 
esta titulación, la deforestación, las emisiones de 
carbono y la expansión de cultivos ilícitos sería 
mayor (Blackman and Veit, 2018; Bonilla-Mejía 
and Higuera-Mendieta, 2019; Vélez et al., 2020). 
Sin embargo, en ausencia de un fortalecimiento 
de la gobernanza y coordinación con las auto-
ridades regionales ambientales, esta protección 
de los territorios por parte de las comunidades 
étnicas está amenazada. Actualmente, el 16% 
de los cultivos de coca se encuentran en terri-
torios colectivos de comunidades negras y el 
9% en resguardos indígenas (UNODC, 2021). 
Sin embargo, sólo hasta este año se planteó 
una ruta étnica para el Plan Nacional de Susti-
tución (PNIS) que no se ha implementado.  La 
minería ilegal amenaza estos territorios étnicos 
y los planes para formalizar la pequeña minería 
y la minería artesanal no avanzan. Además, las 
economías ilícitas y los actores armados ilegales 

amenazan la gobernanza de estos territorios ét-
nicos. Por ello, se propone una serie de acciones 
para garantizar el fortalecimiento y la transición a 
economías legales con criterios de sostenibilidad 
y compromisos comunitarios:

1. Presencia efectiva del Estado en los territorios
titulados colectivamente a comunidades negras
e indígenas.

2. Diseño de programas de sustitución de cul-
tivos ilícitos y formalización de pequeña minería
con criterios diferenciales.

3. Fortalecimiento y gobernanza de estos territo-
rios colectivos con enfoque socioambiental por
parte de sus autoridades étnicas.

4. Programas de conservación para proteger
aquellos territorios prioritarios para la provisión
de servicios ecosistémicos y con amenazas de
deforestación.

2.2.2. Protección a líderes ambientales

En Colombia se ha documentado un aumento 
de la violencia contra los líderes ambientales: 
2160 agresiones en los últimos doce años, sien-
do 2017 y 2018 los años de mayor violencia. 
Estudios sugieren que esta violencia ejercida 
tiene múltiples causas. Primero, la defensa del 
ambiente es más riesgosa en contextos de con-
flictos armados, altas tasas de homicidio y con-
flictos por la explotación de recursos naturales 
(Middeldorp and Le Billon, 2019), especialmen-
te relacionados con minería y el uso del suelo. 
Segundo, el riesgo de los líderes ambientales es 
mayor en países en los que la percepción de la 
democracia es peor (Llanes y Vélez, 2021). Por 
último, los líderes ambientales más expuestos 
son aquellos que hacen parte de minorías étni-
cas por la falta de reconocimiento de la autode-
terminación de estas comunidades (Larsen et al., 
2021). Colombia cumple con varios de los deter-
minantes que pueden explicar la violencia con-
tra los líderes ambientales, razón por la cual son 
necesarias acciones concretas para garantizar 
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su seguridad. Por ello, se plantean las siguientes 
propuestas puntuales que contribuyen a reducir 
el riesgo por violencia que enfrentan los líderes 
ambientales (Llanes y Vélez, 2021):

1. Reducir las tasas de impunidad.

2. Apoyar los mecanismos de autoprotección y
gobernanza, especialmente de las comunidades
étnicas.

3. Implementar programas de protección integral
que tengan en cuenta el contexto socioambien-
tal.

4. Visibilizar en medios de comunicación nacio-
nal los liderazgos ambientales y así fomentar su
reconocimiento.

5. Promover la asociación entre instituciones y
comunidades para facilitar el intercambio de
prácticas y mecanismos de protección.

6. Incluir mecanismos de inteligencia y seguridad
en zonas de alto valor ecológico para la nación
afectadas por la violencia y las economías ilícitas.

2.2.3. Pagos por Servicios Ambientales

La evidencia global disponible muestra que los 
Pagos por Servicios Ambientales (PSA) tienen 
un impacto positivo, aunque moderado, en el 
incremento de cobertura forestal (Robalino and 
Pfaff, 2013; Costedoat et al., 2015; Moros et al., 
2020) y en la reducción de las tasas de defo-
restación (Jayachandran et al., 2016; Wiik et al., 
2018). Un resultado importante de estos estu-
dios es que los PSA dependen del contexto de 
aplicación y de los detalles de su diseño. En La-
tinoamérica, mientras países como Costa Rica, 
México y Ecuador han desarrollado programas 
nacionales de PSA, Colombia optó por estable-
cer un marco legal para permitir el desarrollo de 
estos programas de manera descentralizada por 
parte de las autoridades regionales y otros acto-
res. Como consecuencia, hoy no se cuenta con 
una evaluación sistemática de estas iniciativas ni 

con un registro unificado y, por tanto, no es cla-
ro determinar cuál ha sido su impacto en el país 
en términos ambientales ni sociales. Por ello, se 
proponen varias acciones para mejorar su imple-
mentación e impacto:

1. Financiar el diseño e implementación de los
programas nacionales de PSA con el impuesto
al carbono.

2. Consolidar fuentes de financiación para es-
tablecer PSA en zonas prioritarias de alto valor
ecológico que incorporen criterios de equidad en
el acceso, procesos y resultados.

3. Registrar información socioambiental previa a
la implementación de los PSA para poder pos-
teriormente evaluar el impacto de los PSA en el
tiempo.

2.3. Agricultura sostenible (ODS 2)

Durante los últimos 30 años, economías emer-
gentes como Brasil o China han conseguido 
crecimientos constantes mayores al 2 % en su 
productividad agropecuaria (World Bank, 2020), 
un ritmo mucho mayor que en Colombia, cuya 
competitividad en este sector continúa siendo 
limitada. Sin embargo, es importante remarcar 
que Brasil ha permanecido todo este tiempo 
en una fuerte dicotomía entre desarrollo agríco-
la y protección ambiental, sacrificando miles de  
hectáreas de la Amazonía para ganadería o cul-
tivos. Esto es así porque la tierra es un factor de 
producción esencial para el sector agropecuario 
y que lo diferencia de otros sectores de la eco-
nomía. Además, la tierra es un factor de produc-
ción no reproducible y cuya eficiencia productiva 
depende de su acceso, ubicación, buen uso y 
fertilidad (Rada and Valdes, 2012). En los apar-
tados anteriores de este documento ya hemos 
discutido sobre la necesidad de reformas a los 
mercados de factores, como la tierra, por tanto, 
en esta sección centraremos la discusión en su 
buen uso y fertilidad. Para incrementar la compe-
titividad del sector agropecuario en Colombia, la 
investigación reciente apunta, entre otros retos, 



a la necesidad no sólo de garantizar una transi-
ción hacia la agricultura sostenible, sino también 
hacia prácticas sostenibles para los sistemas sil-
vopastoriles y agroforestales con alta productivi-
dad y/o calidad de los productos (Parra-Peña et 
al., 2022). Es importante garantizar la sustitución 
de insumos químicos por fertilizantes orgánicos, 
incluyendo prácticas agrícolas e insumos que 
mejoren la calidad de la tierra para mantener sus 
niveles de productividad en el tiempo. Desafor-
tunadamente, en la actualidad se siguen subsi-
diando prácticas no sostenibles, frenando esta 
transición en lugar de impulsarla. Prácticas como 
la gestión integrada de la fertilidad del suelo re-
quieren mucho más conocimiento para sustituir 
una aplicación excesiva de fertilizantes, pestici-
das e insecticidas. Por todo ello, se proponen 
varias acciones para incrementar la competitivi-
dad de este sector en el país en los próximos 
años:

1. Aumentar la inversión para la Investigación,
Desarrollo e Innovación (I+D+i), especialmente
en agroecología, con énfasis en el desarrollo lo-
cal de prácticas y cultivos adaptables al contex-
to.

2. Promover iniciativas que faciliten el aprendiza-
je local y las comunicaciones de mejores prác-
ticas, desde la educación, la investigación, los
subsidios a nuevas prácticas y los campos de
demonstración.

3. Mejorar la infraestructura, extensión, informa-
ción climática, acceso al mercado, crédito y se-
guridad social para facilitar la adaptación y diver-
sificación de los medios de vida de los pequeños
agricultores.

4. Fomentar el uso eficiente del agua y su moni-
toreo en la producción agrícola.

5. Formalizar la propiedad de la tierra y facilitar
su acceso, incorporando el manejo ambiental
como parte integral de la definición de los posi-
bles usos de la tierra.

6. Ampliar la cobertura de los bienes públicos
sectoriales como son las inversiones en Adecua-
ción de Tierras (ADT): riego, drenaje y protección
de inundaciones.

2.4. Pesca y acuicultura sostenibles (ODS 14)

Se estima que Colombia captura entre 50 y 100 
mil toneladas anuales de productos pesqueros, 
siendo la gran mayoría proveniente de los ma-
res (90 %), principalmente del Océano Pacífico. 
De esta, cerca de la mitad es capturada por las 
flotas industriales y la otra mitad por pescadores 
artesanales o pequeñas pesquerías. Típicamen-
te, el sector de la pesca ha sido subestimado 
debido a la falta de monitoreo y cumplimiento, 
quizá porque su participación en la economía na-
cional es baja: alrededor del 0,2 % del PIB. La 
falta de información confiable dificulta la prepara-
ción de diagnósticos acertados y la producción 
de políticas acordes a la realidad, en específico 
en materias de mejora de la seguridad alimen-
taria, reducción de pobreza y conservación de 
biodiversidad. Cabe destacar, primero, que en 
Colombia entre 150 y 200 mil familias se de-
dican a la actividad pesquera, donde la pesca 
artesanal se destina principalmente al consumo 
local, desempeñando así un papel importante 
en la seguridad alimentaria del país. Segundo, 
que los pescadores artesanales se encuentran 
generalmente en condiciones de vulnerabilidad 
por pobreza, desempleo, violencia y fenómenos 
climáticos, por lo tanto, la pesca puede llegar a 
ser una actividad de último recurso ante la falta 
de acceso a otras formas de generación de in-
gresos. Y, tercero, que la pesca está asociada a 
ecosistemas de alta biodiversidad que proveen 
servicios a la sociedad, tales como recreación, 
protección costera y captura de carbono, entre 
otros. Por su parte, el sector de la acuicultura en 
Colombia se ha incrementado un 216% en el pe-
ríodo 2011-2022 y se espera que siga haciéndo-
lo en los próximos años. Actualmente en el país 
se producen alrededor de 180 mil toneladas de 
pescado mediante la piscicultura y camaronicul-
tura, de los cuales el 58% corresponde a la tila-
pia. Sin embargo, el mayor potencial económico 
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del sector lo representa el cultivo de camarón (en 
las regiones Atlántico, Bolívar y Nariño) que sólo 
representa un 3 % del total de producción, pero 
un 24 % del valor económico de todo el sector 
en el país. Ante este contexto, son varias las ac-
ciones que se deben emprender para impulsar al 
sector pesquero y acuícola en el país: 

1. Fortalecer la base científica relacionada con el
sector tanto en lo ecológico como en lo social,
para mejorar la toma de decisiones en torno a la
gestión de la pesca.

2. Entender la necesidad de que la gestión de la
pesca debe considerar simultáneamente la con-
servación biológica de los recursos y la sosteni-
bilidad económica de las poblaciones que de ella
dependen. Para esto, se debe comprender que
es un sector altamente heterogéneo geográfica,
ecológica y socialmente.

3. Fortalecer, consolidar y reducir la fragmenta-
ción de las entidades y mecanismos guberna-
mentales encargados del sector pesquero de
manera que se mejore la capacidad de gober-
nanza de los océanos y cuerpos de agua dulce.
Esto implica la articulación interinstitucional para
la implementación de buenas prácticas ambien-
tales y desarrollo social en el sector acuícola.

4. Aceptar que los pescadores artesanales tie-
nen todo el potencial para ser actores de la con-
servación marina costera y cuerpos de agua dul-
ce, combinando actividades de turismo y pesca
sostenible.

5. Formalización de los acuicultores y fortaleci-
miento gremial y/o asociativo, con enfoque a la
mejora de la productividad y competitividad.

6. Promoción del consumo nacional de los
productos derivados del mar.

2.5. Calidad del aire (ODS 3, 11 y 12)

La contaminación del aire genera impactos en 
la salud aumentando el riesgo de mortalidad 

prematura y de enfermedades respiratorias y 
cardiovasculares. El Departamento Nacional 
de Planeación (DNP) reportó que para 2015 la 
contaminación del aire urbano estaba asociada 
con más de 10000 muertes en Colombia. Cerca 
de 3200 de estas muertes ocurren en Bogotá y 
otras 2100 en el Valle de Aburrá con un costo  
estimado del 2.5 % del PIB en la capital del país y  
5 % del PIB en la región metropolitana del Va-
lle de Aburra. Aunque las causas de la conta-
minación pueden variar en su composición de-
pendiendo de la región, las más sobresalientes 
son las emisiones provenientes de los vehículos 
a diésel y las industrias. Sin embargo, en los 
años recientes, la afectación de la contaminación  
proveniente de los incendios forestales en la Ori-
noquía, Amazonía y Venezuela ha sido predo-
minante en los períodos de febrero a abril de-
teriorando la calidad del aire. El país ha venido 
avanzando en materia de regulación de conta-
minación del aire desde la ley 99 de 1993, pero 
este avance no ha sido suficiente para reducir 
la exposición de la población a la contaminación 
ni para controlar de manera efectiva las emisio-
nes de las principales fuentes contaminantes, de 
tal forma que nuestras ciudades principales no  
cumplen de manera frecuente con el estándar 
anual de calidad del aire planteado por la Orga-
nización Mundial de la Salud (OMS) respecto a 
partículas (10 µg/m3 para material particulado 
fino PM2.5 hasta Septiembre 2021, o reciente-
mente 5 µg/m3). Bogotá, por ejemplo, alcanza 
en promedio los casi 19 µg/m3. Actualmente 
ningún área de la ciudad presenta concentracio-
nes menores a 10 µg/m3 y algunos puntos ex-
ceden los 25 µg/m3. Por ello, varias acciones se 
sugieren para abordar esta problemática:  

1. Promover la renovación de la flota de vehícu-
los de carga hacia tecnologías menos contami-
nantes: Euro IV, o preferiblemente una combina-
ción de flotas de vehículos con tecnología Euro
VI y Euro IV.

2. Acelerar la electromovilidad en el transporte
público para las ciudades principales, mientras
el resto de la flota se convierte a tecnologías de



buses Euro VI o Euro V-diésel con filtro de partí-
culas. 

3. Realizar la pavimentación de vías despavimen-
tadas en zonas vulnerables y que generan alto
material particulado.

4. Incentivar la reconversión a gas natural de
industrias que aún utilizan carbón como com-
bustible en sus procesos de producción.

5. Implementar el etiquetado de vehículos y
promover el diseño de un ejercicio piloto de
peajes urbanos como estrategia de reducción de
la contaminación (y de la congestión).

6. Crear un equipo técnico de identificación
temprana de incendios forestales en Colombia
para preparar de manera coordinada el control
de los incendios y fortalecer la mesa de traba-
jo de Salud Ambiental para desplegar acciones
interinstitucionales coordinadas durante los epi-
sodios críticos de contaminación.

3. Conclusión

Reconocemos que en esta nota no abordamos 
de manera completa y directa algunos de los te-
mas ambientales fundamentales para el futuro 
del país como, por ejemplo, la pérdida de bio-
diversidad y la necesidad de alinear las políticas 
nacionales a la iniciativa Post 2020 Biodiversity 
Framework, promovida por la Convención de 
Diversidad Biológica (CBD, por sus siglas en 
inglés) para promover sociedades en “Armonía 
con la Naturaleza”. Tampoco profundizamos en 
otras temáticas relevantes como la necesidad de 
incorporar en la próxima reforma tributaria una 
serie de impuestos con propósitos ambientales. 
Por ejemplo, la incorporación del carbón en la 
lista de combustibles objeto del impuesto al car-
bono, la eliminación de subsidios implícitos a los 
vehículos contaminantes, la implementación de 
impuestos a los insumos químicos agrícolas e 
impuestos a los plásticos de un solo uso. Las 
bondades de algunos de estos instrumentos ya 
han sido discutidas por académicos (Bonilla y 

Vélez, 2021). Debido a las prioridades de coyun-
tura, nos hemos enfocado en aquellos retos más 
urgentes para el país como son una visión reno-
vada del manejo del territorio, la explotación sos-
tenible de los recursos naturales, y la mitigación y 
adaptación al cambio climático, que son los tres 
mayores factores de pérdida de biodiversidad no 
solo a nivel nacional sino también internacional. 
Destacamos, además, que el cumplimiento de 
la agenda ambiental requiere de la implemen-
tación de un plan de instrumentos de distintos 
tipos, bien sean medidas económicas, de zonifi-
cación, fiscales, entre otras. Más concretamen-
te, enfatizamos que la demora en la definición 
de una agenda ambiental adecuada a las nece-
sidades y la implementación de estas acciones 
sugeridas para enfrentar los retos identificados 
como prioritarios, potencialmente aumentará los  
costos futuros que el país tendrá que enfrentar en 
materia social, económica y ambiental. Un nuevo 
gobierno con su propuesta de Plan Nacional de  
Desarrollo deberá considerar la temática am-
biental como un eje transversal crucial en las 
estrategias de política para la reducción de las 
desigualdades económicas y sociales.
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10 puntos para una nueva política de drogas
Abril 2022

Colombia es el mayor productor de cocaína del 
mundo. Se estima que el 68.8 % de la cocaí-
na mundial es producida en el país. Desde la 
década de los 90s, Colombia es el mayor cul-
tivador de coca, seguido por Perú y Bolivia que 
representaron el 35 % de los cultivos de coca 
mundiales en 2019. En el 2018, se estimó que el  
mercado de la cocaína en Colombia correspon-
de a 1.8 % del PIB, 2 veces el producto de la 
economía cafetera.

Al ser un mercado ilegal, estas actividades se 
han relacionado con la violencia urbana, genera-
da por los carteles del narcotráfico en los 80s y 
por el microtráfico en décadas recientes, y con el 
conflicto armado como fuente de ingresos de los 
grupos armados. Como lo muestran múltiples 

estudios, hay una correlación espacial entre pre-
sencia de cultivos, laboratorios de procesamien-
to de cocaína y presencia de grupos armados 
(ver acá 1, 2). Pese a que los cultivos de coca no 
explican completamente la violencia en los muni-
cipios, tanto su presencia como estrategias para 
controlarlos se asocian con las disputas por el 
control territorial por las rentas de esta economía 
ilícita (ver acá 1 2 3). 

A pesar de los esfuerzos económicos e institu-
cionales, como el gasto anual de la política de 
drogas de 1 billón de pesos, los resultados del 
enfoque tradicional prohibicionista son limitados. 
Aunque no es la medida correcta para evaluar la 
evolución de la producción de cocaína, los cul-
tivos de coca en 2020 fueron los mismos que 

La política de drogas en Colombia, orientada a la reducción de la oferta, ha sido 
un fracaso. Actualmente, tenemos las mismas hectáreas cultivadas de coca que 
hace 20 años, desde el 2013 la producción potencial de cocaína se ha multipli-
cado por 4 y el consumo de sustancias psicoactivas ha aumentado reciente-
mente. Adicionalmente, la violencia asociada al narcotráfico y a las intervencio-
nes para reducir la producción también ha aumentado, especialmente contra los  
grupos más vulnerables como los líderes sociales. El próximo gobierno enfrenta un 
reto mayor frente al manejo del tráfico de drogas y sus consecuencias negativas  
porque amenazan la construcción de paz. En esta propuesta, para los candida-
tos a la Presidencia, retomamos la evidencia científica disponible para plantear 
los pilares que debería tener la política de drogas a partir del próximo gobier-
no: i) liderar en el contexto global la discusión sobre la regulación de la cocaína,  
ii) implementar un enfoque de salud pública para atender a las personas con una
relación problemática con sustancias psicoactivas, iii) priorizar las condiciones
socioeconómicas y la seguridad de las comunidades vulnerables, y iv) diseñar
las intervenciones con un enfoque de evaluación para mejorar la asignación de
recursos.
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en el año 2000. En 2020 se identificaron 140 mil 
hectáreas de coca en el territorio nacional. Es 
importante aclarar que el aumento reciente de 
las hectáreas cultivadas, como sugieren algu-
nos sectores, no se explica por la suspensión del 
uso del glifosato; por el contrario, corresponde al 
anuncio del programa de sustitución de cultivos 
que se hizo en el 2014 (ver acá 1, 2). 

La producción potencial de cocaína ha aumen-
tado desde el 2013 pese a los esfuerzos por  
aumentar las incautaciones, la erradicación y 
las capturas a miembros de organizaciones cri-
minales. En el 2020 se calculó que la produc-
ción potencial de cocaína fue de 1.200 tonela-
das métricas mientras que en 2013 esta cifra  
correspondía a, aproximadamente, 300 toneladas  
métricas. Año a año, las estructuras criminales 
son más productivas en la fabricación de cocaí-
na. En el 2020 los cultivos de coca se redujeron 
en 7 % mientras que la producción potencial de 
cocaína aumento en 8 %. 

Hasta el 2015, la principal estrategia para com-
batir los cultivos de uso ilícito fue la aspersión 
aérea. Ese año se asperjaron 37.199 hectáreas 
de coca y durante el año anterior más de 55 mil 
hectáreas. A partir de la suspensión de la fumiga-
ción por el Consejo Nacional de Estupefacientes, 
la erradicación manual forzada ha aumentado 
constantemente. En 2016 se erradicaron forzo-
samente 5.573 hectáreas de coca mientras que 
en 2020 esa cifra ascendió a 38.070 hectáreas. 
Desde 1996 se han implementado programas 
de desarrollo alternativo basados en la sustitu-
ción voluntaria. En el Acuerdo de Paz se dise-
ñó el Programa Nacional Integral de Sustitución 
de Cultivos de uso ilícito (PNIS), el cual vinculó 
a 99.000 hogares. Las hectáreas erradicadas a 
través de esta estrategia corresponden a 31.721 
hectáreas, 6.765 hectáreas y 702 hectáreas, 
respectivamente para los años 2018 a 2020. Ac-
tualmente el PNIS está compuesto de 4 etapas 
desde la erradicación de los cultivos: seguridad 
alimentaria inmediata, asistencia técnica, huer-
tas caseras y proyectos productivos. Se estipuló 
que los proyectos productivos se entregarían 9  

meses después de la verificación de la erradica-
ción. 5 años después del comienzo del progra-
ma, el 9 % de los hogares vinculados han reci-
bido este componente. En cuanto a seguridad 
alimentaria inmediata, asistencia técnica y huer-
tas caseras el 92 %, 86 % y 80 % de los hoga-
res, respectivamente, han recibido los pagos.

En cuanto a la criminalidad asociada al narco-
tráfico, en el 2016, 1 de cada 4 capturas fue-
ron por violar el Artículo 376 del Código Penal 
(Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes). 
El siguiente delito con más peso en el total de 
capturas es el hurto a personas que representa 
el 15 %. Frente a la población carcelaria, la par-
ticipación de tráfico, fabricación y porte de estu-
pefacientes corresponde al 13.3 %, equivalente 
a 24.500 personas en 2016. 

En el caso del consumo, los últimos datos dis-
ponibles nacionales fueron calculados en 2013. 
Entre el 2008 y el 2013, la prevalencia de con-
sumo de cualquier sustancia durante toda la 
vida aumentó de 8.8 % a 12.2 %. Se repor-
ta que el 87 % de los consumidores del último 
año consumieron marihuana. Las sustancias 
con mayor frecuencia de uso, después de la  
marihuana, son la cocaína, el bazuco y el éxtasis. 
En el caso de Bogotá hay información disponi-
ble para el 2013, 2015 y 2017. La prevalencia 
de consumo de marihuana y cocaína duran-
te toda la vida aumentó entre 2013 y 2017. La 
prevalencia de marihuana aumentó de 31.3 % 
en 2013 a 51.8 % en 2017. En el caso de la  
cocaína el aumento fue del 7.4 % al 16.7 %.

Colombia, como productor, ha enfrentado du-
rante décadas los costos de un mercado ilegal, 
especialmente los grupos poblacionales más 
vulnerables como campesinos, mujeres, mino-
rías étnicas y líderes sociales. Mientras tanto, el 
consumo global de la cocaína sigue creciendo y 
se estima en 20 millones de consumidores ac-
tualmente. Estos indicadores reflejan el fracaso 
del enfoque prohibicionista que no ha permitido 
reducir el consumo ni la producción. 
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En esta Nota Macroeconómica presentamos 
10 ideas que hemos analizado desde el Centro 
de Estudios de Seguridad y Drogas (CESED) a 
partir de la evidencia científica disponible y que 
consideramos debe tener la política de drogas 
del próximo gobierno colombiano. 

La política de drogas del próximo gobierno 
en Colombia 

1. Discusión global sobre la regulación de la
cocaína

El gobierno colombiano debe liderar la discusión 
global sobre la necesidad de la regulación de 
la cocaína. En el 2016 el gobierno colombiano 
puso esta discusión sobre la agenda global y 
los esfuerzos deben continuar en esa dirección. 
La experiencia de Portugal brinda aprendizajes 
para enfrentar el consumo de sustancias. En 
2001 descriminalizaron el consumo con un enfo-
que de salud pública, con la creación de centros 
médicos de tratamiento y el acompañamiento a 
consumidores, para enfrentar la crisis de consu-
mo que tuvieron a finales del siglo pasado y no 
aumentó el consumo problemático de sustan-
cias. 

2. Control de oferta efectivo

El foco de la política de drogas no puede estar 
en el eslabón más débil de la cadena. En el con-
texto actual, enmarcado en la prohibición de la 
producción y del tráfico de sustancias psicoacti-
vas, las acciones deben enfocarse a desmante-
lar las organizaciones criminales. Por lo tanto, es 
necesario fortalecer los sistemas de información 
y seguimiento financiero para aumentar la incau-
tación de recursos del narcotráfico. Así mismo, 
es necesario atacar los eslabones con mayor 
valor agregado en la producción de la cocaína, 
como el tráfico, a través de las incautaciones y la 
destrucción de laboratorios (ver acá). 

La reducción de hectáreas cultivas no debe ser 
el foco de la política de drogas. En particular, es 
fundamental hacer énfasis en la inconveniencia 

de retomar la fumigación área en Colombia dada 
su ineficacia y riesgos potenciales para la salud 
y el medioambiente como lo han documentado 
múltiples estudios científicos (ver acá 1 2 3 4 5). 
La tasa de resiembra de la aspersión terrestre es 
10 veces superior a la de la sustitución voluntaria 
y la de erradicación manual forzada es 5.4 veces 
superior (ver acá). 

3. Intervenciones integrales y planificadas

A pesar de ser más efectivos y menos costosos, 
los programas de desarrollo alternativo no deben 
limitarse a la sustitución de los cultivos de coca 
por otros cultivos. El éxito de estas intervencio-
nes está determinado por su sostenibilidad en 
el tiempo que exige que tengan una visión de 
largo plazo para solucionar problemas estruc-
turales. Por lo tanto, el diseño de estos progra-
mas debe ser integral incluyendo la titulación de 
la tierra, la provisión de servicios públicos como 
las vías terciarias y la seguridad de las comuni-
dades. Adicionalmente, los programas de desa-
rrollo alternativo deben tener mecanismos claros 
de participación de las comunidades que deben 
mantenerse durante la implementación de la  
intervención. Por último, es necesario que el di-
seño de los programas y la vinculación de los 
hogares se realice teniendo en cuenta las carac-
terísticas de los territorios en términos ambien-
tales y étnicos. No es posible que se vinculen 
hogares que no pueden ser atendidos por el 
programa por la ubicación de sus predios en zo-
nas de manejo especial como ha ocurrido con el 
actual programa de sustitución. Las barreras del 
actual programa de sustitución y los conflictos 
entre comunidades que ha generado se pueden 
evitar en intervenciones futuras con una planea-
ción rigurosa que aborde las disputas territoriales 
preexistentes.

4. Política de drogas debe proteger a las
comunidades

La producción de cocaína y su tráfico se 
asocian con mayores niveles de violencia.  
Adicionalmente, las intervenciones para contro-
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lar su producción han aumentado la violencia. Se 
mostró que la fumigación aumentó los ataques 
por parte de grupos insurgentes y que el actual 
programa de sustitución aumentó el asesinato de 
líderes sociales. Como se mencionó anteriormen-
te, la política de drogas con un enfoque integral 
debe orientarse a la provisión de bienes públicos,  
entre ellos, la seguridad de las comunidades.

En otras políticas, implementadas en territorios 
afectados por el conflicto, se han diseñado me-
canismos de inteligencia y seguridad que han  
reducido la violencia a través de menos asesina-
tos de líderes sociales. Este tipo de mecanismos 
y la articulación con las Fuerzas Militares es fun-
damental en la implementación de programas de 
desarrollo alternativo. 

5. Regulación del uso adulto y recreativo del
cannabis

En la región latinoamericana, solamente Uruguay 
y México han regulado el mercado de cannabis 
para uso recreativo. Adicionalmente, Argentina, 
Chile, Colombia y Paraguay han regulado el uso 
medicinal. En Colombia está despenalizado el 
porte de la dosis mínima pero no su comercia-
lización. El argumento más importante es que la 
regulación del cannabis permite prevenir el con-
sumo temprano y regular su acceso. Además, la 
penalización del consumo de esta sustancia dis-
trae a la Policía de actividades criminales, como 
los homicidios y hurtos, que afectan a los ciuda-
danos. Por ejemplo, el Observatorio de Drogas 
de Colombia mostró que 1 de cada 3 capturas 
por porte de sustancias corresponde a canti-
dades inferiores a 25 gramos. Por lo tanto, los 
esfuerzos de la Policía y la Rama Judicial están 
sobrecargados por delitos que no afectan la cri-
minalidad. Existe evidencia sobre la reducción de 
la tasa de criminalidad por la despenalización del 
consumo de marihuana. En cuanto a la produc-
ción, es necesario diseñar esquemas y proteger 
a los hogares cultivadores para que perciban los 
beneficios económicos de la regulación del uso 
recreativo y medicinal. 

6. Sobrepoblación de las cárceles

Gran parte de las personas capturadas por  
delitos asociados a drogas ilícitas correspon-
den a delitos menores y porte de sustancias en 
pequeñas cantidades. Se ha estimado que la 
captura de personas por el porte, tráfico y fabri-
cación de drogas ilícitas costó alrededor de 11  
billones de pesos en quince años donde, como se  
mostró, 1 de cada 3 capturas fueron a personas  
con menos de 25 gramos de sustancias ilícitas. 

Adicionalmente, la población carcelaria de muje-
res ha aumentado considerablemente en los úl-
timos años, especialmente por delitos relaciona-
dos con drogas ilícitas. Desde 1991 la población 
carcelaria de mujeres se ha multiplicado por 5.5, 
de la cual, 1 de cada 2 mujeres privadas de la 
libertad corresponde a delitos relacionados con 
drogas ilícitas. De la población carcelaria femeni-
na, 52 % son madres cabeza de hogar (ver acá).  
Es necesario implementar medidas alternativas 
al encarcelamiento para delitos menores relacio-
nados con las drogas ilícitas. Estas medidas de-
ben ser respetuosas con los derechos humanos, 
proporcionales y pueden alinearse con las dispo-
siciones penales actuales.

7. Salud pública para el consumo problemá-
tico

El consumo problemático de sustancias psicoac-
tivas debe ser abordado desde una perspectiva 
de salud pública con énfasis en la prevención del 
consumo de menores, no a través de la crimina-
lización de los consumidores. Es necesario im-
plementar en Colombia programas ambulatorios 
que tengan un enfoque de reducción de daños. 
En trabajos previos se ha mostrado que el gas-
to promedio anual en programas de reducción 
de la demanda equivale a 0.02 % del PIB1 mien-
tras que, sólo a la captura de personas por por-

1 Estos cálculos se realizaron a través de la estimación de un 
gasto en programas de reducción de la demanda entre 139 
mil millones y 165 mil millones de pesos, teniendo en cuenta 
el valor del PIB a precios constantes de 2015 de 804 billones 
de pesos. 
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te, tráfico y fabricación, se destina alrededor de  
0.09 % del PIB anualmente. Es necesario reo-
rientar recursos para fortalecer la inversión en sa-
lud pública, incluyendo programas de reducción 
de daños y prevención de consumo de menores. 

8. Investigación científica de la hoja de coca

La hoja de coca ha sido usada tradicionalmen-
te por las comunidades indígenas en Colom-
bia. Debemos reconocer los usos tradicionales 
de comunidades indígenas y fomentar su co-
nocimiento. Adicionalmente, es necesario crear  
modelos de beneficios compartidos, igual que 
en el caso del cannabis, que incluya a las co-
munidades étnicas y campesinas para que se 
beneficien y participen en toda la cadena pro-
ductiva de productos lícitos a partir de la hoja de 
coca. Para esto es clave integrar acciones que 
fortalezcan las capacidades locales, no sólo en 
el cultivo, también en emprendimientos sociales 
e investigaciones interculturales. 

La hoja de coca tiene componentes que no han 
sido explorados ni investigados por las trabas en 
las normativas internacionales y nacionales. Es-
tos componentes pueden tener potencial para el 
desarrollo de productos nutricionales y medici-
nales. Debe agilizarse el proceso para obtener 
permisos para investigar los componentes de 
la hoja de coca y promover alianzas entre las  
comunidades productoras, la academia, y los 
gremios industriales con el fin de aumentar el  
conocimiento sobre los potenciales beneficios 
de la hoja de coca. 

9. Microtráfico

La regulación del uso de sustancias no es sufi-
ciente para acabar con la criminalidad y la violen-
cia. Es necesario combatir el fenómeno del mi-
crotráfico con medidas que sean eficientes. Uno 
de los efectos más nocivos del microtráfico es el 
control de calles, parques o barrios enteros por 
bandas criminales y el consiguiente deterioro de 
los entornos urbanos. 

La estrategia integral de lucha contra en este fe-
nómeno debe incluir programas de prevención 
comunitaria, un acercamiento de las autoridades 
a las comunidades y un esfuerzo de control terri-
torial por parte de las autoridades. 

10. Evaluación de la política de drogas

Todas las políticas públicas deben ser evaluadas 
y la política de drogas no debe ser la excepción. 
Por ejemplo, no se conoce el impacto del pro-
grama de sustitución de cultivos ni en los cultivos 
de coca ni en las condiciones socioeconómicas 
de los hogares beneficiarios. Sin embargo, los 
recursos comprometidos para el financiamien-
to de los subsidios a los hogares vinculados al 
principio del programa equivalen a 0.4% del PIB. 
Evaluar la efectividad del gasto en los diferentes 
programas e intervenciones es fundamental para 
maximizar los retornos. 

Las intervenciones experimentales pueden con-
tribuir significativamente al diseño de la política 
de drogas. Así, como en otros programas, es 
necesario realizar pilotos antes de expandir las 
intervenciones sin conocer sus potenciales resul-
tados ni la efectividad de sus diseños. Es posible 
hacer pilotos, como se ha hecho con Familias en 
Acción, con el propósito conocer los resultados 
e ir ajustando elementos de la política que pue-
den corregirse. 

Conclusión

Somos conscientes de las limitaciones y barre-
ras que tiene la regulación global de la cocaína 
en el corto plazo. Incluso a nivel nacional, los 
esfuerzos por avanzar en la regulación del uso 
adulto recreativo del cannabis no han tenido 
éxito. Sin embargo, en el contexto internacional 
actual hay una ventana de oportunidad pues la 
discusión sobre un enfoque no prohibicionista 
está ocurriendo. En Portugal se descriminalizó 
el consumo de todas las sustancias, en algunos 
estados de Estados Unidos se ha avanzado en 
regular el uso y producción de cannabis, incluso 
en Oregon se descriminalizó el consumo de co-
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caína, heroína y metanfetaminas, y en Uruguay 
se avanzó en el uso recreativo del cannabis. En 
este contexto internacional, un objetivo de la po-
lítica exterior del próximo gobierno de Colombia 
debe ser su liderazgo en la discusión sobre la 
regulación de la cocaína priorizando los intere-
ses de los eslabones más débiles y afectados 
por el prohibicionismo y por la guerra contra las 
drogas. 

Durante este proceso, es necesario implemen-
tar una política de transición con los lineamientos 
discutidos. En primer lugar, debemos implemen-
tar un enfoque de salud pública para atender a 
las personas con una relación problemática con 
sustancias psicoactivas a través de la reducción 
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de daños. En segundo lugar, tenemos que priori-
zar las condiciones socioeconómicas de los ho-
gares con las intervenciones para sustituir culti-
vos de uso ilícito. Por último, debemos garantizar 
la seguridad territorial, no a través de la militari-
zación de los territorios, con la implementación 
de mecanismos de inteligencia que se enfoquen 
principalmente en la protección de los líderes  
sociales. Estos deben ser los objetivos de la po-
lítica de drogas del próximo gobierno. 

Nota Macroeconómica No.37 
Facultad de Economía  - Universidad de los Andes
Marcela Eslava | Decana, Facultad de Economía 
Leopoldo Fergusson | Director CEDE, Facultad de Economía 

Autores: Lucas Marín Llanes, David Restrepo, María Alejandra Vélez y Hernando Zuleta. 
Investigadores del Centro de Estudios sobre Seguridad y Drogas (CESED). 

Universidad de los Andes | Vigilada Mineducación 
Reconocimiento como Universidad: 
Decreto 1297 del 30 de mayo de 1964. 
Reconocimiento personería jurídica: 



Nota Macroeconómica No.39 | Edición Especial Debate Electoral

Perspectiva de géner   o: una necesidad multidimensional

Mayo 2022

En un país como Colombia, marcado por una 
alta desigualdad en ingreso, riqueza, acceso a 
bienes y servicios y representación política, y que 
ha perpetuado oportunidades y prácticas histó-
ricas de segregación y discriminación, ser mujer, 
definirse o identificarse como mujer, perpetúa y 
acrecienta la vulnerabilidad. 

Las brechas de género, en todos los aspectos 
de la vida social, política y económica persisten y 
se han hecho aún más apremiantes como con-
secuencia de la pandemia de Covid-19. A pesar 
de la visibilización y discusión pública sobre la 
situación de las mujeres en el país, aún queda un 
largo trecho por recorrer para que la perspectiva 
de género sea verdaderamente transversal a las 
políticas públicas1. Trabajar en cerrar las brechas 
de género no es solo una cuestión de equidad, 
es fundamental para mejorar la calidad de vida 
del 51,2 % de la población colombiana y aumen-
tar la capacidad productiva nacional. 

Se reconoce el progreso en la situación de las 
mujeres en Colombia y en el mundo, en espe-
cial, en relación con el reconocimiento de sus 

derechos y la ampliación de oportunidades edu-
cativas, laborales y de participación política. No 
obstante, estos avances han sido frágiles y la 
pandemia frenó y, en algunos frentes, reversó 
esos logros. Contrarrestar estos efectos requiere 
acciones decididas y recursos para ponerlas en 
práctica de manera tal que realmente se incorpo-
re una visión de género en todos los ámbitos de 
la vida nacional. Más que símbolos es necesario 
implementar políticas públicas con presupues-
tos con perspectiva de género para promover la 
igualdad considerando un impacto diferenciado.

Mercado laboral y economía del cuidado

Las mujeres empezaron a participar activamen-
te en el mercado laboral desde la primera mitad 
del siglo XX. Esta participación se aceleró des-
de finales del siglo XX, sin embargo, la brecha 
laboral –entendida como discriminación salarial 
y discriminación ocupacional- entre hombres 

1 En este sentido, se han empezado a hacer algunos esfuer-
zos importantes como la inclusión del enfoque de género en 
los presupuestos nacionales.

Las brechas estructurales y los estereotipos de género muestran y acrecientan la  
vulnerabilidad de las mujeres en Colombia. Su situación, tras el choque por la 
pandemia de Covid-19, es hoy aún más apremiante. Más que símbolos necesi-
tamos acciones decididas para promover la inserción laboral de las mujeres en  
empleos de calidad con condiciones que den cuenta de la carga desproporcio-
nada que asumen por las labores de cuidado. La formulación de políticas públi-
cas con enfoque diferencial e interseccional permitirán afianzar y promover la  
educación sexual y reproductiva para niñas, niños y adolescentes, la consolida-
ción de nuevas masculinidades, la visibilización de identidades de género y el 
empoderamiento de lo femenino.
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y mujeres persiste y se ha incrementado para  
las mujeres con empleos informales. Las muje-
res en los quintiles más bajos de ingresos con 
empleos informales tienen una mayor brecha de 
empleo frente a hombres en situación equivalen-
te (Nota Macroeconómica 32). 

La pandemia hizo que salieran más mujeres del 
mercado laboral que hombres. Según las cifras 
del DANE, la tasa de desempleo del año 2021 
fue del 13,7 % y, al desagregar esa tasa, en-
contramos que es de 10,6 % para hombres y  
18,1 % para mujeres. Lo anterior, corresponde a 
una brecha de 7.5 puntos porcentuales, mínima-
mente inferior a la registrada en el año anterior de 
7.7 puntos porcentuales. El desempleo femenino 
en Colombia es superior al promedio nacional, 
incluso para niveles superiores de educación. 
La situación es aún peor para mujeres jóvenes. 
En 2021 la tasa de desempleo juvenil fue de  
21,5 %, 2.7 puntos porcentuales por debajo de 
la registrada en 2020, y el desempleo de las mu-
jeres jóvenes llegó a 28,1 % frente a 16,6 % para 
hombres jóvenes. Sumado a esto, la tasa global 
de participación de las mujeres en el último tri-
mestre del 2021 fue de 49,3 % comparada con 
72,3 % para los hombres, y la tasa de ocupación 
de las mujeres fue de 40,4 % frente a 64,6 % para 
los hombres. Desde antes de la pandemia, todos 
los indicadores de mercado laboral señalaban 
brechas preocupantes entre hombres y mujeres. 
La emergencia del Covid 19 las visibilizó y las  
profundizó aún más.

La pérdida de empleo y la menor participación 
de las mujeres en el mercado laboral ha estado 
acompañada de peores condiciones laborales. 
La informalidad entre las mujeres ocupadas es 
del 49,2 %. La informalidad está asociada con 
condiciones labores inestables y ausencia de se-
guridad social, en especial, en la vejez. Esta vul-
nerabilidad se incrementa al considerar que las 
mujeres representan una proporción importante 
de la fuerza laboral en los sectores más afecta-
dos por la crisis producto de la pandemia por 
Covid-19. Sectores como el comercio, la hotele-
ría, turismo y servicios se vieron forzados a cerrar 

y tener periodos prolongados de inactividad con 
poca capacidad de adaptación. 

Este impacto diferencial redujo los ingresos de 
las mujeres en mayor proporción que el de los 
hombres, lo cual tiene consecuencias en el po-
der de negociación de las mujeres al interior del 
hogar. Con menor independencia monetaria, las 
mujeres tienen menor capacidad de decisión so-
bre el hogar y sobre sus propias vidas. Por tan-
to, la violencia intrafamiliar puede aumentar y las 
mujeres cuentan con menos recursos para po-
der reaccionar frente a situaciones de abuso.

Con el cierre de servicios y la virtualidad en la 
educación, las mujeres empleadas fuera del ho-
gar pasaron a ocuparse de las labores de cui-
dado doméstico. Así las cosas, las mujeres no 
solo tuvieron que ocuparse del hogar, sino que 
una gran proporción se vio obligada a renunciar 
a su trabajo para dedicarse por completo a estas 
labores. Por consiguiente, estas mujeres vieron 
reducidos sus ingresos y los del núcleo familiar. 
Esto generó que la contratación de personas en 
los hogares para las labores domésticas cayera 
y, siendo la mayoría de las personas empleadas 
en estas labores mujeres, el impacto sobre esta 
población fue aún mayor. 

Las mujeres dedican la mayor parte del tiempo 
de trabajo no remunerado al suministro y prepa-
ración de alimentos, limpieza y mantenimiento y 
diferentes aspectos de cuidado de las personas 
en el hogar. Incluso en familias donde no hay  
menores ni personas mayores, las mujeres par-
ticipan más que los hombres en actividades de 
trabajo no remunerado y no es mayor la diferen-
cia en familias con personas que requieren cui-
dado. 

De acuerdo con la Encuesta nacional sobre uso 
del tiempo (ENUT) del DANE, entre septiembre 
de 2020 y agosto de 2021, las mujeres desti-
naron, en promedio, 7 horas y 46 minutos a 
actividades de trabajo no remunerado, lo cual 
corresponde a 4 horas y 40 minutos más que 
las destinadas por los hombres. Para el mismo 

https://repositorio.uniandes.edu.co/bitstream/handle/1992/51761/nota-macroeconomica-32.pdf
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periodo, los hombres, en promedio, dedicaron 8 
horas y 57 minutos a actividades de trabajo re-
munerado mientras que las mujeres lo hicieron, 
en promedio, durante 7 horas y 37 minutos. Es 
decir que, diariamente la carga global de traba-
jo remunerado y trabajo no remunerado para un 
hombre fue en promedio de 10 horas y 42 minu-
tos mientras que para una mujer fue en prome-
dio de 13 horas y 33 minutos.

Estas brechas se mantienen prácticamente para 
todos los grupos etarios de la población. En el 
mismo periodo las mujeres entre 30 y 39 años 
trabajaron casi 11 horas en labores no remune-
radas mientras los hombres en el mismo rango 
de edad dedicaron cuatro horas a estas labores. 

Este panorama deja claro que es fundamental 
garantizar acciones de política pública que per-
mitan el regreso y la participación de las mujeres 
en empleos de buena calidad. Tener empleo tie-
ne un efecto positivo sobre la independencia y 
el empoderamiento de las mujeres, pues contri-
buye a reducir sustancialmente la vulnerabilidad 
económica y la violencia física y psicológica de 
la que pueden ser víctimas por falta de acceso 
a oportunidades que les permitan salir de estos 
círculos de violencia.

Pero empleos de buena calidad para las mujeres 
implica implementar acciones complementarias 
que den cuenta de la mayor carga de cuidado 
que asumen. En este sentido, la ampliación de 
las manzanas de cuidado, el fortalecimiento de 
la licencia compartida para mujeres y personas 
gestantes y la flexibilización de los horarios de 
trabajo aparecen como medidas prioritarias. 
Acercar los servicios de las entidades públicas a 
los lugares de cuidado y tener una oferta amplia 
de actividades para cuidadores permite mejorar 
la calidad de vida, evitar el agotamiento y au-
mentar el tiempo disponible para las mujeres. 

Feminización de la pobreza

La caída en la actividad económica por cuen-
ta de la pandemia no explica completamente 

la situación actual de las mujeres en Colombia. 
La feminización de la pobreza es un fenómeno 
documentado desde, al menos, la década de 
los noventa. La incidencia de pobreza monetaria 
es superior para mujeres que para hombres, lo 
cual, en un país con un porcentaje creciente y 
que alcanza el 40,7 % de hogares con jefatura 
femenina, pone a las mujeres y sus dependien-
tes en una mayor situación de vulnerabilidad. En 
efecto, la brecha entre mujeres y hombres en po-
breza monetaria se mantuvo, entre 2012 y 2020, 
alrededor de 1,7 puntos porcentuales, con un 
máximo de 1,9 p.p. en 2016 y mínimo de 1,5 
p.p. en 2014. Sumado a esto, se encuentra el ín-
dice de feminización de la pobreza que muestra
que entre 2012 y 2015, en promedio, había 114
mujeres pobres por cada 100 hombres pobres.
Esta cifra presentó una tendencia creciente entre
2016 y 2020, alcanzando, en promedio, 116 mu-
jeres pobres por cada 100 hombres.

En este contexto, la mayor carga de cuidado que 
recae sobre las mujeres representa un obstácu-
lo para superar la situación de pobreza y vulne-
rabilidad. Mayor tiempo dedicado a labores no 
remuneradas implica menores ingresos y menor 
posibilidad de participación en actividades remu-
neradas. 

Educación sexual y reproductiva y violencia 
de género

Las perspectivas y aspiraciones de las mujeres 
también son más frágiles que las de los hombres 
por cuenta, entre otros, del embarazo adoles-
cente. Si bien la tasa de natalidad en Colombia 
ha disminuido desde 2015, el número de naci-
mientos en niñas y adolescentes no ha tenido la 
misma tendencia. En 2018 el DANE informó que 
el 19 % de los nacimientos en Colombia tenían 
a una madre entre los 15 y 19 años, para 2019 
esta cifra fue de 18 % y se ubicó en 17,3 % en 
2021. 
Las niñas y adolescentes con infantes tienen me-
nos probabilidad de asistir a un centro educativo, 
lo que afecta sus ingresos más adelante, y una 
mayor probabilidad de tener problemas de sa-
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lud física y mental en el futuro. Según el DANE, 
en 2020, el 96,6 % de niñas entre 10 y 14 años 
no gestantes o madres asistían a una institución 
educativa mientras solo el 65,2 % de gestantes 
y madres en el mismo rango de edad lo hacían. 
La asistencia escolar de todas las niñas y ado-
lescentes entre 15 y 19 años fue de 68,6 % en 
2020. Sin embargo, el porcentaje de las niñas 
y adolescentes que están embarazadas o son 
madres que asistieron a una institución educati-
va en 2020 fue de 18,2 %, una diferencia de 50 
p.p con respecto a las niñas y adolescentes que
no son madres o gestantes en el mismo año.
Menor educación implica menores oportunida-
des y mayor posibilidad de abuso o pérdida de
autonomía.

Las cifras indican claramente que este riesgo 
de desescolarización y consecuencias asocia-
das –menor ingreso futuro, menor probabilidad 
de pensionarse y mayor facilidad de afectarse 
la salud física y mental- es mayor para mujeres 
que para hombres. En 2020, había más mujeres 
que hombres que no estaban estudiando en ese 
año y no tenían ingresos y esta brecha fue ma-
yor para las mujeres que no tenían educación o 
tenían nivel de educación hasta secundaria ubi-
cándose alrededor de 28 puntos porcentuales.
La incidencia de embarazo adolescente y sus 
consecuencias sobre las personas gestantes, 
tanto en términos de perspectivas educativas y 
laborales como de sus relaciones personales, fa-
miliares y sociales, reflejan la carga desigual de la 
maternidad y la generalización de la paternidad 
irresponsable, sin consecuencias. Si bien la re-
ciente sentencia de la Corte Constitucional so-
bre la despenalización del aborto es un avance 
en la reivindicación de los derechos sexuales y 
reproductivos de las mujeres y en la reducción 
de la discriminación penal contra las mujeres, la 
discusión pública demuestra que aún estamos 
lejos de aceptar el derecho de las mujeres a de-
cidir libremente sobre su cuerpo. Sostener que el 
aborto puede ser utilizado como un método anti-
conceptivo refleja un profundo desconocimiento 
de las trágicas historias personales de mujeres 
de todas las edades y de los obstáculos que en-

frentan para conocer, apropiarse y cuidar de su 
salud y bienestar sexual y reproductivo.  

La deficiencia en la educación sexual y reproduc-
tiva también es un reflejo de los estereotipos de 
género. Omitir información, ofrecer información 
sesgada o ignorar información en los programas 
de educación sexual y reproductiva en todos los 
niveles de educación pone en riesgo a las muje-
res y reproduce estereotipos. Focalizar la educa-
ción e información sobre métodos anticoncepti-
vos en niñas y mujeres, reproduce el imaginario 
sobre la responsabilidad diferenciada entre hom-
bres y mujeres en el cuidado de la salud sexual 
y reproductiva y de los hijos. La integración de 
formación en nuevas masculinidades contribuye 
a superar los obstáculos culturales e históricos 
que impiden avanzar en la igualdad de género en 
todos los ámbitos.   

La violencia a la que están expuestas las mu-
jeres dentro y fuera de sus hogares también es 
un reflejo de su vulnerabilidad. Según cifras de 
violencia intrafamiliar y delitos sexuales propor-
cionadas por la Policía Nacional para el año 2020 
del total de denuncias de violencia intrafamiliar, el 
77,88 % fue realizada por mujeres y el 22,12 % por 
hombres, tendencia que se mantiene en 2021: 
72,98 % de estas denuncias fueron realizadas 
por mujeres respecto a un 27,02 % realizadas por 
hombres. El caso de delitos sexuales presenta 
un patrón similar: para el año 2020 el 84,09 % de 
las denuncias fueron realizadas por mujeres res-
pecto a un 15,91 % realizadas por hombres, para 
2021 el 84,82 % de estas denuncias fueron rea-
lizadas por mujeres y un 15,18 % por hombres.

Fortalecer y extender las líneas de emergencia, 
atención y orientación, así como la revisión per-
manente de los protocolos de atención y acción, 
en casos de violencia de género resulta priorita-
rio. La línea púrpura es una línea que ofrece la 
Secretaría de la Mujer de Bogotá con el propó-
sito de brindar apoyo y acompañamiento a las 
mujeres en situaciones de violencia y/o abuso. 
Esta herramienta fue creada en 2015 y, según 
datos de esta Secretaría, en sus primeros cuatro 



años atendió a 21.738 mujeres por vía telefónica. 
La llegada de la cuarentena, a raíz del Covid-19, 
agravó la violencia intrafamiliar. Sólo entre marzo 
y junio de 2020, la Secretaría de la Mujer reportó 
que la línea atendió 8.632 llamadas, correspon-
diente casi al 40 % del total de llamadas recibi-
das en los 4 años de funcionamiento. Tomando 
el mismo periodo en 2021, la línea atendió 7.920 
y, aunque hay una disminución con respecto al 
año anterior, este número sigue siendo alto con 
respecto al total de los cuatro años iniciales de 
funcionamiento de la línea.

En un esfuerzo por diversificar canales de pre-
vención de violencia de género, la alcaldía de  
Bogotá creó en 2020 la línea “calma”, que atien-
de a hombres que buscan asistencia emocional 
para identificar y manejar emociones exacerba-
das por el machismo. Según cifras de la Alcal-
día de Bogotá, la línea atendió 2.362 llamadas  
durante su primer año de funcionamiento.

Estereotipos de género

Además de la vulnerabilidad manifiesta de las 
mujeres, los estereotipos de género también im-
piden su empoderamiento y la reivindicación de 
sus derechos. Estos estereotipos afectan la ima-
gen de la mujer y los roles que pueden desempe-
ñar en la percepción tanto de hombres como de 
mujeres. La construcción de ideas donde se es-
pera que un determinado grupo se comporte de 
cierta manera facilita el surgimiento de estereo-
tipos. Es notable, por ejemplo, que, a pesar de 
la evidente diferencia de género del tiempo dedi-
cado a trabajo de cuidado no remunerado en el 
hogar, la mayoría de hombres y mujeres reportan 
hacer lo que les corresponde en las tareas do-
mésticas y este porcentaje aumentó tanto para 
hombres como para mujeres entre 2016-2017 
y 2020-2021. Incluso, el porcentaje de hombres 
que perciben hacer menos de lo que les corres-
ponde disminuyó al comparar estos dos perío-
dos (DANE 2021). Estas respuestas parecen in-
dicar que tanto hombres como mujeres perciben 
que el doble de tiempo de las mujeres dedicado 

a tareas domésticas y de cuidado en el hogar no 
es problemático, y se ha generado una normali-
zación en el país de la doble jornada de trabajo 
para las mujeres. 

Los estereotipos de género trascienden otros 
espacios. Por ejemplo, la existencia de segrega-
ción ocupacional. A pesar de los grandes avan-
ces en acceso a educación para las mujeres –re-
presentan el 53% de la matrícula de educación 
superior-, estas se encuentran concentradas en 
carreras asociadas al cuidado y que tienden a 
recibir una menor remuneración relativo a otros 
sectores como ciencias, tecnología, ingeniería o 
matemáticas, donde los hombres predominan. 

La segregación ocupacional no sólo se manifies-
ta de manera horizontal. Los techos de cristal, 
otra consecuencia de los estereotipos de géne-
ro, también existen. Estos se evidencian en el 
bajo porcentaje de mujeres en cargos directivos 
de empresas, y son aún más visibles en el sector 
público. Los principales cargos de dirección en 
entidades públicas en Colombia han sido ocu-
pados mayoritariamente por hombres: sólo 6 de 
los 37 directores de DNP han sido mujeres, el 13 
% de los codirectores del Banco de la República 
han sido mujeres, el DANE ha tenido solo 2 di-
rectoras en su historia y nunca se ha nombrado 
una ministra de Hacienda, sin contar que solo 
dos mujeres han sido generales del Ejército en la 
historia del país. 

Representación política

La representación política de las mujeres en Co-
lombia reproduce el patrón de desigualdad de 
todos los demás ámbitos explorados hasta aquí. 
La asociación de lo femenino con lo privado y 
los roles tradicionales de género integrados en 
las normas sociales formales e informales son  
obstáculos estructurales a la participación políti-
ca de las mujeres y a su presencia en esferas de 
poder e instancias de decisión. 
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A pesar de que la representación política de las 
mujeres ha aumentado, los avances han sido 
lentos. Desde que las mujeres han podido ejer-
cer libremente el derecho al voto y han podido 
ser candidatas, su participación nunca ha llega-
do a ser siquiera del 40 %. Según el reporte de 
la Registraduría Nacional para las elecciones del 
periodo 2020-2023 tan solo dos mujeres obtu-
vieron el cargo de Gobernadoras, lo cual repre-
senta tan solo el 6,25 %, un porcentaje mucho 
más bajo respecto al periodo electoral anterior 
donde 15,6% de las gobernaciones fueron ocu-
padas por mujeres. Respecto a Alcaldías para el 
periodo 2020-2023, tan solo 132 mujeres fue-
ron elegidas alcaldesas, lo cual representa el  
12,01 % del total nacional, similar al periodo 
electoral anterior (12,2 %).

Respecto al Congreso de la República, en las 
elecciones legislativas de este año, hubo un au-
mento importante en el número de mujeres con-
gresistas, de los 276 Congresistas electos, 79 
serán mujeres, esto muestra un crecimiento de 
9,1 % respecto al periodo electoral 2018-2022.
Así bien para el 2022 tendremos la mayor parti-
cipación de mujeres en la historia del país con un 
porcentaje de 28,8 %.

Buscando una mayor representación política de 
las mujeres se han impulsado medidas afirmati-
vas como cuotas. Sin embargo, estas medidas 
han sido insuficientes y las brechas significativas 
persisten en el grado de inclusión de la mujer en 
procesos políticos y en la atención que la política 
pública ha prestado a sus necesidades.

Más que continuar con políticas de acción afir-
mativa como las cuotas para garantizar la par-
ticipación de mujeres en instancias de inciden-
cia política y toma de decisiones, es necesario 
seguir impulsando a mujeres que cuenten con 
trayectoria en la formulación, diseño y evaluación 
de políticas públicas con perspectiva de género 
y a personas activas en el fortalecimiento y apli-
cación de los derechos sexuales y reproductivos 
y la igualdad de género. 
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Cursos como “Escuelas de nuevos liderazgos en 
cultura democrática para mujeres”, implemen-
tados por la Registraduría Nacional del Estado 
Civil, de formación para la participación política 
permiten promover la sensibilización sobre es-
tereotipos de género y discriminación por sexo 
y género. Estos procesos de sensibilización son 
fundamentales para superar los sesgos explíci-
tos e implícitos tanto en la participación política 
como en la formulación, diseño y evaluación de 
políticas públicas.

Políticas públicas con perspectiva de género

El diseño y la implementación de políticas públi-
cas con perspectiva de género implica, además, 
considerar que las mujeres son un grupo hete-
rogéneo y los obstáculos que enfrentan las mu-
jeres están afectados notoriamente por otras de 
sus características socio-económicas. En este 
sentido, reconocer y utilizar el marco de la inter-
seccionalidad, permitirá formular y enfocar las 
políticas de género para que tengan legitimidad 
e impacto. La perspectiva de género, en este 
sentido, trasciende el sexo al nacer e implica la 
consideración de la identidad de género. Las 
mujeres, quienes se identifican como mujeres y 
las personas gestantes se encuentran en situa-
ciones diversas, pero comparten la fragilidad y la 
vulnerabilidad asociadas con la invisibilización, la 
segregación y la discriminación de lo femenino. 
Resulta indispensable contar con indicadores 
específicos de género para hacer seguimiento, 
diseñar y evaluar dimensiones y acciones con-
cretas para lograr la igualdad de género. Los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible, incluyen 54 
indicadores específicos de género que permiten 
hacer visible el impacto de las políticas públicas 
en conseguir beneficios concretos en términos 
de bienestar, oportunidades y empoderamiento 
de niñas y mujeres. El DANE también ha hecho 
avances significativos en recoger y producir in-
formación con enfoque diferencial e interseccio-
nal que deben continuar y ampliarse para poder 
tomar decisiones con base en evidencia sólida 
sobre la situación y las necesidades propias de 
poblaciones diversas. 



El impacto y las posibilidades de mejora de las 
políticas públicas requieren, como primera ins-
tancia, la recolección de información. Entre más 
completa sea ésta, mejor seguimiento, diseño y 
evaluación de los efectos heterogéneos de las 
políticas públicas se tendrán, con el fin de me-
jorar la focalización de programas o medidas en 
el futuro. 

Conclusión

Desde que las mujeres obtuvieron el derecho 
al voto en 1957, los avances en sus derechos 
y su participación en las diferentes esferas de 
la sociedad en Colombia han sido importantes. 
Las mujeres se educan más, participan más en 
política, se organizan más y constituyen una voz 
significativa que ha permitido la reivindicación y 
el avance de los derechos sexuales y reproduc-
tivos en el país. Sin embargo, son más vulne-
rables al ciclo económico y a los choques. Aún 
persisten los estereotipos de género que cargan 
sobre ellas la mayor parte de la responsabilidad 
del cuidado remunerado y no remunerado.

El artículo 43 de la Constitución consagra la igual-
dad en derechos y oportunidades entre hombres 
y mujeres, la no discriminación contra la mujer y 
la especial protección y asistencia del Estado a 
las personas gestantes y a la mujer cabeza de 
familia. El quinto Objetivo para el Desarrollo Sos-
tenible consagra la igualdad de género. Pero el 
cambio cultural se hace esperar porque uno de 
los escenarios fundamentales para lograrlo, la 
educación, se queda corto en la promoción de 
los derechos de las mujeres y el empoderamien-
to de las niñas y adolescentes. 

Los avances en enfoque diferencial e intersec-
cional permitirán, además, poner de presente 
que la perspectiva de género va más allá de la 
situación de las mujeres. La identidad de género 
hace parte esencial de esta perspectiva e implica 
que la política pública debe visibilizar y diseñar 
políticas para grupos poblacionales definidos por 
esta identidad. Se requiere una mayor participa-
ción de mujeres que representen sus demandas 

en las decisiones de políticas públicas y en los 
debates nacionales. Igualmente, se necesita una 
mejor información que evidencie la existencia de 
discriminaciones de género y los impactos dife-
renciales de choques y de políticas públicas. El 
DANE ha hecho un avance enorme al empezar a 
recoger información y publicar estadísticas sobre 
la población LGBTIQ+ en Colombia que mues-
tran una situación preocupante, por ejemplo, en 
su participación laboral y la violencia que enfren-
tan.
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